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I. INTRoDUcc¡óñ

Cuantas veces el interesado resurre a las fuentes archivísticas y por
información sobre el postrer período colmríal, topa con testimonios
en que se alude a la institución obieto de las líneas que siguen.
No obstantg frecuencia tan pom usual para los casos de institucio-
nes meuores del derecho indiano como la que nos preocupa, no im-
plica necesafiamente que los manuscritos se prodiguen con largueza
y que simultáneamente podamos disponer de una documentaciór¡
sistemábica ace¡ca del tema. De otra parte, las refe¡encias que even-

tualmente se esperan de las fuentes impresas están a su vez reduci-
das a la mínima expresión, y dista mucho de contarse con una biblio-
grafía que pueda ser utilizada como guía. Cabe advertir además que
el mate¡ial que se logra recuperar, aparte de flresentar valor mu.,¡

desigual en calidad y canticlad, adolece de las consabid¿s limitacio-
nes de tiempo y espacio; perspectivas que impiden matizar los da-
tos y enfiquecer el tópico con puntualizaciones más precisas. Que-
da así en evidencia que distintos factores han conspirado y conspjran
para desanimar al investigador a sacar del anonimato un oficio que
pes€ a haber constituido algo sumamente fa¡¡r-iliar en eI campo chi-
leno ha pasado prácticamente inadvertido. El hecho cierto es que

' Abrcoioluras: AGI, Chile : A¡chivo Gene¡al de Indias, Sevilla. Sec-
ción 54, Audiencia de Chile. CS : Cabildo de La Serma. CG. = Capitania
C,eneral. GV = Fondo Gay-)\4orla. FA- Fondo Antiguo, FIJVE : Fondo
José Ignacio Víctor Eyzaguirre. FV = Fondo Va¡ios, VS : Mar¡uscritos Ori-
ginales, Sala Medina. MSFR = Cabildo de San Felipe El Real. RA = Real
Audiencia.

Agradecemos a Santiago Lor€nzo Sch., habernos lacilitado para consulta
una copia dcl Info¡me de los Corregidores de Chile de 1755, que obtuvo en
la Biblioteca del P¡lacio Real de \fad¡id; tambié¡ su constante estímulo e ina-
gotable paciencia.
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en nuestro Archivo Nacional hemos detectado mayores anteceden-

tes sobre él en la provincia de Santiago, para el período 1700-f750-

60, que sobre el resto del haber tertitorial del Reino; en cambio, de
la etapa que media entre los años 1760-70-1810, es de la provincia
de Concepción de la que, relativamente hablando, proviene el grue-
so de la información. Respecto a los te¡rito¡ios de Chiloé y Provin-
cia de Cuyo, jurisüccionalmente suietos a nuestra Capdtanía Gene-

¡al hasta 7768 y 1776, respectivamente, la ausencia de indicios es

igualmente decepcionante. Similar situación se palpa en relación con

la evolución de la judicatura du¡ante los siglos que precedieron al

que se cuestiona. Y debido a que seria sumamente problemático

allegar el apoyo documental imprescindible para elucidar ese pun-
to, hemos intencionalmente soslayado tratar de sus orígenes, prime-
ros pasos y mecanismos mediante los cuales el uso y la costumbr;,
antes que el de¡echo positivo, contribuyeron a pe¡petuar en nuestro

srrelo, para centrarnos en el setecientos, período en el cual la insti-
tución llega a un punto máximo de inflexión.

Puesta ya de relieve la insuficiencia de las fuentes, convend¡ía

subrayar para una meior comprensión del pasado de la institución
y de los alcances que tuvo -aunque hayamos tenido que prescindir

de la cuestión de que reconoce un patrón peninsular pero adEriere
Iisonomía propia al funcionar en condicionamientos distintos y Por
sobre y un tanto al margen de las normas establecidas por Ia metró-

poli, distando por lo tanto de poder asimilarla completamente a

sus homólogas hispana e indianas-, que logra sobreüvir aI régimen
que la engendró y proyectarse en los nuevos esfluemas de Ia Repú-

blica coniuntamente que instituciones de mayor talla y significación.

En la primera parte del trabaio se of¡ece un resumen del estado

de nuestros conocimientos sobre la materia desde los inicios del si-

glo hasta la víspera de receptarse en nuestro país el sistema de in-
tendencias. E1 examen histórico-iurídico de la institución, determi
nando su tránsito desde el estatuto de corregidores al de subdelega-

dos, cuestión que por lo general se ha esquivado en los estudios de

nuestras instituciones coloniales, tiene lugar en la segunda parte. Un
tercer y cua¡to apartados dan cuenta de los problemas relacionados

con la designación de jueces y la jurisdicción que en la variedad
c¡iminal ellos detentaron; asuntos a los cuales se otorga un trata-
miento independiente en razón de que habría sido un despropósito,

dada su extensión, incluirlos dentro del análisis trazado con ante-

rioridad y porque semejantes recnrridos son a nuestro modo de ver
principales vías para visualiza¡ el aspecto social en que la iudi
catura se desenvolvía.
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Investigaciones históricas en curso, proyectos de futu¡os traba-
jos y nuevas líneas de indagación ha¡án sin duila más exacto y verl-
dico eI oonocimiento insütucional del Chile decimoctavo, sobre el
cual nuestro intento no ha ido mfu allá que de una simple aproxima-
ción.

II. Srru¡cróN ¡N¡e&on e 1786

Aunque no consta fehacientemente en qué fecha y regiones del
Reino aparecieron por p¡imera vez los iueces de campo -presumi-
blemente a la par que los primeros corregimientos-, a fines de la
Colonia el oficio contaba ya con una larga hayectoria, en el curso
de la cual fue otorgándose a sus detentadores variadas denomina-
ciones; teniznte dz iusticia, lugañeüente de coregiilor, iuez nbal-
terno, iuez paúídario, iuez celailor, tenipnte d.e campaña, iuez dípu-
tadn, etc. De todas formas, en el dieciocho, el uso del térmlno "juez
de campo" todavía no se encontraba suficientemente arraigado en
el léxico común como para imponerse sobre todos los demás. Los
corregidores destacaban a estos funcionarios en las distintas comar-
cas de la circunscripción puesta bajo su mandato con el fin de ayu-
darse en alguna de las ta¡eas y misiones que les incurnbían según
los distintos títulos que ostentaban: corregidor, iusticia mayor, "ca-
pitán a guerra" y, las más de las veces, alcalde mayor de minas. Con
todo, es un hecho conocido que en el horizonte político ind¡ano es-

tos tenientes fueron tempranamente establecidos -en cantidad mm-
petente y a modo de brazos auxilia¡es de la justicia-, para coope-
rar con los principales en preservar el ordenamiento social de lo.s

distritos distanciados de las aillas cabezal,eras de iurisdicción, hasta
donde no alcanzaba a i¡radiar la acción de la iusticia letrada: 'Al
corregidor Ie es facultativo criar sus tenientes en el número que le
parece halla por conveniente, según las distanoias de la iurisdicción,
rE)artidos por toda ella, porque no carezca de justicia la campaña,
por la distancia crecida en ocurrir al principal..."1.

Dive¡sos fue¡on en nuesho país los factores que desde un pri-
mer momento contribuyeron a crear un clima propicio a la exlsten-
cia de esta suerte de policía rural que corría los campos en preven.
ción de delitos, así como a perpetuar el oficio: a) la desproporcio-
nada superficie que abarcaban los corregimientos, lo cual motivó

r l¡forme del mr¡egido. de Chillán, diciembre 7755, en lnformes de los
cotregidotes d.e Chil¿. Bíblioteca Palacio Real, \'ladrid. Manuscritos de Amé-
rica, 2424, En adelante: BPR.
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en muchos casos el desdoblamiento; b) Ias difíciles y escasas comu-
nicaciones de las regiones en raz6n de la constitución misma del
tenitorio -desarrollo longitudinal comprimido por dos sistemas oro-
gráficos paralelos, río que discundendo transversalmente aislaban en

períodos de crecidas unas zonas de otras, fragosa topografía de al-

gunas comarcas, dilatada "t¡avesía" en otras, etc,-; c) las carac-

terísticas ec,onómico-dernogrríficas que mostraba una población que

vivía en completa dispersión sin presentar efectiyas agrupaciones

aldeanas, dando al Reino esa fisonomía eminentemente rural que le
caracterizaba; d) la excéntrica localización geográfica que preserr

taban algunas cirrdades y villas con respecto al ámbito iurisdiccional
en que €staban enclavadas; e) los problernas soclales que suscitaba

por una parte el semipermanente vagar por el tenito¡io de elemen-

tos inestables que ponían en peligro, vidas, bienes y seguridad colec-

tivos y, por otra, el temporario asentamiento de foráneos que eran

atraídos por el cateo o beneficio minero o por las labores agope-
cuarias estacionales.

Para complicar aún más este panorama, la distinta especialidad
que rwestían las at¡ibuciones que la Corona entregaba a los cor¡e-

gidores y la combinación de las funciones judiciales con las respon-

sabilidades administrativas y políticas, hacían por su permanente

incidencia difícil, cuando no imposible, que los agentes teales reco-

rrieran íntegramente los parajes que abrazaban sus circunscripcio-
nes, mantuvieran en ellos el imperio de la ley, cumpliendo los ob-
jetivos del Estado y proveyendo adecuada y pultualmente las ne-

cesidades de sus poblaciones. Ya en el primer medio siglo un corre-
gidor del centro-sur del país abogaba para que el gobierno subdi-
vidiese la provincia que servía, a causa de que su desmesurada su-

perficie le impedía hacerse presente con oportunidad en los luga-
res en que se le requería, 'para re.rnediar con su justicia aquellos

daños que en desagravio de partes y vindicta pública por el castigo

penden de la pronta personal asistencia y prudencia del conegidor,
a que no da lugar la mucha distancia; porque mientras se avisa a

la iusticia y ásta ocurre por puntual que sea se pierde mucho tiem-

po, y de este seguro se valen los malhecho¡es para sus efugios, v se

hace inútil el proceso; y sucediendo esto así en los casos de muertes,

salteamientos, robos y otros de la ofensa de Dios y del tercero, se

padece también por el común en las demás causas civiles y eiecu-

tivas que ordinariamente se of¡ecen a los vecinos; porque siendo

muchas las leguas que preclsamente deben camina¡ para que las

juzgue el corregidor y que las mismas debe andar el esc¡ibano o un

comisionario y aun el m.ismo corregidor erl el Progreso de las causas,
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segrrn que lo pide el estado o naturaleza de ellas o el pedimento de
las partes, se hace intolerable el msto que les causa"l.

Generalmente, las "visitas de Ia tierra" que los funcionarios rea-
les estaban obligados a girar eran ocasionales, tanto por las circuns-
tancias aludidas como por el hecho de estar obligados a ¡esídir mas
o rnenos permanentemente en Ia villa cabecera del corregimiento,
asistiendo la órbita local v municipal. Problemas diversos solían sus-
citarse en las villas cuando el corregidor s€ ausentaba con motivo
de las visitas, como 1o ilustra concretamente el caso de la ciudad de
Mendoza en aquellos períodos en que careciendo de cabildo v dis-
poniendo únicamente de dos alcaldes ordinarios anuales 3, e¡an nc
pocas las arbitrariedades que se cornetían: "el rico oprimía al pobre
y éste al miserable y si estos clamores no llegaban a los tribunales
de Chile, era porque los atajaba la gran compuerta de la cordillera,
cerrada la mayor parte del año. En aquella ciudad v sus inmediatas
€ran atropelladas y desobedecidas las iusticias, de que resultaba la
monstruosidad de que vivieran más atemorizados los alc¿ldes de los

delincuentes que éstos de aquéllos" a.

Igualmente problemático era para algunos corregidores f¡oner
valla a la actuación de individuos que movidos pm sus personales
intereses se transformaban en jueces informales, avasallando a una
población sin recurso y desproüsta de inmediata protecrción legal,
como acontecía en Ia región sureña, donde parece ser que
hasta los cabos del ejército de La Frrntera se sentían árbit¡os
de la situación para imponer su voluntad a los colonos: "cada uno
de ellos pretende ser corregidor y no sé con qué facultad ejercen
jurisdicción civil y criminal, y aun cartularia, pues otorgan testa-
mentos, escrituras y otros instrumentos, que los más quedan viciados
por falta de inteligencia, además de la falta de iurisdiccióu y por se.r

expresamente prohibido por una cédula" 5. Por su parte, los alcaldes

2 Informe del corregídor <le Maule a Manso de Velasco, I diciembre
1742. CC. 1020, pieza 6.

3 En üna representación del Cabildo de Mendoza al Presidente ds Chile,
fechada el 7 de mayo de 1748 se lee: ". . . el peso que pad,ecemos en la admi-
nistración d,. Justici¡ f-es-] insoportable, rslrcto al limitado e:{pediente de
dos alc¡ldes ordinarios. por el mucho mncurso de negoc¡os y causas que p'o-
duce el nume¡oso cuerpo de vecinos. come¡cio y beneficio común de la repú-
hlica. p€ndiendo únicamente de nuist¡a atencíón, celo y cuidado hasta ias
a€quiaq, puenles. eguas y tomas hasta la princi¡ral del rio; m cuyo ejercicio
después de molestoso se disipan y consumen las cortas conveniencias de los
jueces..." Reproducido en "Revista de Historia Americana y Arg€ntina". Año
rv. Ne 7 y 8. l\fendoza, 1962-1963, págs. 238-239.

¿ Informe del fscal José Perlecto d€ Salas, 24 enero l7 48. Cit., 9or
DoNoso, Ricar'do: Un letrado del siglo xvttt, el doctor losé PerÍecto de Salas.
I, Buenos Aires, f963, pág. 60.

s Informe del corregidor de Rere, 30 octubre 1755. En Inlormes de los
cotregidor* de Chile, BPR, 2424.
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ordinarios de los cabildos, a pesar de estar relevados de ejercer tun-
ciones políticas -dispensaban iusticia restringidos al perímetro de

las cincp leguas-, no podían ni mucho menos cargar con todo eI

peso de hacer cumplir la Iey y resolver la totalidad de lm negocios

que se presentaban en sus circuitos. Pero, para corregidores y alcal-

des las cosas estaban claras: era del todo impracticable llena¡ cabal-
mente las innunerables obligaciones que demandaba la adminis-

tración y control de unas áreas más o menos dilatadas y de las ca-

racte¡ísticas sucintamente descritas, si no podían disponer de te-

nientes que los auxiliasen.

No podría afirmarse -la Iegislación proporciona sólo indicacio-

nes fragrnentarias- que la Corona haya aceptado sin ambages en

sus dominios la existencia de subalternos de la lusticia; vale decir,

de estas ierarquias intermedia¡ias entre gobemantes locales y gober-

nados. Oscilando entre prohibir (36,2,5 y 38,2,5 Recop. ), y permi-
ür que se les instruyese, su política fue reticente y ambigua en lo
que a ellos concerní4 sobre todo motivada por la experiencia re-

sultante de los corregimientos y tenientazgos del virreinato del Perú.

Estaba visto que los detentadores de estos oficios se mostraban pro-

clives a ilícitas actiüdades comerciales y mercantiles y a otros excesos.

Mas, temiendo la prolifer,ación innecesaria de auxiliares, las vejaciones

que pudiesen in{ligir a las poblaciones colocadas bajo su supervigi-

lancia y recelando de que los corregidores descuida¡an la obligación

que tenían de residi¡ y asistÍ en las villas cabezaleras de iurisüc-
ci6n (34,2,5; 44,2,3 y 88,16,2 Recop.), salvo durante las tempora-

les visitas de la tierra que efectuaban, se dispuso corno norma general

que los principales no los pudiesen nombrar por propia autoridad,

a menos que diesen cuenta motivada y de que precediese autor¿a-

ción superior en forma (42,5,5 Recop. ). Empero, se observa que

las urgencias regionales y locales acabaron ,por imponerse, siendo

rebasado el ordenamiento legal. En nuestro Reino, la práctica pa-

rece ñaber sido que los corregidores observaban escasa formalidad

respecto a la nominación de tenientes y fsra vez ocurrían al gobier-

no impetrando las licencias del nomb¡amiento. ?ara el período ante-

rior al advenirniento del régimen de intendencias, sólo por excep-

ción en los fondos del A¡chivo Nacional se encuentran solicitudes

destinadas a obtener la conlirmación del cargo de auxiliar del cor¡e-

gidor 6, a pesar de que en el t¡anscurso de la cenfuria -deconoce'

6 Encontramos solicitudes únicanrente relacionadas con tenie¡tazgos de
nrinas. A fines de 1739, Manso de Velasco ¡efrenda un titulo de teni€ntc
de n¡inas en favor d: \,tiguel de Varg:rs, para servir los pagos de Ti'til y
Lampa. doclrina d" Colina. RA, 2627, pieza 14. Y cn I7;0, Domjngo ,l-
l'¿erz¡rtundú¿ piclc lLr confirrnación del tenientrzgo de nlinas de Peto¡. r'
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mos la fecha- se notificó a los iefes regionales que los nombra-
mientos de juez de campo y de teniente de alcalde mayor de minas
requerían de aprobación superior, comenzando gobemadores y Au-
diencia a mostrarse más exigentes sobre que se les diese cuenta de su
provisión.

Por lo que respecta al cargo de teniente de alcalde mayor de
mina-s que en ciertos corregimientos con asientos mineros -Quillota,
por eiemplo-, coexistió con el de iuez de campo, los textos que he-
mos recogido no nos aclaran el alcance que en orden a potestad os-

tentaban. Conieturamos que se trata de un oficio asimilable al de
juez de campo. A nuestro modo de ver una de las diferencias raü-
caría en que el a¡ea de jurisdicción seia mucho más restringida
que la de éstg tal como en el caso de la del alcalde mayor de minas
respecto de la del corregidor 7.

P¡omediando el siglo, una Real cédula volvió a reite¡a¡ la obl!
gatoriedad de que corregidores y alcaldes ordinarios residiesen en
las villas cabeceras de partido e insistió en la prohibición que regía
sobre insütuir tenientes en los lugares donde radicaban alcaldes o¡-
dinarios, ordenando ceñirse estdctamente a las leyes de la Reaopila-
ción antecitadas 8. No faltaron los corregidores que suplicaron esta

cédula, representando que de tener que prescindir de los efectivos

con que contaban sobrevend¡ían demasiados inconvenientes. Entre
las súplicas se registra la del corregidor de la provincia de Cuyo,
quien proveía t¡es tenientes que a criterio suyo eran absolutamente
imprescíndibles para mantener suietas las tres principales ciudades
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CG. 813, pieza 51. Casualmente topamos con un texto sobre un juez de campo
qu6 ejercía sin haber obtenido la con{irmación, en un juicio criminal que pro-
mueve el cacique del valle de La Canela (coregimiento de Coquimbo) en
1756, por abuso de autoridad y contumelias. En la sustanciación del proceso
queda en evidencia que el t.n¡ente no eslaba confirmado por Ia Audiencia.
Al negarse a comtrxrrecer, el Acue¡do de Jusücia despacha maDdamiento d€
prisión cont¡a é1. RA.2314, pieza 4.

7 Puedo consulta¡se: Dec¡eto de O¡tiz de Rozas, 26 septiembre 1753.
RA. 2220, pieza 1; El teniente de minas de Talca, Juan de Hodar, al gober-
nador Amai, 6 febre¡o 1760. CG, 803, pi€za 53; El corregidor de Melipilla
y Ventura Mena sobre el tenientazgo de minas de Poangue, 1762. CG. 265,
pieza 4; nepres€ntación de los mineros del asiento de Baldiüa (jurisdicción
de Rancagua), al Pte, de chile, sobre la ineptituil del te¡iente del alcalde de
minas, 18 s€ptiemb¡e 1764. RA. 2759, pieza, 2; Recuso presentado por los
mir¡e¡os de Tiltil y Lampa contra el teniente de minas por extorsiones y atro-
pellos, 1765. RA. 1681, pieza 3; Autos sobre excrsos oometidos por el tenjentp
del min:ral de Baldlvia, 1768. nA. 3156. pieza l8: Nombramiento de tenimte en
el mineral de Amolancs ( Mincha), po¡ el alcalde de mjnas. 1767. CG. 813,
pieza 50; Sobre destituir al tedente del asiento de Psto¡ca (partido de Qui-
Ilota), 1778. RA. 2223, pieze I, y El tenie¡te del alcalde de min¿s de los
asientos de Lepe, Curacavi, Poangue y Carén conha el co¡regidor de Meli-
pilla por los derechos qrr¿ le corresponden de mercedes y mensuras de minas
que practi( a. 1781. CG. 240, pi€z¡ 5,

8 R. C. Vú,Laqcros^, 7 septiernb¡e 1758. RA. 2134 y CS. vol, 1,
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de la regrón y presidir sus cabildos, por ser insuficientes los t¡es gl-

caldes ordinarios de que ellos constaban. Con ocasión de ésta y pos-

teriores representaciones, Ia Audiencia dispuso por Auto del 26 de

abril de 1760, que en las villas carentes de alcaldes ordinarios, los

corregidores bien podrían señalar auxiliares por el tiempo que de-

morasen tramitando las visitas, con el fin de que ayudasen a caute-

lar las tra¡xacciones y evitar los fraudes contra el Estado'g. Sin em-

bargo, persistiendo la duda de haber interpretado conectamente la

intención del legrslador, el gobernador Amat consultó a la Corte y
ésta insistió en que para todas las situaciones en que fuera preciso

nombrar tenientes tend¡ía que preceder licencia gubernamental 10.

A los tenientazgos de campo -y de minas- no se ¡rostulaba. Era

el mrregidor quien elegía y en la práctica designaba sus ayudantes:

"los dichos tenientes los nombro yo por la facultad que para este caso

me tiene c'onceüda el Superior Gobierno; cuyos cargos los juran y
acoptan ant€ rní. , . 11. Para asegurarse de que fueran los convenien-

tes, los corregrdores inqufuían entre las personas resPonsables de las

respectivas áreas -parrocos, hacendados, mmerciantes, dqlendientes

de reales rentas, etc.-, sobre los suietos a propósito. A base de estas

infor¡naciones y recomendaciones escogían a quienes consideraban lo

suficientemente capacitados -familiarüados con el medio, enérgicos'

probos, imparciales y sobre todo coraiudos- como para depositar

en ellos la mnfianza en que se desernpeñarían fielmente sin tener

que apremiarlos ni amonestarlos, I-os lugartenientes, además de ser

residentes de las localidades que entraban a servü y poseedores de

medios propios de subsistencia, no ¡rodían ausentarse del servicio

sin la debida licencia del corregidor, ni tampoco gravar Ia judicatura

ni el público. Estaba vedado a las personas que eran deudos del

corregidor detenta¡ tenientazgos 12. Sin embargo, todo parece indi-

carnos que no siempre concurlían en los electos tales requisitos, ni

se curnplía con todas las condiciones impuestas al ejercicio. Una

vez efectuada a selección, el corregidor notificaba al agraciado con

tal ejercicio de auto¡idad Para que "voluntarianente" acePtase, no

pudiendo éste negar su concurso, a menos que iustificase tener un

o CS. vol. 20.
ro Ca¡ta de Amat, 28 abril 1760, mencioüada en la R.C. de El Pa¡do,

4 rÍ\a¡fzo. 1764. RA. 3f25. El terto de dicha cédula en CC. 763, pieza 19.
f r info,rme del corregidor de Rere,30 octr¡bre 1755.BPR 2424.
12 Topamos única¡nente con un ejemplo de provisión de tenientazgo en

pariente d¿l mandante. Los ediles de La Sérena denuncian cómo el cornegidor
iel pa¡tido "se esfuerza porque se extinga este Cabildo, para cumplir su-volun-
ta¡ioio deseo de nomb¡ai de teniente o justicia, po¡ su ausenciit, a un f¡mili¡r
suro- sin embarso de habérsele reprendido por la Audiencia en 1766. "rr qrr-
l,r'efcctuó..." ¡l C,rbildo dc Serena at Pte. Balmattda, 17 "rrcro Iii0. CC.
7I l, pieza 3.
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impedimento grave. Los tenientes no estaban obligados a depositar
fianza. El iuranento de rigor Io prestaban en la sede del corrregi-
miento ante el propio r¡randante. El tiempo de permanencia en el

oficio era de dos años, pudiendo prorrogárseles si su comportamiento
se conceptuaba csrrecto y las urgencias locales lo aconseiaban. El
nomb¡amiento era en cualquier momento revocable, como que la
conducta e idoneidad de los subalternos era materia del juicio de
residencia que se incoaba al corregidor al expirar en su mandato
(2A, 15,5 Rec'op. ), debiendo responder mancomunada y solidaria-
mente por sus tenientes. Por el contenido de los escasos títulos del
período que se csnservan, se puede deducir que las comisiones fia-
das a los tenientes no importaban invesülos con iurisdicción ordi-
naria ni con la universalidad de las causas. Detentaban la jurisdicción
que el derecho define como delegada, tanto en lo civil como en lo
criminal, para los solos efectos de poner en ejecución los manda-
mientos e instrucciones que les impartía el superior. En sus res-
ponsabilidades estaban suietos a las ampliaciones, restricciones o
modificaciones que estirnase el principal, de acuerdo con los parti-
cula¡ismos del medio, las necesidades locales y la índole de los ne-
gocios 13. Estos justicias no letrados podían portar var¿ alta de fus-
ticia, debiendo la población respetar su investidu¡a y de ocurrir
ante su curia acatar las sentencias que pronunciasen en virtud de

iuicio oral sobre pleitos civiles en materia leve o cuantía inferior a

los veinte pesos, qxe fue¡on los propios de su ¡eso¡te. Debido a que

los corregidores al extender las comisiones se basaban en las nece-

sidades de la respectiva fuea, rro tenia lugar por lo tanto una üs-
tribución pareja de auxilia¡es en la vastedad de una iurisdicción.
Sin embargo, procuraban, pm lo general, que los circuitos, cuyos
términos aposta señalaban, guardasen proporción con las distancias

del parüdo, a fin de que resultasen relativamente fáciles de patrullar
y mantener vigilados. Más conocidas cnn el nombre de "d.i.putacio.

nes", estas áreas estdctamente definidas, tendieron en la mayoría de

los casos a ser más o menos coincidentes con los té¡minos de los

curatos y de las doctri¡as de la organización eclesiástica. Razones

tanto geográficas como de crecimiento de la población hicieron

13 A mediados del siglo, el corregidur de \laule proveia seis jue€s de
campo, uno en cada doctúna, nombrados éstos en vir: d de la facultad que
en él ¡eside, a los que se les da mmisión delegada para que pueilan acfuar
civil y criminalmenle hasta poner las causas en estado de sentencia, dreglán-
do,e en todo ¡ los términu. del derecho, con obligación de remitir lo\ proceso{
a manos de dicho corregidor para su determinación". lnforme del corregidor
Antonio Saravia,22 octubre 1755, en "Informes de los cor¡egido¡es de Chile".
BPn.2424.
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inevitable su subdivisión en otros tantos espacios, Pero en muchas

ocasiones aconteció que los corregidores aumentaron la dotación de

iueces de un sector en vez de escindirlo; situación que es manifiesta

en el Norte Chico, la pre Frontera y La Frontera. También algunos

corregrdores solieron inco¡porar al ámbito de una diputación los

terrenos aledaños de la villa cabecera, porque sencillamente ni ellos

ni los alcaldes o¡ünarios bastaban para solventar los asuntos co-

marcales y municípales.

Desafortunadamente para este período que anteceden al esta-

blecirniento del fuero de intendentes y subdelegados, no se cuenta

con los elementos de iuicio que pemiitan ofrecet una presentación

más ¡rormenorizada de los aspectos legales y prácticos de la insti-

tución. No obst¿rnte, aunque sea sinóPticarnente, ha¡emos referencia

a las comisÍones que los agentes reales encomendaban a sus subal'

ternos. Consistían éstas fundamentalmente en adoptar las meüdas
conducentes a asegurar entre los lugareños la pacífica convivencia

social, moderando los frecuentes litigios que promovían y tratando

de disipar sus odiosidades y discordias; velar por que se aplicasen a

tareas de beneficio común; eiercer severa vigilancia sobre Ia mora-

lidad púbüca, cautelando todo exceso (ebriedad, vagancia, prosti-

tución, blasfemias, uniones ilícitas, hechicerías, iuegos Prohibidos,
iniurias, etc.); cuidar que los caminos que discunían a través de la
jurisdicción estuviesen en buenas condiciones y sobre todo despeia-

dos de elementos que pudiesen atentar o agraviar a los campesinos

v a los viajeros; oí¡ demandas verbales sobre asuntos de corta

cuantía, aviniendo a las partes y haciondo que cumpliesen los com-

promisos mntraídos; persegpir a los prófugos de la iusticia, a los

ociosos, ladrones, salteadores, incendiarios, homicidas y rufianes, en

fin, a toda gama de delincuentes comunes y potenciales, debiendo

aprehenderlos, formarles las sumarias y conducirlos ante el corregi-

dor para que éste siguiese sus causas conforme al derecho; inmar
información de ca¡ácter extraiudicial, bien de oficio o a instancia de

parte, para esclarecer la infracción perpetrada; custodiar las prisio-

nes y supervigilar la construcción de obras públicas; contener los

desmanes del gentío que acudía a los partidos con ocasión de las

festiüdades tradicionales, religiosas y profanas, oportunidades en que

los iuegos de azar, las carreras de caballo a la chilena, el aloja-

miento de los concu¡rentes er las ramadas degeneraban en franca-

chelas y en escándalos oontra la moral v sobre todo en pleitos y pen-

dencias a cudrillo con consecuencias fatales. Por ütimo, cabe men-

cionar un desempeño con el que se asocia estrechamente a los

mentados tenientes: el de oficiar de minist¡os de la fe pública el
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Al bacerse extensivo al Reino en 1786 el régimen de las intenden-
cias y entrar en vigor la Real Ordenanza de Intendentes del Río de
Ia Plata de 1782 y Real O¡den de Reforma de 1783, quedaron auto-
máticamente extinguidos los corregimientos y abolidos los cargos
de los corregidores. No obstante, las máximas autoridades de Chile
se decidieron por mantener el oficio de iuez de campaña, fundando
esta solución en diversos predicameDtos. La superwivancia de la
institución -no sólo no contemplada en la referída Ordenanza sino
prohibida por el artículo 8- encuentra su aplicación en los suce-
sivos aiustes que debieron practicarse para acoplar y acomodar el
nuevo sistema a la ccnstitución del país y a las instituciones vigen-
tes; aiustes que por lo demás venían impuestos por las urgencias
del nuevo estado. Ya a pocos meses de oficializado el establecimiento
de intendencias, la Junta Superior de Real Hacienda -organ¡smo
que con facultades ampliadas subrogó a la Junta de Hacienda, tam-
bién extinguida por virtud del nuevo fuero-, se avocó a resolver
diez proposiciones contenidas en un Auto-Consulta que el P¡esi-
dente y Superintendente Subdelegado de Real Hacienda, Amb¡osio
de Benavides, sometió a su consideración 1a. Por punto general di-
cha Consulta perseguía perfeccionar la división politico-administra-
tiva, dar salida legal a las incompatibilidades funcionarias que ha-
bían surgido y suspender la ejecución de algunas disposiciones del
nuevo estatuto por inmnvenientes 15. De las materias tratadas en
esa oportunidad, sólo tres tienen atingencia con el tema que nos
preocuPa:

la Auto-Consulta de la Presidencia a la Junt¿ Sup€¡ior, I juni6 1786. CG.
708, pieza 8.

15 Ver nnestro artículo: El tégimen de lnten¿lencias en el Aeino <le Chib.
Fase tle implantación (1786-179/ ). Revist¡ ChileDa de Ilistoria del Derecho
Ne 7. Santiago, 1978, págs,9I-2.
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el medio rural, a pesar de la prohibición vigente al respecto; hecho
que se debía a la inf¡adotación de escribanos públicos. Tal gestión
se traducía en protocolizar testamentos, codicilos, poderes generales
y particulares, dotes, escrituras, etc. El cúmulo de documentación
que nuestros jueces extendieron y autorizaron se custodia hoy en
día en el A¡chivo Nacional, baio el rótulo de Protocolos de Escri-
turas Públicas, frreces de Campo; fondo que acredita la activa par-
ticipación que cupo en tales meneste¡es a los detentadores del
oficio.
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a) Considerando la Presidencia las peculiarísimas condiciones

que ofrecía la organización política del país y el hecho de que loe

conegidores no habían gozado de Ia franquicia de practicar "repar-

timie;tos', habiéndose mantenido únicamente con los derechos de

justicia y costas procesales, proponía que Ia iurisdicción con !luL'

debía investirse a los subdelegados que vendrían a reemplazarlos,

debía ser extensiva a las cuatro causas o negocios de comPetencia

del estado (justicia, policía, hacienda y guerra). debiendo en con'

secuencia desestimarse por iladaptables al caso chileno las dos

categorías de funciona¡ios configurados en el código de intenden-

cias: el subdelegado de dos causas (art. 9), y el de cuatro causas

(art.73)ls. En efecto, el primero de estos artículos disponía que

solamente en los pueblos de meros i'ndios, que no fuesen q¿l¿seras

de partiilo y donde anteriormente hubo corregidoreg potlría el

respectivo gobernador-intendente nombrar subdelegados con iuris-
diciión en las cuat.o causas y precisamente españoles, para que ad-

ministrasen iusticia y mantuvieran el orden y la civilidad. El a¡tículo

73, por su pate, estatuía subdelegados oon potestad limitada- a dos

cauüs (hacienda y guerra), bien fuese en Ias cabece¡as de los go-

biernos político-militares que se deiaban subsistiendo (Valparaíso,

Juan Fernández y Valdivia, en nuestro caso) y en las demás ciu-

clades y a ks subaltenws de ¡umeroso oecindnrio, y más expresa-

me¡rte áonde existiesen tesorerías de Real Hacienda, aunque fuesen

menores o sufragáneas. Competía a estos subdelegados lo conten-

cioso de ambas causas, contrayéndose sus {acultades a las que for-

masen o les pasasen en estado de sumaria los funciona¡ios de Reales

rentas, para los efectos de ¡ronerlas en estado de sentencia y así

remitirlas al intendente trnovincial, quien de consuno con su asesor

letrado pronuncia¡ía el fallo conforme a de¡echo.

El voto consultivo de Benavídes puntualizaba que en el Reino

va no quedaban pueblos t)e tneros indios como para destacar en ellos

subdelegados de cuatro causas, ya que los indígenas vivían libre-

mente en pequeñas agruPaciones o mezclados con los españoles y

castas o encomendados, siendo impracticable cobrarles los tdbutos'

Y adve¡tía que t¿rmpoco había ciudades y oilhs swbalternas de nu'

meroso aecínilario v con las demás caracte¡isticas prescritas por Ia

ley como,para atljudicar a los subdelegados de dos causas, v las que

hubieran podido conceptua¡se adecuadas al propósito ni ¡emota-

mente contenían tanta población. De forma que Para obviar uno y

otro inconveniente e imbricar el nuevo sistema en el antiguo ela

16 Punto 4 del cit., Auto-Consulta.
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ostensible que debía otorgarse a los subdelegados la competencia
en la universalidad de las causas. Así también 1o entendieron los

miemb¡os de la Junta cuando analizaron, discutieron y finalmente
manifestaron su conformidad sobre el punto 17.

b) Otra de las situaciones examinadas consistía en desmembrar
de los antiguos corregimientos de Coquimbo, Quillota, Rancagua,

Colchagua y Maule sendas comarcas que por superficie, ruraliza-
ción de su población y áspera topogafía era incómodo gobernar
desde las cabezaleras respectivas. Sobre su base, la Superintenden-
cia sugería la erección de tres subdelegaciones o partidos (Illapel,
Alhué y Curicó), dando capitalidad a las villas de San Rafael de

Rozas o Cuzcuz, San Jerónimo de La Sierra y Curicó, respectiva-
mente 18. Asistía al eiecutivo el mnvencimiento de que una medida
de tal natu¡aleza beneficiaría el régimen interior, haciendo que
éste guardara mayor armonía con las distancias del país y
que en rtnbitos más restringidos la administ¡ación de justicia se

haría más expedita, resultando favorecidos los dist¡itos a trasmano

de las capitales de intendencia. No obstante, la Junta Superior se

inclinó por que se concretase el proyecto una vez que los i¡tenden-
tes v subdelegados concluyesen las visitas que según el artículo 2l
de la O¡denanza de 1782 estaban obligados a practicar en sus cir-
cunscripciones e hiciesen llegar oportunamente a la Superintenden-
cia los antecedentes de la configuración local que les serían reque-

ridos (límites, padrones de población, mensura de tierras, maPas,

planos, etc.), que los artículos 53 y 54 de dicha O¡de'¡¡anza enca-

recían levantar 1e. Tal documentación se adiuntaría a los expedien-

tes que se abrirían sobre la materia y de promoverse posteriormente

otras subdelegaciones servi¡la para iustificar su urgencia y aquilatar
sus posibles logros.

c) El último planteamiento que interesa destacar para los fines

que nos hemos propuesto se relaciona directamente con la causa

de justlcia y los tenientes de campaña. Hasta el momento, en nues-

tro medio, la €structu¡a de la iusticia y las funciones iudiciales ha-

bían constituido para las autoridades una fuente permanente de in.

r7 Punto 4 del Auto-Decreto de la Junta Su¡rrior de Real Hacienda, 14
iunio 1786. CG.708. pieza 8.' l\ Prrnto 5 de Ia Consulta citada, A la postre se concr€tan: lllapel eo
1786 y C'rricó en I?93; ppro a consecuencia de la apertura de nuevos ex¡'
dientei sobre suMivisión ierritorial surgen los de Huaico, Petorca, Los Andes,
Isla de lvfaule e Isla de La Laja.

'e punto 5 del citado Auto de la Junta Sr¡pe¡io¡.
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quietudes, La infradotación iudicial que se venía palpando desde

hacía años se agravaba en la misma medida que la población au-

mentaba. Y con el establecimiento de las intendencias venían a

sumarse nuevos elementos de perturbación, 'porque aI qüedar abolido

el cargo de corregidor -el iuez que por detentar la iurisdicoión ordi-

naria,-inmediatamente ParticiPada y conferida por el Rey, impartía

jusücia civil y criminal en primera instancia y en segunda en-algu-

oo, 
""ro, 

que en primera fallaban los alcaldes ordinarios de los

cabildos y qrr" "t tus funciones como justicia mayor se auxiliaba con

los tenientes-, la iurisdicción ordilaria habia ¡ecaído en el inten-

dente proüncial y en su aseso¡ letrado; independientemente en el

caso de este último de la detentada por los alcaldes ordinarios'

La circunstancia de que éstos residie¡an en las principales ciudades

y villas del ter¡itorio y aquéllos en las capitales de las intendencias
j Santiago y Concepción ), los incapacitaba igualmente para dispen-

sar la lusticia € imPoner simultáneamente su autoridad sob¡e la

clesperdigada población de dema¡oaciones excesivamente amplias'

Y de mfu estaría decir que se hacía sumame¡.te problemático que

sobre la marcha se puüeran crear más partidos ( subdelegaciones )

que los del proyecto inicial ya citado, puesto que la Junta Superior'

como se ha visto, no s6lo había dife¡ido la e¡ección de t¡es nuevos

partidos hasta examina¡ todos los antecedentes, sino que además
-había 

insistido en que los subdelegados hiciesen primeramente las

visitas y de acuerdo a los ¡esultados que se obtuvieran se decidi¡ía

sobre la conveniencia de t¡azar más subdivisiones ter¡itoriales. Por

su parte, los subdelegados -detentadores de jurisücción delegada-

no habían quedado facultados para irxtituir tenientes que les coope-

rasen en cautelar un concertado régimen de convivencia social en

los üstritos lejanos de la cabece¡a de suMelegación. Y dado que

las máximas autoridades de Lima -el virrey De Croix y el superin-

tendente Escobedo-, cuando habían estudiado las posibilidades de

extender eI plan intendencial a Chile no habían advertido que fal-

tarían brazos auxiliares de la iusticia en los campos desde el instante

en que desaparecieran los conegidores y sus tenientes, y tampoco

se habían pronunciado sobre el modo de disimular a éstos el nom-

bramiento, siendo que ello era un recu¡so utilizado en aquel ürrei-

nato, no se vislumbraba ot¡a solución para el mayusculo problema

de enfrentar, enb€tanto, los recursos que las partes interpondrían,

aduciendo el vicio de nulidad en los actos y contratos que los te-

nientes de los ex cvrregidores estaban protocolizando y autorizando'

De ahí que el Presidente recomenda¡a mantener el oficio e inch¡so

arunentar la planta vigente en la meüda que las circunstancias lo
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amnsejasen, y ponderara que la existencia de tenientes estaría ¡ror
demás justificada si se sopesaba que tanto la implantación rle re-
formas que parecía prudente introducir de resultas de la Visita Ge-
neral del Reino que por entonces llegaba a su término, como las
innovaciones que a nivel regional y distrital recomendaba aplicar el
código del sistema inaugurado, precisaban de personal con alguna
erperiencia para impulsarlas. La Corte sería natu¡almente info¡-
mada de los motivos que habían asistido a la adopción de una me-
&da que hacía tabla rasa de la prohibición de nombrar estos iueces,
tratando de inclinarla favorablemente a su aceptac.ión s. En el
seno de la Junta se dio un clima de franca aceptación de estos prin-

iPios, 9ue bien podría considera¡se producto de la convergencia
de las fuerzas de la tradición y de la necesidad de continuar valién-
dose de ayudantes que corrieran el campo, manteniendo en las
áreas ¡urales un margen aceptable de conducta social y compelien¿lo
al campesinado a aplicarse a aetiüdades que efectivamente redun-
dasen en beneficio del bien comúner.

Tramitados los antedichos acuerdos, el Gobiemo se dirigió a
los subdelegados en o¡den ci¡cula¡ de 23 de agosto, anunciando la
vigencia de las normas que regirían sus cometidos y los de sus
colaborado¡es. A éstos se les mudó el nombre por el de 'jueces di-
putados celadores", en armonía con la índole policial de su misión.
No obstante, la práctica hizo que prevaleciese el tradicional apela-
tivo de teniente, altemando oon el resto de las denominaciones que
se le daban. La Superintendencia, simultáneamente, previno a los
agentes reales que de ser necesario crear más diputaciones y proveer
los cargos, debí¿ informá¡sele sob¡e los parajes a propósito, indi-
cando en detalle los límites asignables, la superficie, los poblados
que contendrían, los asientos mineros que abrazari,an, sus distancias
y entidad, los vecindarios y los demás ítem que motivasen erigir-
las :2,

Debido a que el tratamiento iurídico de la institución c'orres-
ponde hacerlo en otro lugar del UabalO sería inoficloso repetir aquí
la reglamentación de que la judicatura fue obieto en ese momento.
Bástenos con indicar que las disposiciones principales anunciadas a
los subdelegados se referían a nombramientq credenci.al, arraigo,
inamoülidad funcionaria, ayudantes celadores y subdivisión de cir-
cuitos.

20 Punto 6 de la Consulta.
2r Punto 6 del Auto.2 El P¡esidet¡te Benavides al subdelegado de Aconcagua, gg agosto 17g6

.VSFR. Tomo II, pÁs. 190.
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Al año de emitidas las prlncipales órdenes, otro decreto ci¡crrlar

se pronunciaba sobre el destino de los tenientes de alcaldes mayores

de minas, los cuales desempeñaban en los distritos mineros funcio-

nes similares o análogas a las de los iueces de campo. La norma

tuvo origen en una petición formulada Por el teniente del alcalde

de minas de la doctrina y asiento ¡ninero de Petorc4 Diego Letelier,

que recurrió al gobiemo para que lo auto¡izase en los casos de

ausencia o de incapacidad para designar suplente, y lo facultase

para conminar con multa al que resistiese el encargo a. Recién en-

tonces vino a plantearse a las supremas autoridades la duda sob¡e

si extinguir este oficio, cuyo nombramiento en propiedad era de

resorte gubernamental o deiarlo subsistiendo. Lamentablemente, no

ha llegado hasta nosotros el voto consultivo de los miembros de la

Junta Superior sobre e). particular, eI cual sin duda habria arroiado

mayores luces respecto a los cargos que simultáneamente que las

tenencias de corregidor tenían estos otros funcionarios. Ha quedado

únicamente constancia del dec¡eto mencionado que suscúbió Tomás

Alvarez de Acevedo, quien, a raíz del deceso de Ambrosio de Be-

navides, cumplía su segundo interinato en eI gobierno y aún retenía

el cargo de Superintendente de Minas del Reino. En éI se decla-

raba que mn motivo de la puesta en vigencia del fuero intendencial

recaía en los lntendentes provinciales la iurisdicción orüna¡ia en

mateda de mi¡rería. A éstos, el código encargaba particularmente

su fomento. Por consiguiente, tal jurisücción debía entenderse como

delegada en los subdelegados y a su vez delegada en los iueces
üputados, suprimiéndose ia iurisdicción independíente que hasta esa

fecha habían detentado los alcaldes mayores de minas y sus respec-

tivos subalternos. De suerte que en los distritos minerm, especial-

mente en aquellos que tuviesen vecinda¡ios apreciables y donde no

hubiese alcaldes orünarios, se podrían elegir iueces diputados, los

cuales se supeditarían a los subdelegados y se sujetarían a las mis-

mas disposiciones lggales que regían para los jueces de campo. Y

mientras se recibian en Santiago las ,propuestas para la provisión de

las plazas, los subdelegados, sin pretender sentar precedente, man-

tend¡ían en sus puestos a los ex tenientes de los alcaldes mayores

de minas y de reelegir personal les darían la preferencia ?4. En este

23 "Ex¡ediente sobre si con el establecimiento de Intendencias deben cesar

en el eiercicio de su jurisdicción los tenientei de alcaldes malores de tnin;'
Año 1787". CG.252, pieza 16,

zi Orden ci¡cula¡ de A.lvarez de Accvedo a los subdelegados del Reir¡o.
24 iulio 1787. MSFR. Tomo ll, páe. 24o. Los subdelegados de Coquirnbo.
lllapel, Aconcagua y Maule contestan que en sus jurisdicciones no hubo otro,
justicias qrre corregidores y jueces de campo. CC. 252, piezs 16.
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mismo dec¡eto se expresaba el alcance provisorio que tendrían todas
esas norrnas, debido a la próxima entrada en vigor de las "Nuevas
O¡denanzas de la Minería de la Nueva España" -hecho ac¿ecido en
diciembre de 1787-, las cuales moüficarian la autoridad y iuzgado
en materia de minas y cuyas implicancias desconocemos. No obs-
tante, conviene recordar que en 1788, fecha en que como veremos
más adelante se instruyó a los iueces diputados sobre sus facul-
tades y limitaciones, se los capacitó para ¡ecibir manifestaciones de
yetas y peticiones de estacaminas, siempre que se t¡atase de descu-

brimientos efectuados más allá del límite de las diez leguas de la
sede de los diputados del Cuerpo de la Minería que, según parece,
al menos por los casos de los diputados de Copiapó, Huasco, Co-
quimbo y Maule, antes que ent¡ase a funcionar el Tribunal de Mi-
nería, no fueron otros que los mismos subdelegados.

Según se ha visto páginas atrás, los corregidores, a pesar de
estarles prohibido destacar tenientes por propia autoridad, acostum-
braron seleccionar, nombrar y ocasionalmente recurrir a obtener Ia
licencia para institufulos. Tal anomalía fue ¡adicalmente eliminada
a tiempo de las intendencias, por cuanto el nombramiento en pro-
piedad fue reservado al intendente provincial respectivo, debiendo
se¡ informada la Audiencia. A los subdelegados se dejó únicamente
la potestad de seleccionar y elegir los "canüdatos" para tal eiercicio
de jurisdicción, :ometiendo a aquélla Ias propuestas ¿5. Se puso es-

pecial énfasis en que los nombramientos de díputados y de ayu-
dantes "celado¡es" no podrían recaer en sujetos que no hubiesen
sido aprobados por los subdelegados fr. Adernás, la elección de per-
sonal fue concretamente afectada por determinadas calidades: los
subdelegados al efectuar la selección tendrían que fiiarse en indi-
viduos que reunieran los requisitos genéricos exigidos por las leyes
a todos los postulantes a cargos públicos y descollaran precisamente
por sus prendas morales, fuesen vecinos en las localidades que en-
t¡aban a servi¡ v dispusieran de medios de vida para no pensionar
el público ni la judicatura; requisitos todos en que se insistió sob¡e-
manera 27. Al igual que en el pretérito, la preferencia la tenían
aquellos suietos respetables que anteriomente habían prestado fun-
ciones, demostrando habilidad y suficiencia, porque la experiencia

2t Auto de la Junta Süperior dcl 14 de junio 1786. CG. 708, pieza 8;
Orden circular de Benavides de 23 agosto del mismo año, y O¡d€n cjrcular
de Alva¡ez de Acevedo, de 24 julio 1787, en CC. 252, fi,eza 16 y MSFR.
Tonro lI, p/rg. 240.

:ro Ver nota 22, y Decreto de O'Higgins, Quillota, 6 abril 1789. FV. 843,
rieza 3l y R4.500, pieza 3.:i Auto de la Junta Sup€rior \ citddo y Orden ci¡cul¡r del 23 de agosto,
txml;(!n cit. V¿¡se nota ¡5.
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aconsejaba que más valla cotar cpn gente probada en esas lides
que promover individuos cuya acción pudiese acarrearles iuicios
criminales, sumarios y exoneración del cargo, lo cual perturbaba el

sewicio y daba pésima impresión de la justicia. Los subdelegados

se abstend¡ían de aumenta¡ indiscriminadamente las plazas de jue-

ces, pero si cabía la necesidad de fragm.entar diputaciones y nom-

brar iueces en distritos deficientemente servidos, presentarían a la
Intendencia provincial la información pertinente, fundamentando los

motivos del cambio de situación, para que ésta lo autorizase's. No
hemos encont¡ado constancia documental de uno u otro períodc
sobre que se exigrese de los 'postulantes" conocimientos en materia

iuríüc4 ni ve¡sación en las leyes. Tal mmo antaño, quedó estric-

tamente prohibido proveer diputaciones en parientes o allegados

del mandante; cortapisa con la que se bataba de evita¡ nepotismos,

furtivas actividades y cor¡tmcción de los lusticias. Naturalmente, no

faltan evidencias de que no siempre se respetaban los preceptos

limitantes 4.

Son contadísirnos los títulos oficiales de jueces de camPo que

se han conservado y eD ellos no se observa una modalidad muy

diversa al discerni¡se las comisiones y facultades aneias aI cargo.

Los textos de los títulos expedidos antes de 1786 tienen la particu-
la¡idad de ser más sucintos que los librados con posterioridad, los

cuales recogen con mayor extensión y detalles Ias facultades y iuris-
dicción concedidas, y las restricciones impúestas al eiercicio (ver

documento I del Anexo ) 30. Cada Intendencia proüncial mantuvo

formularios de nombramiento Para Proceder a extender el título 31,

despachándolos por oficio y en papel sellado. I-os inte¡esados can-

celaban algunos derechos por la legalización del documento 32. En

la Intendencia de Concepción se cobraba seis pesos por el trámite,

tres de los cuales llevaba el Intendente y los otros tres el secretario

28 Vi¿.. rLota 25.
zs Véai nota 12. A fin€s de la década del 80, los cabildantes de San

Fernando erpresan que los corregidores que- hubo en el-p-artido desde-la fun-
dació¡ de Ii villa iabece¡a, a excelrción de lgnacio Salinas. realizaban sus

¡eoartimienlos "a imitación de las prwincias del Perú y en ésta en-tre sus

;;;iü;. r ienientes de iusticia v ion este motivo empezó a despoblarse la

¡"iá".;¿r't CC. 939, pieia 7. E;1809, los pobladores del valle.superior del
Comba¡balá interpone-n recurso conhá el subdelegado de Illapel y su

t r[nt", v señalan que aquél hizo ven¡r a éste desde el partido de Coquimbo.
de donáJ e¡a vecino; para- encomendarle la diputación y de cómo ambo-s ob¡an
á;;;,1" acou¡do 

"u:" 
hac.endados y trapicheros comarcanos "quitando toda

el aeua v deiándonos sin esperanTas de coiechas ningunas". Pl?ito de Francisco
TorJ con el diputado Maiias Allende. CG 688, pieza I7.

ao CG. 604, pieza 11.
B1 FV. 266. pieza 1I.
32 Oficio d€l- aseso¡ Ma¡tínez de Rozas a la SuPednte¡dencia, 8 iunio

1803. FV. 960, pieza 11.
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de ella, o en defecto el essribano de nlmero, oomo ganieúa de su

oficio y en razón de que adquirla su cargo 3e. En 1803, durante la
aseso¡ía de Juan Martínez de Rozas en aquella lutendencia, se

consultó a la Auüencia sobre suspender la cobranza del dicho a¡an-

cel a treinta y dos títulos en vías de expedirse, aduciéndose que los

üputados tenían que desernpeñar r¡n cargo que no solicitaban. No

consta que el Real Acuerdo aprobara la exención 84.

Los tenientes con nomb¡amiento de los corregidores debían, en

teoría, desempeñar funciones por un la1xo de dos años, pudÍendo

prorrogárseles por otro igual si su conducta y capacidad eran satis-

factorias y suficientes. En ambos principios no se innovó al implan-

tarse las intendencias 35. Y por lo tocante al procedimiento de la
prórrog4 que generalrnente era tácita, poilria argumentarse que

du¡ante el siglo operó casi invariablenente, La práctica se fue encar-

gando de demostrar que muy contados elementos podial eiercer

du¡ante tan breve espacio de tiernpo, pues la falta de individuos
calificados y la escasa aceptación que entre los aptos encontraba el

sewicio influyeron para que corregidores y subdelegados se valiesen

de quianes cumplían ajustadamente las comisiones, prorrogándoles

el maudato por varios períodos consecutivos. AJgunos antecedentes

permiten afirmar que la generalidad de los tenientes se veía invo-

lu¡tariamente avocada a retener la judicatura. De que en muchas

ocasiones las prorrogaciones de los rnandatos se t¡asformaban en

ejercicio por tiempo indefinido y no siernpre €n manos de los más

capaces, no cabe duda, como tampoco de que como sistema ello

contribuyó grandemente a desvirtuar los fines que habían infor-
mado la adopción de la institución. Un gobemador de la ütima
década, luego de pasar revista a la administración de iusticia de las

á¡eas nortinas y ropar¿[ que en los campos la dispensasen ti¡ros

i¡bábiles, resr¡mía así sus observaciones sobre el problerna: ". . . hay

suietos unas veces ignorantísimos y otras dotados de improbidad"

dveza y malicia [1ue-] malhatan a las miserables gentes de la
campaña con otra tanta seguridad cuanto es el favor, conexiones y
relaciones que les adquirieron el nombramiento de tenientes en otro

tiempo, y hoy diputados" 36.

Al igual que los subaltemos del corregidor, los diputados no

quedaron obligados a Prestar fianza al asumir funciones, pero sí a
prestar el juramento de rigor; hárnite que se cumplía ante el sub-

I lbi.l-
84 FV, 266. piez¡ 11.
s5 Auto de la ]unta Superior. 14 junio 1786, CC. 708, pieTá 8.
80 Of¡cio de O Hieeins ál subdelegado de Coquimbo. Coquimbo, 20 eoero

1789. CC. 665, pieza 8.
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delegado y en presencia de dos testigos 37' Tal como antaño que

el ¡oiamettto se hacia en la sede del conegimiento, ahora se tomaba

en la de la subdelegación. Materia del dicho iuramento era la

promesa de usar bien y fielmente la potestad con que se les investía,

debiendo atenerse estrictamente a las órdenes e instrucciones que

para el puntual desempeño de funciones emanaran del mandante'

El pro""to de asunción formal al cargo se consumaba con la entrega

y,/o recepción de la vara alta de iusticia, no mediando ningún otro

ceremonial o formalidad' Sin e.mbargo, se detectan casos de subde-

legados que enviaban a las intendencias las propuestas de ¡ombra-

miento de iueces que ya estaban eierciendo, Para que se les expi'

diese el título en propiedad 38, y se justificaban aduciendo que no

podían mantener desguamecido el seryicio mientras iba la propuesta

y llegaba el nombramiento.

Tanto el teniente del corregidor como el del subdelegado des-

plegaban su acción en un espacio relativamente reducido de terreno,

qn" 
"n 

la terminología de la época dio en denominarse "diputación"'

Una diputación era algo así como la última de las circunscripciones

político-adminisbativas en que estaba subdiüdido el país. Su exten-

sión variaba considerablemente de región en región (Chile central

respecto aI Norte Chico ) y de partido en partido ( Quillota res-

pecto a Maule o Melipilla, por eiemplo) Las había de enormes

proporciones (40 o más leguas cuadradas de superficie ), como tam-

¡lén *as modestas, por ser aquellas que coincidían mn el pequeño

valle o el pago. No obstante, la tendencia general era (lue se corres-

pondieran con el ámbito del curato o la doctrina de la subilivisión

eclesiastica. En términos generales, podría decirse que los confines

jurisdiccionales se presontaban recortados en función de los acci-

dentes geográficos y/o de las proyecciones ter¡itoriales de la pobla-

ción que contenían, siendo escasas las diputaciones dotadas de des-

lin¿les artificiales o ideales. En otras palabras, un ámbito iurisdic-
cional tendia a estar en relación con la mayor accesibilidad de unos

lugares que periódicamente debían ro¡darse y tenerse cont¡olados.

por cuanto el obietivo perseguido al crear circuitos apuntaba a que

ios jueces se mantuviesen en el más estrecho contacto con los luga-

¡eñás. Antes que razones de índole fiscal o de crecimiento demo-

grá{ico, el problema distancia fue el que se tuvo siemPre en cuenta

cuando hubo quc restringir términos iurisüccionales.

3? Decreto de Del Pino Para que se übre :l título a-Manuel José Pais,

quo entra a s€¡vi¡ la diputac'ión de Vichuquén y Rancuili, 14 enelo 1801

CC, 406, pieza 16.'se 
El iubdelegado de Melipi)la a la Superirrtendencia, 8 enero 1810. CG.

813, pieza 23.
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En Io que a régimen interior se refiere, es necesario recordar
que a raiz de la entrada del sistema intendencial, que inauguró un
reacomodo de la división administrativa del país, se proyectó frac-
cionar seis partidos para erigt tres nuevas subdelegaciones en la
Intendencia de Santiago (Obispado del mismo nombre) -Illapel,
Alhué y Curicó-, de las cuales a Ia postre se configuraríam la pri-
mera y la última: Illapel en 1786, integrándola mn terrenos segre-

gados a las de Coquimbo y Quillota, y rnás tardíamente Curicó
(1793), enlazando á¡eas desmembradas de los partidos de Colchagua
v Maule. Esto, precisamente, era el primer paso dirigido a obviar
la problemática cuestión de las distancias. Pe¡o tales creaciones no
serían las únicas, y por cierto que no se debió a imperativos geo-

gráficos exclusivamente el aumento del contingente de subdelega-
ciones y consecuentemente de diputaciones. Hubo asimismo ¡azones
sociales y emnómicas: imprimir agilidad a la administ¡ación de

iusticia, poner ataio a la vagancia y criminalidad, activar los me-
canismos conducentes a aveci¡dar en las villas la población dispersa
de tal suerte que se perpetuasen las que languidecían por la resis-

tencia del habitante a asentarse, promover obras públicas regionales.
prospectar nuevos recursos del medio, inte¡xifica¡ las comunicacio-
nes ent¡c los te¡ritorios y los enlaces entre las autorid¿des v econo-
mías, endocolonizar espacios que permanecían sin roturar, crear
nuevas villas, etc. En csnsecutivas órdenes el gobiemo dispuso que
los subdelegados, conjuntamente con los cabildos y en el menor
tiempo posible, propusiesen virtuales subdivisiones de sus respectivas
jurisdicciones, demarcando sus límites, señalando las distancias, los

poblados que contendrían v sus vecindarios, practicando la meruura
de los tenenos, confeccionando los mapas, planos to¡rográficos v
padrories distritales y simultáneamente aportando el mismo tipo de
antecedentes respecto de las diputaciones 3s. T¡anscur¡ido un ar-ro '.'

no habiendo la Superintendencia ¡ecibido el material, salvo el ccnl-
pleto informe sobre el partido de Colchagua y las veintiséls dipu-
taciones de que constaba a0, en sendos decretos del 23 v 30 de ago;to
de 1787, insistió sobre el particular, fijando un plazo de dos mescs

para la recepción de los presupuestos que, además, debían acompa-
ñarse con los provectos sobre obras públicas, tanto de aque)las que

estuviesen inconclusas como las que no hubiesen podido realizarse

s Vid., nota 25.
ao Informe del subdelegado de Colchagua sohre el partido con la descrip-

ción de la villa de San Femando, 6 agosto 1787. ItS. 331, Díqs. 34345?.
lúayor€s antecedentes sobre las diputaciones de Colchagua y p:rd¡ones distri-
t¡les en CC. 614, 696, 937, 938, 939 r' 910.
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a causa de la iuopia de las ¡entas municipales a1. No consta docu-

mentaünente que tan perentoriamente exigida información se haya

obtenido en su totalidad y en el plazo prefini.do, siendo fácil deducir

que en algunos partidos su despacho tropezó, al igual que en un

pasado{2, con el inconvenieDte de encont¡a! y movilizar el personal

con conocimientos adecuados para hacer las encuestas, las men-

suras y dibuiar los mapas y planos; aparte del tiernpo que se nece-

sitaba pata recopilar y sintetizar los datos. Pese a ello, a ese segundo

requerimiento gubernamental res¡ronde la documentación ¡elativa al

partido del Mauleas; un escueto in{orme sobre la diputación de

Cottig,ra¡ una de las üez que conformaban el Partido de Melipilla oa,

y datos parciales sobre las diputaciones de la subdelegación de

ilancagua {5. Tiempo después, a instancias de O'Higgins, estando

éste de paso por Coquimbo, durante la visita a la región nortin¡,

el subdelegado de ese partido suscribió u¡ informe en el cual rendía

cuenta de las üputaoiones existentes, sus p¡:incipales caracterís-

ticas, nómina y anotaciones valorativas de sus iueces, etc' a! indi-

cando que debían subüvidirse varios circuitos por lo embarazoso

que resultaba regirlos dado su excesivo distanciamiento de La Se-

rena. En relación al resto de las diputaciones del país durante el

período de intendencias, la documentación es escasa -Por no decir

que Do se encuent¡a-; muchos datos se PrestaD a contradicción'

siendo por lo demás Posteriores a 1786 y anteriores a 18041 Ello

üficulta enormenente la reconstrucción del cuailro departamental

del último periodo colonial, sobre el cual precisamente disponemos

de mayor caudal informativo en comparación con el precedente, en

¿1 O¡de¡r circula¡ do Alvarez de Acevedo al subdelegado de Aconcagua,
z:l asosi., fiSZ. MSFR, Tomo II, pág 259. Aparte de reilerars" eo dictra
cir"oÉr l. entrega de las prcpuestas sob¡e nuevas diputaciones. se adiunta una

"r"tn 
our" que Ios suMelégados uniformen las noticias de cada dist¡ito. Ord_"n

áii"iLi á" iiua¡et d. Aévedo, fechada el 30 agosto 1787, por la cual se

;;";rdu u los subdelegados que los informes sobre las di¡mtaciones drberr
¡emitülos con las debidas espec¡ficaciones. RA. 1866, pieza 8

a2 Oficio del Regente-V¡jitador al Presidente. 29 juJio 1778..y Ordcn circu-
la¡ a los co¡iegidores-del Reino, 22 septiembre- l?78. -AGI., Ohile, 332 Anlxs
ó.dJnes-se dirüen ¡ inquüi¡ noticias 

-te¡¡itoriales, 
a fia de promovcr con los

debidos conociñrientos 106 asuntos ¡elacionados coD la Visita General quc se

inausura Dor aouel mtonces.- i" Éf subdilecado de Maule al Gobiemo, 22 enero 1788. CC 1020' pic-

"a 
¿, piopon. h Jubdl"itió" de l¿s diPutaciones de Talca v Rauquén, funda-

mentando 1as causas,"'-- A- G.lri¿iÁt iormado de noticias te¡ritodales del distlito de la dipu-
tación de Colliguay . . . Año 1787 '. FV. 2' pieza ll.

¿s El suM"ebáado de Rancagua a Alva¡ez de Acer,'edo, 17 feb¡ero 1789

lncluye r¡n padrón- de las feÜgresías de las 9 dipulaciones que hay. CC ;-19'
oieza 4.
'- tu InJorrn. del subdeleg¿do de Coquimbo relativo al partido, 4 feblero
1789. \'rS. 331, páes. 358-374.
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cuanto a la organización civil y eclesiristica, Otra dificultad eshiba
en que al desmembrarse algunos distritos a la mayoría de los par-
tidos para orgal:rizar otras tantas subdelegaciones -cuyas aparicio-
nes justamente se sitúan entre los años 1786 y 1804-, no sienpre se

mantuvo a las diputaciones de las áreas desglosadas sus antiguos
linderos a?. Tampoco es posible echar manos de las indicaciones que
suminist¡a la división eclesiástica, la cual resulta útil en muchos
casos pfila suplir la aridez de las fuentes, puesto que para fines del
setecientos el elenco de diputaciones e¡a considerablemente superior
al de las parroquias, anexos y vicqrarroquias. A modo de eiemplo
anotamos los que siguen: en la Intendencia de Concepción -rnar-
gen septentrional del Maule a La Frontera-, a principios del dieci-
nueve, había 116 üputaciones, repartidas desigualrnente en siete
subdelegaciones. De ellas, al partido de Rere con 8 curatos cor¡es-
pondían 1718. Respecto a la Intendencia de Santiago -despoblado
de Atacama a la rnargen meridional del Maule-, desconocemos el
total de iueces de los 13 partidos de que se componía; en ca¡nbio
sabemos que el partido de Coquimbo con 7 curatos y 2 anexos
tenía 24 diputaciones; Meüpilla con un curato v dos anexos contaba
con ll; Rancagua con 4 crratos y dos anexos,9 diputaciones; Col-
chagua con 9 parroquias y 4 anexos, 26, y Maule con 5 parroquias
y 2 anexos, 8 ae. Puede fácilmente adverti¡se que en aquel entonces
los términos de las circunscripciones en cuestión ya no guardaban la
corespondencia que antaño con las eclesiásticas, pese a los deseos

de la Corte de que en lo posible se hiciesen coincidir y de que baio
el gobiemo de O'Higgins se había comenzado a dar cumplimiento

47 En l¿ Intü¡de¡cie de SanHago se erigen: Iluasco (1787), Cuzcuz (1786),
Petorca (1800), Los Andes,(1804) y Curicó (1793); en la de Concepción:
Isla de Maule (1794) e Isla de La Laja (1791).

a8 Oficio del Intendente subrogante de C-oncepción a Ia Supe¡intmdencia,
3 ¡oviembre 1803. FV.266, pieza 11 y nA. 500, piez¡ 3.

tl9 l,os datos sobre las diputaciones ¡€sp€ctivame¡rte en: el subdelegado
de Coquimbo sobre el partido, 4 febre¡o 1789. MS. 331; el subdelegado de
Melipilla a la Superintendencia, 17 noviemb¡e 1787. FV. 242, pieza 11; el
subdelegado de Rancagua a Alva¡ez de Acevedq 17 febre¡o 1788, CG. 658,
pieza 4 y CC.549, pieza 4; el subdelegado de Colchagua a la Junta Superior,
6 agosto 1787. MS. 33I; el zuMelegado de Maule a Benavides, 28 noviembre
1788. CC. 1020, pieza 4. y Estado Gene¡al de los cüratos del partido de Maule,
1788. GM,, vol. 46, f, 260. Lo tocánte a curatos €n: O'HiggiDs al Midstro
Gardoqui, 17 marzo 1793, acompañando ¡elación de los sinodos que perciben
los orras y misioneros y demás gastos de doctrina, soücitados ¡ror R. O., 29
abril 1791. AGI, Chile, 419; CM., vols. 25 y 39; desc¡ipción de los cu¡atos
de Rere, Cauquenes, Chillán e ltala, I772-L773, CG. 707, pieza 1l; Cu¡atos
del Obispado de Santiago, 18@. MS. 329 y de Conce¡rión, 1789-91 en MS..331.
Más a¡tec€dent€s en CARVA¡J.o y Gor.!}{ECfiE, Vicenlet Desc'ripciht his'tó¡íco-
geognilica del Rei¡o de Chile. CHGh. x, Santiago, 1876, y Buaro, Cosme:
Descúpoi&t de lts pru>incias de los ob@dos de Santl¿go ! Concepción, CHCh.
x, Santiago, 1876.
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a una Real cédula de ls de iunio de 1775, que disponía crear tenen'
cias de cu¡as cada cuatro leguas, dotándolas de sínodos, bien fuesen

del cle¡o regular o secular s,

Las disposiciones reglamentarias que encuadraron las activida-
des de los auxiliares del subdelegado fueron suscritas en 1788, en

fonna de instrucciones, siendo el completísimo info¡me rendido a la

Junta Superior por el subdelegado de Colchagua el expediente que

se tuvo en vista para acometer la configuración legal de las atribu-
ciones y limitaciones que incumbían a los jueces. El Regente de la

Real Audiencia y Presidente interino, Tomás Alva¡ez de Acevedo,

fue el redactor d.e la "l¡strucción que han de obserxer los cliputados

que sa nombruren en el distrito ile b iurisd.icción del part6'do ilc
Colchngua para el gobierno ! aAabnta¡nianto de fls respectiDos

diputaciones" ó1. El texto del estatuto que modulaba el régimen de

dichos ayudantes v en virtud del cual se perfeccionaba y daba mol-

des definitivos a la institución, se distribuye en 24 artículos, parte

de los cuales reproducen preceptos anteriores y el resto son nofinas
policiales mnsuetudinarias. Lo precede una exho¡tación de estilo

sobre el comportamiento que deben obsewar los detentado¡es del

oficio, remgiendo seguidamente disposiciones que guardan relacíón

mn la protección y defensa de la población; el bienestar colectivo;

la vigilancia y seguridad pública; el fornento de las actividades agro-

pecuarias, artesanales, mineras y comerciales; las facultades y atri-
buciones; Ias pautas de procedimiento en lo civil y criminal s, y los

elementos adjutores en la misión de dispensar iusticia. En el otoño

de 1789, regresando el gobernador O'Higgins de la visita a los par-
tidcs del norte <Iel país, ampliaba en rnas "Declnracionzi', segúr'

decreto del 6 de abril, el texto de los artículos 12, 16, 17, 18 y 19,

v simultáneamente extendia y generalizaba la Instrucción en el te-

rrilcrio53, por cuanto hasta ese entonces sólo estaba en vigencia en

la Intendencia de Santiago. Si se coteia este Reglamento de 1788

con el Reglamento de Policia del 14 de septiembre de 1818, que

óo l\ts. 33I. páes. 479-504.
51 "Expecliente sobre el señalamiento d€ ter¡itorios para el establecimiento

de diputaciones en el parüdo de Colchagua con noticias y eslados topográficos
y de población de aquel distrito, 1?88". CG. 939, pieza 7. Copias de la "Iqr-
t¡ucción...', en R,t.500, pieza 3 y FV.813, piez¿ 31.

ó:r Con iespecto a las no¡mas de procÉdimiento en lo criminal, coDf¡óntese
esta Inskucción con la "Instrucción circular que forma el Sr. Dn. José Per_

fecto de Salas, fiscal de esta Real Audiencia de Santiago de Chile. Regla
en la sustanciación de causas criminales. 25 agosto 1757". qte reproduce lli-
ca¡do DoNoso en Un lelftd.o (¡. {t, I, págs. 74-i6.

5i Oficio de O Hrc.c¡¡s al subdeleg¡du clc Coqrrjnrbo, 6 ¡bril li89. RA.
:00, pieza 3, y CS. vol.30. Vid., asi¡nis¡Io Oficio ¿e O'Higgins ¡l lntcndente
rle Concepció¡. tj ,rbril 1789. !-V. 8-13, pirz¡ 31, y R,\. 500, pieza 3.
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¡edactó Francisco de Borja Fontecilla, Intendente de Policía y Su-
perintendente de Seguridad Pública, es fácil advertir que este últi-
mo no tiene nada de original, pues salvo levisimas variaciones e¡r la
redacción, es idéntico en espíritu y cuerpo a aquél8".

En virtud de Ia investidura de auto¡idad po¡"tadora de vara
alta de iusticia, aunque en función delegada y jurisdicción restrin-
gida, incumbía a los iueces diputados una serie de atribuciones,
estando entrabados por varias cortapisas para los efectos de precaver

cualquier extralimitación de su parte y simultáneamente obtener
la máxima eficiencia del servicio que granieaban. Cabe prevenir que
no todas las actuaciones que desplegaban estaban consignadas e.r

el título o nomb¡amiento v en las I¡utrucciones proveídas para la
consecución de sus tareas. Tanto los corregidores como los subdele-
gados acostumbraron descargar en ellos algunos cometidos suple-
mentarios r. En la medida que en ellos se depositó Ia confianza en

que velarían por el orden civil de las diputaciones, en la misma
proporción se les encareció que eiercieran de la manera más ajus-

tada el ministerio y actuasen con suma mode¡ación. Al estilo de la
época se los exhortó a llevar un csmportamiento honorable, impar-
cial y desinteresado, tenüente a soslayar los perjuicios que podríau
sob¡evenir de su contracción como jueces (art. ls). Todo exceso en

tal sentido sería tenido por lesivo a la imagen de la iusticia v opuesto

a los intereses de la causa pública y del Estado y, por ende, acree-

do¡ de severa sanción. De ahí que se recnomenda¡a a los subdele-

gados que sus preferencias recayesen en individuos escrupulosos y
enérgicos que se consagrasen con tesón al reparo de las injusticias
v a la mr¡ección de lo que públicamente fuere reprobablg asegu-

rándose de que la colectividad les respetase y de buen grado se

sometiese a las prescripciones legales en vigor (art. 2a). Se instó

a los jueces a guardar recíproca correspondencia v a mantener la
debida suborünación al superior (art. 24) 56. En consecuencia, sus

1r¡. El Regl¿mento de l8l8 tlel Senado Consulto est¡r reproducido en el
trabajo de Manuel Escala Escoba¡, titulado: Ia policío cn el Eobícno dt
O Hissins. R-v. Ch. de Hist. y Geo. \s .t46. Santiago. 1978, págs. 260-262

5¡ Declaració:r li de las for¡nuladas por OHiggins a la citada In'tnrr-
ción y Oficio de O'Higgias al subdelegado de Coc¡uimbo, 6 abril 1789. R,{.
500, pieza 3.

s:1 El diputado del pago d.' Fenca solicita a la Audi'inri¡ en 1i91, llrr
est¡r \uie:o a la jurisdicrión de los alceltle. ordinarios del C¡bildo de S¿ntiago.
debido a desavene¡cias con ellos. La vista fiscal recornie¡da que Io: alcaldes
dispensen un trato más decoroso a los diputados. para que ejerz.u con agrado
sr¡ 'oficio v evitar oue se vituDere le iusticia que adminishan v que cu¿ndr,
los conminen a pres?ntarse lo hagan mediante e.quela pr.a qrre lo. querelloso'
no oerciban qui se los atropella. porque e¡tonces serí despreciada iaúbién
la iausa pública". Dictamen del fiscal Pé¡ez de Uriondo, 12 mano 1792
CG. 682. pieza 8.



110 VA¡íA TEREsA CoBos

atribuciones fueron las siguientes: en su calidad de auúliares del

subdelegado y por ende de brazos del Estado, supewigilarían la
construcción de las obras públicas de su circunscúpción, haciendo

que Ios pobladores prestasen la oPortuna colaboración al serles re-

querida, Velarían por que los caminos que discurrían por la comarca

se reparasen debidarnente, deiándolos t¡ansitables durante todo el

año, aparte de mantenerlos despeiados de elementos fo¡áneos. Fo-

mentarían ent¡e las comunidades campesinas las actiüdades agro-

pecuarias, mineras, comerciales e industriaies, cumpliendo y hacien-

do cumplir las órdenes encaminadas a tales Propósitos ( art' 22). Se

ocuparlan asimismo de adelantar la fo¡estación en sus distritos 5e.

Y en correspondencia con estos planes de prosperidad pública, con-

venceríau a la población de lo conveniente que era Para sus propios

intereses y para mantener la armonía social, disipar los odios y las

discordias y de que antes que vivi¡ de la holganza y las diversiones

debían darse a las faenas del agro, del cual dependía su subsistenc¡a

y la de la comunidad (art. a0¡. Perseguirían en su dernarcación y
hasta la iurisücción alena a todo tipo de malhechores (art. l4),
comunicando a los iusticias regionales el lugar en que presumible-

mente se hubiese refugiado un delincuente, para que les cooperasen

en acosarlo, reducirlo y conduci.rlo hasta el recinto que conviniese

a su ¡ecaudo. En caso de apremio, de ser requerida por el juet, ia
población prestaría ayuda en la caPtura de criminales, so pena de

sanción por desacato y por los periuicios que pudiesen resultar
(aú 5q). Pa¡a secundarse en estas tareas destacarían ayudtntes
celadores con anuencia del subdelegado, los cuales los auxiliarían
en situaciones de alte¡ación del orden, indagatorias, encargato¡ias

de reo, notificaciones, requisitonas, embargo de bienes reclamados,

prestación de fe, etc. ( art. l3). Prefe¡irían suietos ágiles, de c¡édito
personai y de üreprochable conducta, señalándolos para cortas dis-

tancias 5?. La preservación del orden y la misión de celar la mo¡a-

lidad pública demandaban del juez la er¡adicación de todos los

elementos perniciosos y de mal vivir que reconocieran en sus re-

cintos -beodos, vagabundos, blasfemos, contumeliosos, pendencieros,

tahúres, hechiceros, así como también uniones ilícitas, amance-

bamientos y prostitución-, pudiendo proceder prwentivamente en

su contra, ¡emitiéndolos al principal, coniuntamente con las suma-

rias m€rarnente informativas que les formasen, a fin de que se

siguiesen sus call€as ¡ror el cauce legal. Por lo mismo, veúan modo

!o lDfo¡me de Miguel Riveros Aguirre relativo a La Sercna, 99 fcbrero
I7m. MS. 33I, pág. 375.

.1 lbí.dom, nola 54,
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de acabar con la impunidad de que gozaban escudados en la falta
de comunicación entre los distritos y los iusticias, pmque de tolerarse
tales desa{ueros "serían ilusorios los resultados que se esperaban
obtener de las meüdas sobre el arreglo y adelanto de las üputacio.
nes" (art. 4e). Con particular dedicación vigilarían que las aglome-
raciones de gente que atochaban los partidos con ocasión de los
festejos tradicionales de los santos patronos de las villas, no dege-
nerasen en francachelas, Juegos de tapadas", mezcla de sexos y
dem¡ís actos atentatorios cont¡a la moral y las buenas costumbres,

como solía acontecer 58. En pro de los obietivos de protección y

58 So¡ abundantes lcls testi¡¡onios sob¡e las con¡nociones ¡npulares que se
producen con tales concur¡encias. A pesar de se¡ intermitentemente ¡editadxs
las órdenes sobre que no se otorguen l,icencias para ca¡reras de caballos y
construcción de canchas de bolos y ramadas, son las propjas autoridades [e.
gio¡ales quienes las rulneran por modo de obtener ¡ecursos que incrementen
el presupuesto de los'propios" de las villas con que se mstean las obras pír-
bücas y algunos gastos de la admiDistracióD municipal. C,osa sin-ülar ocurre
con las precauciones adoptadas por los justicias coma¡calet para mntener l¿
plcbe -vigilancia permanente de la tropa veterana o l¿ milicia, diputados y
ótros empleados destacados a propósito, veda de venta de bebidas alcohólicrs,
apuestas 

_ümitadas 
a los veinte pesos, mu)tas pecunia¡ias a los contraventores,

eic.-: "La gente es übertosa y poco timorata..." "El orgullo y la insolmcic
de la plebe €s incs¡tenible en sus desórdenes, pues rara vez deja dc haber
una o dos muertes, y sin ¡espetar a dicho juez, muchqs se desnudsn, roban
y cometen otros escá¡dalos". El subdelegado de Quiüota a O'Higgins, 2 sep>
iiemb(e 1794. CG.993, pieza l. El subdelegado de Rancagua a O Higgiur,
!6 julio 1789. CG, 5.16, pieza 6, respectivamente, Son germen de permanente
malestar y desasosiego las mentadas canchas de bolos, aposentadoras y madri-
gueras de toda clase de gentes, de ociosos, vagabundos, ladrones, csclavos y
lo que es más. hijos de familia; ¡esultando dc tan vil concurso la embriagueT,
el juego prohibido, la pendencia, heridas, ¡obos y aún muertes, y por otra
prrle varios matrimonios desunidos, porque muchos mariJos picrJc cu.Drto
i."nen y se olü<l¡n de 5us mujeres, ) otros daños..." Un juez de campo
clama para que se prohíba con5truir canchas: Estoy lleno de queias de las
lóstimaa de muje¡es 

'por 
el marido y de ma¡das po¡ €l hiio, que no es ¡rcsible

a mis cortas facultades imp€dü tanto escándalo y notorio pecado e¡ virtud de
la subasta y el apoyo que prestan los cancheros". Po¡ su parte, los curas mueven
sus instanrias par¡ desterrar de las doctrinas todo antro de vicjo, porque los
pobres que apenas lienen con que m¡ntener sus famiüas, Io pierdsr¡, que jue-
gcn [-a los bolos-] sus cosechas,. . y se quitan 106 cortos vestuario)i y los
óeiosos pierden horas sin atender las obligaciones . . .' "El subd:legcdo de
Rancagui a Del Pino, : abril I?99, y se¡das rcp¡esentaciones del juez y el
cu¡a de Peumo al subdelegado de Rancagua, febrero de 1799. CC. 683, pieza 6.
Resp€cto a las ¡amadas o ¡ecintos ftajizos en que pasa la noche durante algunos
díai el gentio que afluye a las villas y donde los desmanes suelen subir de
tono, se amenaza con fulminar la excomumón a quieDes osen traspasa¡ sus

umbrales. El subdelegado de Rancagua a Muñoz de Guzmán, 21 octubre
1805. CC. 813, pieza 28. Y los "tuegos de €nvite", s€veramente inlbrd.ictds
de girar especialmente de noche y en recinlos privados, porque acostumbran
demorar alli los tahúres y rifarse las prendas personales. son igualrnenle con-
citados a desfiecbo de cualesquier proscr¡pción. El subdelegado de Curicó a la
Audiencia, 4 ju¡io 1801. CG. 813, pieza lI. Véase también: Petición del Ca-
bildo y Junta Munici¡ral de La Sere¡a a O'Higgins, 2 septiernbre 1794; Oficio
del Cabildo y subdelegado de Aconcagua a Avilés, 16 ágosto 1797, y Bandc
del subdelegado de Curico, 4 juüo 1801. CC. 982, pieza 14; 993, pieza l;
814, pieza 7 y 813, pieza il, restrEctivamente. También: B¿ndo d.e buen go-
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defensa de la comarca puesta baio su férula, quedaban obligados a

realizar visitas de rutina, reconociendo que en sus ámbitos se cum-

pliesen las leyes y los mandamientos del subdelegado; operación que

no aparejaría obtener de la población inspeccionada premios ni

provechos de índole alguna. A petición de la Superintendencia, de

ia Audiencia, de los jueces de tienas y demás autoridades que lo

solicitasen, rendi¡ían informe sobre los problemas que detectaran en

sus parajes. Cooperarían con el subdelegado y los párroms en el

empadronamlentá de la feligresía y con los iueces de tierras en las

-"orr¡rar; también en la confección de ce¡xos de tributarios, mapx,

Cescripciones topográficas, etc 5e.

La iurisdicción criminal delegada con que se dotó a los diputa-

dos propendió a obtener de ellos la información sumaria de carácte¡

extraiudicial, bien de oficio por denuncia o querella verbal, bien

a pedimento de parte, a objeto de esclarecer las inlracciones consu-

madas o los daños pe{petrados, P{r¡a que la autoridad competente

dispusiese oportrinamente de los imprescindibles elementos de iuicro
al emitir el veredicto. La Instrucción de 1788 detalló los distintos

pasos a seguir en estas diligencías indagatorias que habrían de cul-

rrrin", *n l" presentación del reo y su instruchva ante la autoridad

(arts. 5e,6s, 8q,9'qy l0). Se daría principio al auto cabeza del pro-

ceso con los datos clel lugar, día, mes y año de acaecido el hecho'

A continuación se i¡cluiría un relato breve de la denuncia o de la

querella; secundariamente, las mas importantes declaraciones testi-

flcales de quienes ofreciesen dar razón puntual de la materia del

proceso. El agente recibiría las aseveraciones de los tesügos iura--mentados 
en for-a independiente y a1 tenor del auto y delante de

testigos, prefiriendo a testigos oculares antes que no presenciales'

para=evi:ár que el rumor sirviese de evidencia. Si el hecho denun-

ii"do 
"ru 

de bofetadas, ¡encillas, iniurias, violación, hurto, forado,

ürcendio, homicidio, etc., y las Partes aipelaban, existiendo testigos

que pudiesen prestar declaración, el diputado examina¡la a uno Por

,ino, 
^"n""b"r"rrd,, 

las declaraciones con los datos de rigor (art' l0)'
Anles de cenarlas, las leería en voz atrta para que los declarantes

las oyesen y respondiesen si estaban csnformes. Cuando los testigos

maniiestaran deseos de agregar o quitar algo, les advertiría que

bierno tle Del Pino, 1799, en "Revista Chilena de Hist. y Ceo" Tomo xc,
¡-o 98. Santiaso. 194I, prigs. 6G78.' ; i^-""ti¡"1"*;¿; l.- i"r jueces de campo en esos trabajos está acredi-
r.'.1" r¡r aorecjabie oarte del caudal documental relativo a los partidos que se

."J.i.¡"i á.ia. 17¡6, hoy diseminado en distintos fondos de nuest¡o A¡chivo

Nacional.
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aún estaban bajo juramento. Po¡ últirno, haría firmar las depos!
ciones, siempre y cuando los testigos pud,iesen estampar la firma,
porque de lo contrário bastaría con las del iuez y de dos tesügos;
trárnite para el cual seleccionaría personas honestas y continentes.
Para efectos de formalizar y extender las dichas fe de los de¡ronen-
tes, según fuese el caso, el iuez se acompañaría de sendos testigos,
pasando luego a examinar el forado, siniestro, herido u occiso. Como
en estas últimas situaciones se requería que el teniente hiciese la
investigación en el escenario de los hechos, pracücaría un recono-
cimiento proüio e indagaría acerca del tipo de instrumento presumi-
blemente utilizado, asentando todo lo verificado y suscribiendo l*
fe con los mismos testigos. Una vez concluido el auto, lo firmaría
en presencia de testigos (a¡t. 8a). En la prosecución de todos estos

trámites y preferentemente en el rast¡eo de delincuentes, ¡educcióp
de reos y su ulterior traslado, se auxiliaría con los rnismos luga-
reños, los cuales no podríaa excusarse de cooperar, so pena de san-
ción por desacato. En situaciones extremas, solicitaría el concurso
de los justicias rnás próximos al sitio de los sucesos (art. 79).

Tratándose de querella presentada por escrito por legítimo que
rellante, asentarla en ella el día, mes y año de su presentación y
admiüría la información que el litigante desease rendir, siempre
que fuese de hechos de los cuales puüese declarar, po'r modo de
que constase el cue¡po del delito ( art. So¡. Cabla, pues, al iuez
¡ecibi¡ las decla¡aciones de quienes of¡eciesen proporcionar razón
puntual sobre la materia y examinar cada testigo por separado al
tenor del escrito o querella, tomándoles previamente juramento
(art. 90). Las respectivas declaraciones las encabeza¡ía con las con

sabidas datas. Proveído el auto y resultando persona inculpada,
aunque fuese a causa de las decla¡aciones de testigos lo menos
idóneos, dispondría rrandamiento de prisión y lo ejecutaría. Y de
proceder el secuestro de bienes o la pena pecuniari4 ordena¡ía tra-
bar embargo sin citación del reo, actuando asimfsmo su propio
mandamiento. El reo, conjuntamente con las diligencias actuadas,

pasaría a disposición del subdelegado para que sentenciase la causa,

notificando anücipadamente al querellante para que prosiguiese

ante este la querella (art. 10). Ya sea que los iueces procediesen
de oficio ante denuncia o que lo hiciesen a ptición de parte, Ios

bienes embargados los depositarían en manos de personas abonadas,
exigiendo de ellas comprobante en forma ( art. l1). I.os aspectos

prácticos de la iurisdicción c¡iminal los hernos deiado deliberada-
mente para el final del trabajq donde intentaremos examina¡los en
¡elación con el trasfondo social en que ocurrer¡.
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La iurisdicción delegada de los diputados no se contraía exclu-

sivamenie a las materias criminales aludidas, sino que también

era extensiva a las civiles, pu&endo avocarse y resolver breve y

sumarianente, meüante juicio oral, Ias controve¡sias Por cuantías

no superiores a los veinte pesos. En las que excediesen de esa suma,

pracH;arían diligencias preliminares, remitiendo oportunarnente lo

actuado al subdelegado, a fín de que la auto¡idad comPetente ven-

ülase el iuicio hasta sentencia, a menos que los demandantes solici-

tasen que el juelz oyese y conociese de sus desacuerdos, los cuales,

por lo áemás, no poclría admitir por escrito. Y dando ¡ror- descontado

lue la cuantía de los asuntos cuestionados no era de subida ímpor-

tLcia, no concedería recurso ni apelación a los demandantes (arts'

15, 1S y l7). Las antedichas limitaciones de la iurisdlcción civil no

procedian en aquellas situaciones en que los diPutados actuaban

mandamientos dados por supenor comisión. Los subdelegados eraa

llamados a encomendarles los que conviniesen a los intereses de los

particulares @,

En 1786, en razón de los aiustes a que hemos hecho referencia

páginas atrás, se transfidó automáticamente a los lueces la función

qr,ó bs tenientes de los corregidores tradicionalmente habían eier-

"lido, 
oto es, el ministerio de la fe pública; transferencia que obe-

¿leció a distintas car¡sas. Como la gran masa de los habitantes con-

tinuaba concentrada en el campo -aun cuando el Reino contaba ya

con un nayor número de üllas y poblados que en épocas prece-

dentes-, haciéndose trabaioso atende¡los cvn comodidad, y persis-

tiendo los inconvenientes por las todavía escasas comunicaciones, si

se hubiese suprimido el servicio que prestaban los tenientes en la

p¡otocolización de actos y contratos, el campesino se habría visto

en la obligación de pasar penurias, entrar en crecidos desembolsos

y ilesplazarse desde grandes distancias hasta las üllas para mnseguir

io, ittit*-"ot* quó precisaba, puesto que era en el1as donde de

preferencia tenían su sede las escribanlas públicas, cuyo radio de

acción estaba recortado a las doce leguas del c'ontomo u¡bano' Po¡

ello es que en definitiva se facultó a los iueces para extender, otorgar

y autorizar tal documentación' Sin embargo' se insistió sobremanera

Ln que sería requisito ineluüble en la protocolización de escrituras

que se cumpliese con los requisitos y solemnidades Prescritos por

d-erecho, para así evitar el vulgarismo en as formas, los recur-

sos de nuüdad y los pleitos que puüesen suscitarse sobre aque-

llos documentos que no llevasen debidamente estampadas las

60 Declaració4 2' de O'Higgins. RA 500, pieza 3
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claúsulas de estilo ( arts. 18, f9, 20 y 2l). Anteriormente, los

corregidores instruian a sru subalternos sobre el protomlo vi-
gente apenas éstos entraban a desempeñarse. Ahora, los sub'

delegados fueron llamados a proporcionar a sus auxiliares, para

nayor seguridad, unas instrucciones pormenorizadas que contuviesen

el encabezamiento y pie de los instrurnentos, las claúsulas generales

y particulares y demás advertencias "que requería un asunto de

tanta gravedad en que se interesa el bien público y las ánimas de los

finados" (art. l8). Ircs testamentos y codicilos debían admitüse ce-

rrados, pudiendo el iuez, delante de testigos, proceder a su aPertura.

También fue resorte suyo el otorgamiento de cartas dotales, esc¡itu-

ras de compraventa, poderes generales y particulares para testar, li-
tigar y negociff y demas formas de derecho privado. Requisito irn-

prescindible para el otorgamiento de contratos de compraventa era

la presentación de la boleta que acreditaba el pago del impuesto de

la alcabala por parte del interesado, debiendo el iudz insertarla en

el mismo csntrato. Para los efectos de asegurar la mayor fe y vali-
dez de todos los instrumentos, los diputados se ceñirían estrictamen-

te a las indicaciones que se les proporcionasen sobre el procedimien-

to de ordenarlos y extenderlos (art. 20). En las oportunidades en

que tuüesen duda o dificultades para labrarlos, pese a atenerse a

los antedichos modelos o cartillas que se les pasasen, deberían con-

sulta¡las con su supedor y de consuno actuar. Si la dificultad per-

sistía, solicitarían el pronunciamiento de la Intendencia provincial
y en defecto de la Superintendencia, haciendo las representaciones

pertinentes (art. 2I). Recayó sobre ellos la obligac!ón de llevar un
registro en que anotar por orden cronológico los instrumentos que

confeccionasen, rernitiéndolo al escribano de la villa cabecera en

año vencido para que los asentase en sus libros y emitiese el corres-

pondiente comprobante de su entrega. Desde el año 1789 comenzó

a exigirse a los üputados r¡nos protocolos encuadernados en los cua-

les debían extender los actos y contratos que legalizasen, cuyos ori-

ginales no se errtregarían a las partes, sino las copias y solamente

si se las solicitaban, debiendo advertirles que si eran Para presentar-

las ante un tribunal o iuzgado fuera del partido, tendrían que ocu-

¡ri¡ ante escribano o en su defecto ante un ir.rsticia ordinario para

que comprobase y autentificase la fe y firma del actuario, porque
de lo contrario se¡ían consideradas ilegales 61. Se adoptaron estas

precauciones para evitar los fraudes, adulteración y falsificación de

instrumentos públicos, que de ordinario se detectaban en el medio

61 Declaración 3. de O'Higgins. R4.500, pieza 3.
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rural. Ya estando O'Higgins al frente de la Intendencia de Concep-

ción había ilispuesto circular bando por los partidos, notificando a

los subdelegados sobre la prohibición que regía de que escribanos,

jueces-escribanos, párrocos e incluso confesores autodzasen y regis-

trasen cesiones y donaciones de bienes sin licencia expresa del in-

tendente; interdicción que no obstante ser materia de diversas leyes,

entre ellas del art. 129 del código de Intendencias, era letra muerta.

Pa¡ece se¡ flue eran innumerables los casos de peu:sonas que por
evitarse el pago de los derechos de alcabala de instrumentos públi-
cos donaban o traspasaban sus bienes a hijos o a parientes del bra-

zo eclesiástioo, En rigor, el bando conminó a todas las autoridades

a cautelar los inte¡eses púbücos, vedando a notarios, iueces y párro-

cos, so pena de cuaho años de susPenslón del oficio, extender ni
regisba¡ escrituras de cesión, traspaso o donación, aunque fuesen

a título de venta, a menos que estuviesen formalmente autorizadas

por la Intendencia 62.

Las actuacíones de lm jueces de campo en el dominio de los

actos y contratos con efectos iurídicos fueron constantemente resis-

tidas por los auténticos escribanos, antes que nada porque los priva-

ban de los derechos que llevaban por las protocolizaciones; amén de

que muchos iueces evidenciaban una total falta de luces y de peri-

cia en la materia. Años h4 9n 1763, se había reunido el Real Acuer-

do para examioar sendos recursos interPuestos por los escribanos

públicos y de rrinas de San Fernando y San Francisco de la Selva,

los cuales aducían verse notablemente periudicados .¡ror "las comi-

siones que los corregidores entregaban a sus tenientes en las actua-

ciones y diligencias iudiciales", y denunciaban los vicios que por
negligencia e ignomncia se comptobaban en la documentación au-

torlzada pr "estos iueces que hacen de escribanos, ejecutándolo co-

mo si en ¡ealidad fueren esc¡ibanos" q. La Auüencia se limitó a

62 BaDdo de O'Higgins, Concepción, I ¡unio 1787. FV. 843, pieza 18.

En un i¡Jormo suscrito-pot 
-el 

a¡esor Rozas aoble su vjsit¿ a los pariidos de
la I¡lendencia de Concépción, se lee que los ju€ces diputados sólo pueden

otorqar testamentos. no aií pode¡es ni €sc¡ituras, lo cual significa que durante
trn iiemoo les estuvo Drohibido labrar dicha documentación. En 1803 son

¡uevamente facultados para eiecutarla. según ss desprende del contenido del
título de iuez diputado üue reíroducimos én el A¡exo y del informe del lntcn-
dente Alava, fechado en 1804, que impugna la medida. El aseso¡ Rozas a

O'Higgins, dt abtll tZSg. RA. 1959, pieza, I, y el Intendente de Concepción
a Muñoz de Guzmán. FllVE.. vol. 3, pieza 37

03 RA. 2683- oiezi g. Oue el ministerio de la fe pública s€ presta a

abusos lo evidcncia-el hecho de que algunos alcaldes o¡dina¡ios se abrogan la
facultad de extende¡ esc turas "y como no hay escribanos las guardan en
sus casas Drooias: v asi el subdelegado cuando cesan en su alcaldia debe
andar en las las"i 

-bus""¡rdo 
los papeles". El subdelegado de Cuzcuz al Ptc.

Muñoz de GuanÁo, 25 agosto 1804. CG. 711, pieza 16
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proveer que se despacharan a Cqriapó y a Colchagua sendas copias
de un Auto acordado ante¡ior -fechado el 6 de sepüembre de l7ú7-,
el cual disponía que cualquier diligencia iuücial o instrumento
público que se suscitase en el rirea de las doce leguas correspondía
actuarlo a los escribanos púbücos y los que se necesitasen fuera de
ese raüo se¡ía facultativo del respectivo corregidor cometerlo a sus

subalternos o a la persona que conceptuase a propósito; los extra-

iudiciales eran ¡eservados a las partes. fuí se evitaría al público el
gasto que implicaba acudir ante los escribanos de núme¡o de las
villas, Sin embargo, los teniertes quedaron obligados a entregar a
los notarios todas las escdturas que ante ellos se labrasen, para su

archivo q. 
Pese ¡ las precauciones que de tiempo en tiempo se adop-

taron, los desaguisados que cometían algunos iueces totalnente cra-
sos en estos menesteres dieron pie a ¡eclamaciones. Y se registran
también queias en contra de los curas y vicarim que solían incluso
autorizar testanentos dentro de los límites urbanos 65.

En 1803, el escribano de la villa de Dulce Nombre de fesus de

Quirihue parece ser el primero en solicitar de la Auüencia, por in-
termedio de apoderado, la revocación de las facultades que €n mate-
ria de fe pública ostentaban los diputados, argumentando que de
ellas so seguían gravísirnos periuicios. La vista fiscal recomendó no
dar crédito en toda su extensión a la queia hasta no saberse cómo
operaban los auxilia¡es del partido de Itata, a cuya iurisdicción co-
rres¡rondía la mencionada villa, y cuántos eran, debiendo en todo
caso abdrse expediente y esperar informe de la intendencia @. El
aseso¡ de Concepción, Dr. Rozas, que por entonces subrogaba al
intendente sureño, tratando de cortar toda índole de disputas, no
recató su oposición en el asunto en una respuesta en que se extendía
sobre las poderosas razones que hubo mucho tiernpo después de
establecidas las intendencias para agregar una üputación a Ias l5
del partido en cuestión, a sabiendas de que se contradecían las ór-

d RA. 2683, pieza 9.
65 Representación del escribano públ,ico de la villa de Quillota a Ia

Audiencia, 7 diciembre 1762, quejándose de los cu¡as y ücarios que con
grave pe4uicio del oficio autorizan testameritos en la iurisdicqión de dicha
villa. HA. 491, pieza 8.

06 Poder oto¡gado a Antomo Lois, t8 iulio 1803, y Vista fiscal, tl agosto
1803. RA. 500, pieza 3. Sabemos que en la villa de ma¡¡as, sin cabildo ni
alcaldes y cuyos vecinos eran ocho 'de mediana comodidad y el resto gentes
pob¡es de infeliz ¡ancho.,.", había diecisiete iueces diputados distdbuidos a
distancia de 9,3 y hasta 4 leguas de ella, y que el año anterio¡ (1802), se
oto¡gan 32 instrumentos públices. CÉrtilicación del tenier¡te de milicias, síndico
procurador y subdelegado subrogante del partido de ltata, 17 jdio 1803. Esta
certificación está er¡óneamente incluida al final de la pieza 7 de Rl-.. 500,
debiendo estar en la 3. del mismo.
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denes que prohibían erigirlas sin venia superior: "En esta Provin-

cia [-+scribe-], no hay grandes ciudades y villas populosas; de las

120.000 almas que la pueblan unas 14.000 viven en poblados, el

resto repartidas en el campo cultivando sus tierras, de que por lo

general son propietarios. Porque aquí están las propiedades bien

distribuidas y divididas y sólo hay dos o t¡es grandes haciendas Es-

tas cücunstancias y la rnultitud de foraiidos que abundan en la Pro-

üncia, los muchos ladrones y salteadores que la infestan y las rnuer-

tes que con f¡ecuencia se cometen, han obligado a nombrar jueces

diputados para cortas distancias y lugares, que eran necesarios pala

la seguridad en los campos y caminos, mantener el orden y la
paz , . . , y aún asi la mayor parte de los delitos que se cometen que-

dan impunes . . ." 6?. Era categórico €n expresar que no había punto

de comparación ent¡e el oficio de notario, de los vendibles y renun-

ciables y, por 10 tanto, de ejercicio lucrativo, con eI de iuez-escribanc
que no percibía hono¡arios y servía cumpliendo con un deber cívi-

co. Acto seguido, en {rases poco comedidas e invocando el uso y
la costumbre, espetaba a la Auüencia que allá ella con 1o que de-

cidiera: ".. . si el bien público exige que para dar de ganar a ástos

l--escribanos- j, se obligue al públim de los partidos a tener que

acuür desde grandes distancias a protomlizar sus documentos o ins-

trumentos a las villas cabeceras, si bien pueden hacerlo ante estos

iueces celadores que los autorizan en los parajes a falta de escriba-

nos" 6. Ignoramos Ia resolución recaída al respecto, pero como quie-

ra que fuere los iueces-escribanos por muchísimos años continuaron

fungiendo como ministros de la fe pública en los campos, debido a

la escasez de notarios, a despecho de ellos y, según parece, hasta

bien avanzado el siglo XIX.

Con el propósito de atajar los excesos de jurisücción, impedir

la venalidad a que pudieran inclinarse o la impunidad en que pu-

üesen incu¡¡ir dada la lejanía respecto del suPerior, afectaron a

nuestros üputados, por punto genelal, las limitaciones siguien-

tes: No llevarían derechos ningunos por sus actuaciones de deposi-

tarios de la fe pública; no admitirían dádivas ni cohechos al actuar

de iueces arbitraiores, ni recibirían ningún tiPo de obvenciones. P¡o-

hibición terminante de conceder licencia para la celebración de fies-

tas populares, religosas o profanas, dentro de los términos de1 dis-

trito, ni construcción de canchas de juegos ni ramadas, salvo que el

€7 FV. 266, pieza 11.
66 vid., ¡ota 67.
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subdelegado lo autorizase @. Se cuidarían de tolerar luegos ¡nohib!
dm, públicos y privados y de fomentarlos en sus moradas ?0. Les fue
vedado establecer 'beladores" para ayudarse sin tener la venia del
principal, y de elegirlos de €ntre sus parientes o allegados. No se

dispensarian del cargo, ni ausentarían de la comarca deiando susti-

tutos sin orden expresa del mandante. Absoluta interdicción de t¡a-
tos y contratos. Prohibición te¡minante de conceder mercedes de
minas, tltulo y posesión de ellas o admisión de denuncios de las des-

pobladas, excqlto hallazgos hechos a mayor distancia del railio de
las diez leguas a que alcanzaba la jurisdicción de ls5 rliFutados del
Cuerpo de la Mine¡ía y siempre y cuando los interesados se compro-
metieran a ocu¡rir ante estos a manifestar las vetas o a solicitar es-

tacar ( art. 23). Cumplida esta conüción, poilrían recibir el pedi-
mento, anotar en eI margen la hora, día, mes y aio de su presenta-

ción, firmándolo con dos testigos y al devolverlo a las partes adver-
tirles que regía un plazo de diez días, expresamente prefinidos por
ley, para que ratificasen el pedirnento y la merced, de acuerdo con

la Declaración 30 de las formuladas por la Superintendencia de Mi-
nas del Reino a las Nuevas Ordenanzas de Minería de Nueva Espa-
ña. Y evita¡ían ?romover competencias entre sí o con el subdelega-
do, p¡etendiendo abrogarse mayor potestad que la declarada en el
tíhrlo y en la Insfucción, que por modo alguno poüían ampliar
ni interpretar (art. 2A).

Finalmente tenemos que del iuicio de responsabilidad en las

gestiones de la comunidad que alcanzaba a todos los funcionarios
coloniales, no se sustraían los tenientes, Si a conocimiento del su-

perior se elevaban denuncias sentadas por esc¡ito de las partes agra-

viadas, correspondía al mandante acogerlas y ventilarlas. T¡atándose
de queias por irregularidades cometi{as por el iuez, de no poder
practicar por sí mismo la indagatoda, el principal encomendaba a

ot¡o de sus auxiliares la pesquisa sobre su veracidad, siendo esta co-

misión exclusivamente info¡mativa ?¡. Una vez comprobada la au-

tenticidad y consistencia de los cargos imputados y existiendo mé
dto para adoptar medidas preventivas, tanto corregidores c,omo sub-

6e Del Pi¡o al sub'delegado de Rancagua, 26 febre¡o 1799, y Vista fiscal,
18 ürayo 1799. CG. 683, pieza 6. Bando de truen gobiemo del suhlelegado
sub(ogante de Coquimbo, t9 mayo 1790. CG. 982, pieza 14. El subdelegado
I el Cablldr.r de Aconcagua a OHigg¡ns, I abril 1792. CC 813, pieza 46.' ?0 El suMelegado de Colchagua al Gobemador Muñoz de Guzmán, 25
noviemb¡e 1805. Jüicio criminal inst¡u'ido al diputado de Los Pa¡¡ones y Ca-
denas, FV. 219, píeza 14. Véase también, proceso seguido al diputado de
Peumo en 1803, nota 76.

il Comisión d¡da al teniente de la doctrina de Rapel (pa¡tido de Ran-
cagua), para que lwante suma¡¡a sob¡e el hoo¡icidio del diputado de la misma,
1799. RA. 768, pieza 1.
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delegados suspenüan al subalterno, designando intedno mlentras

se ventilaba el proceso. Ei teniente no podía ausentarse del dist¡ito
du¡ante el desar¡ollo del juicio. Se le instruía auto cabeza de pro-
ceso, recogrendo la información que prestaban los testigos, según in-

terrogatorio traücionalmente estilado 7e. Evacuadas las diligen-
cias, se informaba a la Audiencia, donde se determinaba en defini
tiva. Por aquéllo de que los corregidores al término del mandato de-

bían responder ¡ror la conducta de srx auxiliares en eI iuicio de re-

sidencia que se les seguía, parece ser que se cuidaban de reponer

en funciones a los lugartenientes que eran públicamente tachados.

Nos asiste la impresión de que calificados los delitos o esclarecidos

los abusos que el clamor público revelaba, algunos corregidores exo-

Deraban a sus ayudantes de funciones sin formarles la sumaria ?3.

Un informante advierte que "todos los que se hallaban con títulos
de los aboüdos corregidoles se¡vían cada uno su empleo con algún

empeio por darle gusto a su irynediato jefe y que no le reprendiera
por cartas o mandándolo llamar con reconvenciones de que si no

cunplía con su obligación entregaría el mando a otro, como que

es punto de residencia" ?a. Luego del cambio de régimen se precep-
tuó que no se potlría removel del cargo a los iueces sin previamen-

te sumariarlos; cuestión sobre la cual el mismo año 1786 algunos

iusticias y ediles, no sin ci€rta preocupación, mosbaban sus reservas,

señalando que por el hecho de ¡ecibir de la Intendencia el nombra-

?2 Autos contra el teni€nte del valle de La Canela (Coquimbo) por abusos
de jurisdicción, L746.AA,2314, piezá 4. Juicio conha el teniente de los pagos
de Comba¡balá y Pana (Coquimbo) por mantene¡ a¡bit¡adam€nte en prisión
a un m,ine¡o vecino de Cuyo que vive ilicitamente en Chile, 1?47. RA. I3f3,
pieza l. Jujcio contra el iuez del valle de Santa Rosa (Aconcagua) por abusos,
i750. cc. 56, pieza 8. contra el iuez de campo de la doct¡ina de Malloa
( Colchagua ) poi provocaciones, t?60. RA. 1436, pieza 5. Sumaria al juez del
asiento de Baldivia (Rancagua) por i¡eptitud, 1764. RA,2759, piezá 2, Juicio
cdmirial contra el diputado del asiento de Baldivia, 1768, RA, 3156, pieza 18.
Suma¡ia al te¡iente de Guanilla (Coquimbo) por abusos, 1774. RA, 1189,
pieza 2. Sumaria al teniente de [a doctrina de Chanco ( Cauquenes ) po¡ apre_
Lender a un abigeo. 1778, RA. 2598, pjeza 8. Sumaria mntra el tenienle de
Peumo (Rancagua) por üLju¡ias y aprehensión arbitraria de un abigeo, 1782.
RA. 289 y 443, completos.

?3 llustrativo al respecto, en la década del ochenta, es el caso ilel te¡riente
de los valles de Las Laeunillas. M¿itenes. nosario y Vallehermo"o, en la juris-
dicción de Meüpilla. Lás reiteradas quejas que p¡omueven en su contra Ios

¡robladores de esios pagos y el caso omis<i qué haóe de las reco¡venciones del
-mrregidor, dan mérito Imra que éste, después de haberlo suspendido, repuesto
v vuelto a sumender. oDle finalmente por deponerlo. Ni corto ni perezoso el
áiputado rec,lrie a lá iudienc;a, la cüal o.dina que el principal dÉ cuenla
de los motivos que tiene para removerto y nombrar olro en su lugar, Luegot
vislos los antec€denies que aporta el corregidor, el Real Acuerdo dispone que
se le forme proceso. Elevado el expediente a la Auüencia. s€ ordena la ¡emi-
sión del reo a Ia cá¡cel de Santiago. CC. 689, piezá 13.

¡a El suMelegado y Cabildo de San Fernando ¿ la Ju¡ta Superior, 7
octubre 1786. CG,939, pieza 7.
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rniento no faltarían los díscolos que envalentonados desestima¡lan las

ó¡denes recibidas: 'le formarán ¿empetencias, porque ven que no

puede eI subdelegado cen justo motivo quitarles el empleo sin que
primero no se les forme causa y se siga por el trámite del derecho . . . ,

v cuando no se les formase por no merecerlo el asunto, se vería

[-el subdelegado-] precisado a molqstar la atención de V.S., con

informes de una y otra parte" ?5. No obstante, la rea,lidad parece

haber sido algo disünta: los subdelegados al enfrentar un comrin

consenso sobre los desafueros o los delitos perpetrados por alguno

de sus lugartenientes, procedieron sin contemplaciones a destitui¡-
lo. Y se dieron situaciones en que algunos iueces, pese a alcanzar

sentencia absolutoria del Acue¡do de Justicia, no fue¡on repuestos

en los cargos, porque el subdelegado no acató la orden, inhabilitán-
dolos para reasumir funciones 70. Según se desprende de algunos
juicios e informes, los agentes reales esgrimían el principio de que

los auxiliares eran de su elección y dopositarios de su confianza;

principio que inchuo con oportunidad de juicios entablados contra
tenientes por denunciantes que siempre surgían, habían defendido
cún el satisfactorio resultado de aplacar a las partes. Y sopesaban lo
expuesto que era sostener a un iuez sobre cuya conducta se acumu-

laban los públicos reparos o sobre cuya competencia la comunidad
se pronunciaba adversamente; porque, obviamente, al témino de los

cinco años del ejercicio, tendrian que responder por él en el iücio
de residencia, üferiéndose hasta entonces el conocimiento de los de-

litos o de los agravios y debiendo el corregidor o el subdelegado

75 Vrd.. nota anterio¡.
?6 Una de las sumarias más bulladas es la seguida al diputado de la

doci na de Peumo en 1803. Los cargos versan sobre ¡rrmitir luegos prohibi-
dos. amanceba¡se en los bodegones, no efecfua¡ ¡ondas ni de dia ni de noclp,
toÉar conjuntos musicales de ambos sexos y de cosfumbres muy liberales, no
respetar los continuos eüortos del cu¡a de Peumo y otras tachas por el estilo.
El zubdeleeado lo priva del oficio, pero la Audiencia dicta en 1804 sentencia
absoluto a. El subdelegado se niega a repo¡erlo en el ca¡go, alega¡do que
los iueces son .le elección d" los principales y deben coritar con su confianza.
Posier¡ormente, la Audiencia dispone que el nuevo subdelegado permita a
Jerez. como se apellidaba el juez, reasumr¡ funcio¡€s, No obsta¡te, paso otro
año y )a orden no se cumple. RA. 2545, pieza 3;2067, pkza I y CC.52, píeza
77. Juicios por el estilo son: el inskuido al diputado de [,os Parrones y Cadenas
(Colchagual. en 1807, por conducta disoluta, "malversación, tibieza y fraude
en la administración de justicia", Se le imputan los cargos de permitir iuegos
de azar, de bolos y carreras de caballos sjn licencia, con el agtavante üo cele-
brarlos en recintos de su pe$€nencia; mant€ner más de cien ramadas por el
interés que le reportan; aplica¡ penas ¡rcuniarias srn autor¿ación y tr¿tar y
contratar con malhechores que según se sabe son sus Intimos y contertuüo¡s.
FV. 219, pieza 14. Y el formado al diputado de Yáquil (Colchagua ), en t806-?,
''atendiendo las quejas y de¡uncios sobre el trato y contrato ilícito que triene
con los hombres más facine¡osos, ladrones y do mal vMr en el asiento de
Yáquil, inmediatn a l¡ h¡cjenda de los Ce¡va¡tes". Con,cretanr€nte, los cargos
se ¡elacionan .on tri¡nsacciones en ganado robado. FV. 129, pisza 9.
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atenerse a sus ¡esultas, De aproximadamente una treintena de causas

criminales seguidas conba tenientes de iusticia y de minas que exis-

ten en nuestros archivos, las rnás lo fueron por exceso de jurisdicción
o por incuria, las menos por prevaricación o por actividades ilícitas
de los incu¡sos ?7.

Iv. LA cuEs¡óN DE Los NoMBÁA¡4rENTos

Durante la égida de los corregidores constituía un ve¡dadero
quebradero de cabeza la busqueda de suietos condignos del müris-

te¡io en el medio rural; en otras palabras, de individuos enérgicos,

imparciales, de intachable conducta, económicamente solventes, de

decidido empeño por mantener la justicia y demás antecedentes que
por lo menos en teoria condicionaban el nomb¡amiento. Ya por la
década del cuarenta, un agente real echaba de ver la falta de per-
sonas adomadas de la idoneidad apetecible con las cuales llenrr
las plazas: "Lugart€nientes que eierciten la iusticia no se consiguen

en los más casos, así porque a proporción de lo dilatado del partido
son también dilatadas las doctrinas y distritos; como porque espe-

cialmente no hallándose para tales empleos hombres de iguales par-
tes y conüciones que los eierciten, junto este inconveniente con el
ot¡o a la vista de la molestia sin esperado premio, hacen muy dudo-
sas cuando no sin esperanzas las diligencias de la justicia'78. Que
el problema fue tomándose cada veiz más acuciante no cabe duda,

si ha de darse crédito a lo que otro en parecidos términos expresa

cuarenta años más tarde@. Y a fines del dieciocho hacía crisis, por
cuanto entonc€s, además de haber una mayor cantidad de diputacio-
lres flue proveer, la multitud de vagabundos y salteadores que pl.r-
gaba los campos demandaba de muchísimos brazos que dispensaran
justicia: "Casi igual número de actua¡ios destinados a este solo fin,

?? En las fechas que var¡ ent¡e paréntesis se inskuye proceso a los jueces
de los ci¡cuitos sigui€ntes: Peumo (1792-95). RA.828, pieza 1; La Rinconada
( Putaeodo-Aconcagua ) ,(1793-S4). CG. 631, pieza l; Cauquenes (1;95). nA.
2359, ¡neza 8; Sánta Cruz (Colchagua ) (1795-97). RA, 1044, pieza 2; Asiento
mineio de San Ped¡o Nolasco en San José de Maipo (Melipilla) (1795-9s).
RA. 948, pieza 2; Maipo (\4elipilla ) (1796). RA.3158, pieza 12; Rapel
(1800,. RA. 1330, pieza 6r Choapa (lllapel) (1800). CG. 813, pieza 76;
Santa Cruz (Curicó) (1803). R4.627, pieza 2; Peumo (1803). nA. 2067,
pieza I y RA. 2545, pieza 3; Chimba¡ongo (1S08). FV. 129, pieza 15; Naü-
ilad (Col(üaeua) (1809). RA. 2104, pieia l, y Paredones (Curicó) {18I3).
RA. 1809, pieza 3.

?8 El corregido¡ de Maule a Manso de Velasco, I diciembre de 1742.
CC. 1020, pieza 6.

¡9 El suMelegado de \laule a la Supe.intendencia, 28 novie¡¡b¡e -lilj6.
CC. 1020, pieza 4.
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que no es posible poner, ya por los inconvenientes que esto acarrea-

ría como por la escasez de sujetos i¡struidos en la campaña'80. Pues

bien, aparte de los hacendados que parecela fueron siempre prefe-

ridos ¡ror su solvencia y garantía para el servicio, aunque numérica-

mente pocos, no se disponía de elementos entre los cuales alistar

personal. Y puesto que la elección y el nombramiento se efectuaban

"sin mediar noticia, solicitud y pretensión de los interesados" 8r,

e¡a lo ¡nisrno que estrellarse contra un muro pretender convencer a

los que resultaban seleccionados para que voluntariamente presta-

sen su colaboración, teniéndose incluso que conminar con multa a

los ¡e¡ruentes. Es también posible observar que un buen porcentaie

de subaltemos ejercía más por coacción que por inclinación; y al

revisar los procedimientos del nombramiento se tiene la impresiírn

de que la aceptación del cargo dependía en buena medida de la
capacidad de persuasión de que podían hacer gala corregidores o

subdelegados, aunque ante un ¡esultado negativo recurrían a la Srr-

perioridad pa¡a que impusiese su autorldad, doblegando a los te-

naces 82. A partir de la información disponible es difícil precisar crrán-

do los hacendados empezaron a ¡ehusarse de prestar funciones' Pa-

¡eciera ser que remontando la segunda mitad del siglo empezarían

a mostrarse más dispuestos a acePtar la nominación de 'iueces de

comisión"; cometido que terminarian por preferir, no solamente por

tratarse de un trabajo temporal al cual una vez restau¡ado el orden

podían renunciar sin tener que esper¿rr'por el reemplazante, sino

porque no regía prescripción de arraigo ni inamovilidad funcionaria

y la misión específicamente se contraía a cautelar el delito de abi-

geato 83. Como poseedores de tierras y ganaderías tenían mavor iu-

¿o El subdelegado de Cu¡icó a la Audiencia, 5 diciembre 1802. RA. 2132,
níez^ l.' 81 El asesor de la Intendenci¡ de Concepción a la Superintendencia, 8
nrnio 1803 FV. 266. Dieza Il.' 8: De dos petsonás seleccionadas para ilotar la diputsción de Sotaqui, el
subdelegado de 

-Coquimbo 
cornenta al Gobernador O'H-iggins:- "...-será p-re-

c¡a la 
-autorldad dd v.S. para qrre les obligue a su admisión". Informe del

subdelegado ¡elativo al partido,4 febrero 1789. MS.331, pág' 373.-
sB 

.La 
documentacidn 

"o.r*ltada 
ofrece nut¡ido núme¡o de títulos y soli-

citudes de aspi¡antes a "jueces de comisión" de Jos partidos donde poseen

he¡edades, La'amenaza constante que se ci€me sobre flncas y ganaderías es

en la mavoría de los casos la causal de la petición.
De la tercera década del siglo data un bando contra los ladrones de gr_

nado mayor y m€nor, en el cual se contemplan seve¡as medidas contra los

contraventores. Concepción, 7 ene¡o 1730. CC. 406, pieza 23. Un autor anota

oue debido a la intensificación del abigeato se comisiona a los hacendados e:,
i756 oaaa oue aDresen v formen sumaria a cuantos ladrones sorprendrn inctrr-
*¡o"anán dentro áe los iímites de sus haciendas. Bando de 4 ab l1756. CS.
vol 30- cit.- por C.rn¡r¡.c¡¡¡, MARc.E-r-o: El sal¡riado mínero en Chib Colonít¿|,

su desbnolii e¡ ura sociedod prcaincial: el Norte Chlco 1690-1800. Santiago,
1963, pás. 46.
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terés en reprimir los actos delictuosos que afectaban la propiedad y
no tanto los de otra naturaleza. De suerte que, premunidos de la
sedencial que les otorgaba el gobierno y contando con la ayuda de

sus pmpios pmnes y vaqueros, se dedicaban mfu cnmodamente y
en menos tiempo a la tarea de proteger sus vidas, salvaguardar sus

pertenencias y las de los propietarios collndantes de las continuas

depredaciones de lad¡ones y cuatreros, que al promediar el siglo

hacían cuadrilla e, En casos de emergencia podían obtener tefuerzos

de otros justicias para represión del bandolerismo. Era desde luego

natural que pretextaran cualquier excusa p¿rra sustraerse de aquel

otro servicio 85. Descuella, por otra parte, el hecho de que rniraban

los tenientazgos como una obligación múltiple, csnstante y desme-

dida que demandaba tiempo y gastos, no rindiendo mayores Pro-
vechos ni invitando a desatende¡ las ocupaciones del agro, más re-

munerativ¿rs @n menor esfuerzo. Eran razones igualmente valederas,

desde el punto de vist4 los demasiados riesgos que decían correr,

yendo üas Ia pista de los criminosos por senderos escabrosos y terre-

nos inhóspitos; permanecer durante días a veces leios de sus familias
y fincas que en el intertanto quedaban exPuestas a asaltos; eiercer

el cargo indefiniclamente hasta tanto aPareciese otro "candidato";

verse involucrados en querellas civiles o pleitos criminales, etc. Sin

En 1701, uD dec¡eto del gobernador inte¡ino Félix de B€r¡oeta, acogiondo
los clamo¡es de los habitantes de las provincias su¡eñas, autoriza el nombra-
miento de iueces de comisión con co¡oiimiento Privativo en hurtos de ganado
v entreqa ibstrucciones oara orocede¡ contra ellos. Se o¡dena. además. a los

iuects a-cfuar d¡ásticamente para sal; al paso de vagos y malhechores. El {iscal
Sa¡tiago Concha redacta, en diciembre del mismo año, un¿ Inst¡ucción de II
puntoi pa¡a norte de conegidores y jueces en la breve sustanciación de las
iautas. No obstante. la deljncuencia en despoblado no amaina. Su tendenci¿
al aumento motiva la prolife¡ación de jueces de comisjón y de diputados. Acer_
ca de este impo ante tema es de consulta obligada el trabajo de Dn, M,c.Rro

CóNc.nat: VagabunÁtie g sociedad. ftunteritu. Siglos xvn a xx. SantiPgo,,

81 A conrienzos del n¡, un hacendado del pago de Colina recurre al Co-
bierno, pidiendo que destaque allí un juez diputado: "...que evite los conti-
nuos y escandalosos robos que todos los dias experimentamos, pri¡cip¿lmente
en el lado de abajo, mmo en las propras casas de mi hacienda, donde en dos
ocasiones hao abie¡to fo¡ados". Carta de Di€go de Lar¡aín a Muñoz de Guz-
mán. 18 septiembre 1804. CC. 81.3, piez¿ {2. Una representa.ión po'terior de
un hacendado del mismo lugar <.orrobora la necesidad que alü habi:r de jue-
ces: "...este valle se halla lleno de ladroncs y hombres ente¡am€nte descono-
cidos. por Io qu€ experimentamos todos los hacendados gravísimos pe¡juicios".
Francisco Ramirs¿ a la Presidencia, Colina, 5 abril 1808. CG. 521, p:eza 3.

8¡ El subdelegado de Maule en I79I remite a la Superiotendencia sendas
súplicas de dos ha]cendados de Ia zona que se niegan a sewir las diPulaciones
de Paredones y Vichuquén y se lamenta de no encon rar con quienes proveerlas.
CG. 598. pieza 5. El diputado de Diaguitas del valle del Elqui, prctende exi-
mi¡se del servicio a causa de la nume¡osa prole que debo mantener. Oficio d€l
subdelegado de Coquimbo a O'Higgins, 30 octub¡e 1789. CC. 703, pieza L2.
Otros e¡emplos en: info¡me del subdelegado de Coquimbo relativo al partido,
.{ febrero 1789, lvls.331, pá9.358 y ss.
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embargo, a despecho de cuantos inconvenientes había, muchos ha-
cendados buenamente prestaban su concurso para reparar agravios
y satisfacer la vindicta pública.

Por demris estaría relevar aquí los problemas que solían sobre-
veni¡ de esta dualidad de roles *teniente o diflutado-hacendado-,

iustamente en orden a amparar y defender al campesinado, sobre el
cual era por demás manifiesta la preeminencia de los propietarios
de tierras. En no escasas oportunidades los intereses de unos y otros
se contraponían, porque el hecho de ocupar una posición social o
económica influyente y detentar jurisdicción favo¡ecía que el arre-
glo de los dife¡endos se llevase por canales informales y según los
intereses personales. Ejemplos hay de jueces-hacendados y,/o pro-
pietarios de minas que no se inclinaron precisamente por la causa
de la justici4 sino que por sus propias cúnveniencias; y hay juicios
en los cuales se solicita su inhibitoria para ventilar litigios en los que
se temía que actuasen haciendo las veces de iueces y partes s, Y se-
ría superfluo que irxistiéramos en que a la temprana creación de la
institución habia, entre otras causales, concu¡¡ido la de evitar que
los eucomenderos, los grandes teffatenientes y los doctrineros se sin-
tieran con b¡íos de atribui¡se iurisdicción y actuando en forma b¡u-
tal o arbitraria sancionasen al campesino por pequeñas infraccio-
nes; en otras palabras, habían sido instituidos para "desagraviar a
los mise¡ables que por sus improporciones y distancia de los recur-
sos sufren algunas veces extorsiones de la prepotencia de los pode-
rosos" 87. Aunque no nos asista certeza plena de que se extremasen
desde u¡r comienzo las precauciones tendientes a prevenir la disyun-
tiva iuez-hacendado, es presumible que el trascurso del tiempo la
haya mitigado, a1 no disponerse siernpre de sujetos idóneos que no
fuesen hacendados ni dueños de minas en los cuales depositar las
comisiones. La infonnación relativa al dieciocho muestra que cor¡e-
gidores y también subdelegados por lo geueral se fiiaron en ellos,

80 En 1786 se suspende del cargo al teniente del alcalde de minas del
asiento de Petorca debido al pleito que sostiene c{)n un tal Mu¡túa sob¡e des-
lindes de las propiedades mineras de ambos. RA. 2223, pieza 9. En este iui-
cio se objeta expresamente que un iuez posea propiedad minera en el mismo lu-
ga¡ en que d€be imlrartir iusticia. El gobernador Jaúregui a la Audiencia sobre
lo mismo, 30 julio 1778. FY.27O, píezc 13. Vid : CC. 688, pieza 17; RA. 876,
pieza l; RA. .t881, pieza 3; RA. 1972, completo y RA. 2311, pjeza 7, En 1182,
el teniente de justicia del pago de Pupio ( Quillota ), se querella civil y crimi-
nalmente con el teniente de minas del mismo asiento por agresiones: '...ha-
ciendo unas mensu¡as de varias estacaminas en el cerro de Las Canaletas de
distintos sujetos,.., me apaleó y sacó un cuchillo de malca mayor, porque
l€ contrad¡je la operación como interesado". CC.309, pieza 40.

87 O Higgi¡¡s al ministro Porlier, I s€ptiembre U88. En V¿st¿¿ o las pro-
tincios del Norf¿. RCh. HC, Tor¡¡o LXIII, Ne 67, Santiago, 1929, pág. lI9.
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más cuando no los hallaron o no lograron vencer su repugnancia

por el oficio lo confiaron a aquellos que consideraban más aPtos'

No era ciertamente trabaio sencillo da¡ con "voluntario idó-

neo" s8. Dando por hecho que el principal allanase Ia resistencia que

oponía el residente calificado que se encaslluetaba en rechazar la

judicatura, inclinándolo favorablemente a un desempeño al menos

provisional en tanto que surgiera la persona que de motu proprio

se aviniese a ello, siempre estaba latente el problema de la subroga-

ción 8e. No fueron infrecuentes los conflictos que por este motivo

se suscita¡on ent¡e la auto¡idad y los que en vútud de una designa-

ción interina refunfuñaban que salían periudicados y pom o nada

hacían a la expectativa de un eventual relevo. Tampoco fueron in-

frecuentes los casos de iueces que debieron mantenerse ejerciendo

entre quince y treinta y aún más años contra su voluntad, suplican-

do constantemente por exentarse 00. Concurría asimismo, otro agra-

vante que conspiraba en extremo contra la admisión de un tenien-

tazgo. Por tratarse como se trataba de una función delegada, mera-

mente subalterna, que no apareiaba adquirir Prestigio ni gran auto-

ridad, aunque lo pareciese, la gran mayoria la desdeñaba. Junto con

cotizarla como una ocupación ingrata, se opinaba que ser iuez de

a8 Conocenros un solo caso de solicitud $oluntaria para prestación cle ser-
vicio. Se t¡ata de Jacinto de Ia Cruz y Ramirez, profesor de p¡imeras lrtras' qr¡e

a la'sazón d.r*-ó"aa el tenientazgo'del distriit de Ia cuesta Ce Los González
\ Tingui¡irica, IuÉ¿¡ contiguo al camino ¡eal que baja a La Frontera y que es

recono-cido como 
-guarida de forajidos. En 1792. de La Cruz pide que 'e Io des-

i^oue en la dipuüción de Chim'barongo. CG. 600, pieza 12. En 180s, e1 sub-
J"i"n"d" d" Sa^n Fernando lo p¡ovee nievamente en la m.isma diputación debido
, o.L".o u destitución del iüez del circuito. FV. 129, pieza 15

' ¡g El iubdeleg¡do de Coquiobo escribe cómo se há desengar-rado del te-

riente oue elisió Dara la n,tevi diputación de Barraza, "viendo la rssistmci¿
i"u"n";¡ie q""-¡ui" después de haberle ¡emitido el titulo correspondiente des'

"'.1t"¿o *ir V.S.". Problema similar se le plantea con "l de Tambo, tlt-
i¡i¡tamento segregado a Ia diputación de Dialuitas. Oficjo ¡l goben'ador, 2{
marzo 1789- CG. 665- oieza 8.

0o El teniente del óircuito de Varicaporo (Chillin) pide en 176{\ser re-
levado de las funciones que durante 18 años presta ininterrumpidanrente. CG'
go 

"i"á fs- Del diputaáo de Piedrablanca, utto de los 29 tenientazgos 'le la
suüdelegación de Coquimbo. el pri¡cipal aüsa a la Supeúoridad que es con-

tinuo pietendie¡te al-relevo'y mmo'1a neeesidad absoluta de su -persona ha

he"ho 
^so.do al subdelegado áe sus clamo¡es". Sob¡e el de Choros dice que es

'ui "i ,i"i". apto- "sin "emb¿¡go de la suma repugnancia que ha manrfestado y
Lnon"¡"r cooúnrr'a. que tienJ hechas". Y como del de Tongoy ¡ecibe diversas

i,iptl"ár p.t" 
"**iari" d" seguir en el cargo, no se Ie ha admibido p-or faltr

¿J.ui"ioi 
^ 

quienes encomend"arles el empleá i que lo recibiesen con voluntad"'
lnlorme del'subdelesado is Qo'quimbo. relativo al pühdo. 4 febrero 1789
iis.5¡1, pÁg.. cse i ss. el subdilegado de Colch¡sui-reempla¿a 

^en 
el ultim'r

ano <lel silg6 a va¡ioo i.re".s con más de l0 airgs in funcio¡es- Oficio.a Del
iino. l2 oi"ie-bt" 17é9. CC. 609, piez¡ 8?. El suMelegado de lllapel avi'r
al góbierno que Ia diputación de San Marcvs está interinamente servida por un

i"ui q"e tiu"u mós di ¿o años y por sus achaques no puede corr€¡ los canF
pos. Oficio a Del Pi¡o, 16 abril Ii99. CG. 394. pieza 93.



Er- ¡unz or ceuno

carnpo era lo mismo que transformarse en sirviente del público:
'Aquel po.bre juez [-manifiesta un subdelegado-] no tiene otra
culpa que ser obediente, por esto no es mucho no haya quien quie-
ra serlo en las campañas" or. Evidencias hay, las suficientes, de que
corregidores y subdelegados al enfrentar reemplazos de auxiUares
que fallecían o que estaban impedidos físicamente para coner los
campos, de subrogar al que exoneraban de funciones o de dotar nue.
vas diputaciones, no tenían más alternativas que confiar la judica-
tura a los comedidos, aunque se tratase de hombres medianamente
hábiles y hasta sin calificación s2. Semeiantes arbit¡ios hab¡ían sido,
según opinión de los críticos del sistema, los que terminaron por mi-
nar la organización y contdbuir a su desprestigio: "Como este juez
subsidiario es subalterno, no quieren admiti¡ el cargo los hacendados
de distinción o de comodidades; en este caso es preciso que la comi-
sión recaiga en algunos infelices y algunas veces en mavordomos de
haciendas" o3-

Bien sea que se achacara la degradación del régimen a la ce-
nazón de los hacendados por su cada yez mayor reticencia a co-
Iabora¡ o que se inculpase a corregidores y subdelegados por su
desaprensión en nominar recunentes de reconocida incompetencia
y más encima mostrar indulgencia y tolerancia con ellos, como se

argumenta en varios casos, el asunto era que positivamente se ter-
minaba por cuestionar los beneficios que podía brindar una organi-

0l El subdelegado y el Cabildo de San Fern¡ndo, 7 oc:ubre 1?88. CC.
939, pieza 7. Y el subdelegado de Rancagua a O Higgins, ts ab¡il 1i92. CG.
813, pieza 46,

o¿ El suMelegado de Coquimbo estima que €n la dipulación cie P:rchingo
bay un solo homb¡e en quien delegar, aunque no Drecjsamente idón,o: ...en
un dislrito donde no hay quien sepa lee¡". Asimismo, reconoce que el iuez del
mnflictivo as¡e¡to minero de Andacollo c¡reee de aptiturles prra la funció,,
pública: ". .. por debilidad de salud y de espirjtu hay que disimu)ar'c ,u, na-
turales defectos hasta que la Providmcia próporcione olro mác ooortuno . ln-
forme del subdelegado de Coquimbo ¡elaiivo-al partido, 4 febreio 1Í89. \fS
331, págs. 358 y ss. El principal de ltfaule opina qus Ios iueees de Par€Llo¡r(s y
Vichuquen son unas uulidadei, "...son insolventes para el cargo; Antonio \fo-
¡ales si¡ve 30 años y el de Vichuquén está 1l años; la falta de justicia me h¡
visto precisado a disimula¡ los indolentes". Vicente d€ la Cruz a O'Higgins, oc-
tub¡e 179I. CG.598, pieza 5.

s3 RelaciórL de gobiemo que dz¡ó el Sr. Marqués d.e Aailés. Presklcnte dc
Ch¡Ie, a stt í¡cesor el Sr. Don looquín ¿el Pino (t798-1797). En "Anales de
la Universidad de Chile". T, XLVIL Santiago. 1875, pás. 448.

Que sepamos, muchos jueces se reclutan entre pequeños artesanos. mi,
neros. labradores, come¡ciatrtes y t¡abajadores de las haciendas. Con ocasión
de la üsita al No¡te, O'Higgir¡s ordena que comparezcan los diputador del par-
tido ¿le Coquimbo, a fin de reconoc.e¡los personalmente: "les despaché titulo,
deco¡osos [-dice], para alentarlos t' quita¡ como conviene el abatifiieDto y
desp¡ecio con qué pol lo ¡rasado eian- mirados estos ministro5". O'Higgins ;l
ministro Valdés, Quilloh, 3 ab¡il 1789. En "Visita a las provinciás...",
pÁs. 129.
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zación personificada por gantes analfabetas y de baia estofa: "¿Y

qué buenos efectos se pueden esperar de la multiplicidad de iueces?
De unos iueces que es preciso adivinar para hacer sus nomb¡amien-

tos y que ¡ara vez se aciertan por la general corrupción de sus cos-

tumbres. No otra cosa que un desorden y cúmulo de delitos' que-

dando impunemente los delincuentes a la sombra de estos mis-

¡¡e5 . . ." e3a. A Fsar de las lagunas de la información, pareciera ser

que a mediados del setecientos ya estaria tendido un verdade¡o

círculo vicioso en torno al oficio, correspondiendo a los hacendados

su cuota de responsabilidad, no sólo porque resistían cooperar, sino

además porque se erguían en los oponentes mas firmes y molestos

de los tenientes. P¡ofesaban abierta malquerencia a los reclutados

entre las capas sociales inferiores, considerándolos unos advenediZos

v aludiendo a ellos en términos despectivos. Desde su Perspectiva
aparecían como indignos de administrar iusticia. Se obstinaban en

hostilizarlos, enfrentándolos con P¡ePotencia y enervando sus dec.isio-

nes #. No les faltaban oportunidades para recusarlos ni para formar-

ies competencia a los princi.pales por cualquier f¡uslería. Un eie'rn-

plo suficientemente gráfico nos ahor¡a mayores comentarios: cuando

el subdelegado del partido de Rancagua que apoyaba a su üputa-

do del pago de Biluco Porque se negaba a autorizar que el hacen-

dado de la localidad ctmstruyera una cancha de bolos en ter¡enos

de su hacienda, debido a los disturbios que Provocaban espectadores

y apostadores, exponía eI caso a la Superioridad, categóricamente

erpresaba que de ordenársele desautorizar al auxiliar, nadie querría

allí ser iuez "porque no habrá quien ocupe estos destinos tan útiles

al público, al paso de estar tan abatidos y subordinados baio el vu-

go de los hacendados. '., cuando están, inmediatamente divisan

¿l incontrastable muro de los dueños de haciendas para proceder en

iusticia y que a éstos les es muy f ácil destn¡i¡ y mrxumir a los di-

putados, que regularmente son unos miserables escasos de cultura

v facultades" 05.

eaa Informe del ir¡tendente de Concepción a la Audiencia, 6 diciemble
1804. FJIVE., vol. 3, Pieza 37.'-_ _*-ó"urlo}t", 

hav e" qu" se demuest¡a con hechos el conflicto latente
ent¡p hacendados v tónienles. Asi, en l??4, el marqués de Cuana le atiza con un

rondón al aux iar'det corregidor de Coquimbo, porque Por orden- de éste pre-

te"día lie¡les un bando a loa indios de la encomienda de Guanilla y el mar-
q"¿" ." op""i". luicio contra Manuel Morale-s, teniente de Cuanilla,. 1774- RA'
iI8ó- o¡á 2. vrd., lcts juicios siguientesr de los mineros de Tiltil conha el
i."r"i.'É ¿" L"*ou- izoi. RA. ts¡I. pieza 3; contra el teniente del asiento

minero de Baldivia, 1776. RA. 3516, pieza 18, y rcntra el diPutado de Peumo,

1803. RA. 2067. oieza 1. Vid.. ademá6 nota 97- ss Ei subdeligado de Rancagua a O'Higgins, 1 abril 1792 CG 8I3, pie-
za 46.
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En el período de los subdelegados, por circunstancia de haber-
se condicionado el nombramiento y limitado os¡ensiblemente 'Ia

mmpetencia de los jueces, hubo por parte de algunas autoridades de

partido vsible preocupación sobre que existiesen quienes espontá-

neamente aceptasen servir. Reparaban en que ya había demasiados

impedimentos llue vencer para conseguir subalternos üscilinados,
manifestando que dada la experiencia que tenían lo más seguro sería

que unos tenientes cun nombramiento a título tan precado no se

esmerarian en absoluto por cumplir y la administración de iusücia
se dispensaría a la diabla: "porque sujetos de la irst¡ucción y calida-

des que deberian tener dichos empleos no los hay, porque los prin-
cipales hacendados ninguno ha querido obtener el empleo antiguo
de teniente de cnrregidor, y ahora la apreciarán menos por las limi-
tadas facultades que les quedan..., y no cumplirán con las obliga-
ciones que les son anexas a su empleo, porflue se harán cargo de

que e1 subdelegado del partido no los ha hecho jueces; que cono-

cían así comisarios camo capitanes del número que con motivo de

haber tenido y tener títulos del Superior Gobierno, se habían res-

friado en todos los asuntos del Real Servicio, porque la voz común
entre ellos es que el empleo que tienen no se los ha dado el subdele-

gado y por este motivo se han ¡esfriado unos y otros" sd.

Todas ias evidencias parecen lnücar que mucho antes de que

feneciese el siglo la reputación de los jueces y la imagen que irra-
diaba la iusticia estaban bastante venidas a menos. Poco a poco ha-

bía ido desapareciendo el respeto y el sentimiento de las ierarquías.
La desilusión de algunas autoridades ante la disminución del espi-

ritu cívico las había hecho reaccionar con resignación, con una suer-

te de aceptación de que no importaba qué hombres fungieran de

iuez antes que aceptar el vacío de autoridad o la anarquía. Si bien
l¿s fallas de esta organización de,policía rural eran de dominio pú-
blico, no es menos cierto que existía plena convicción de que cir-
cunstancias diversas -conüciones sociales e institucionales inseguras,

¡ecursos limitados, deficiencias del sistema de comunicaciones, re-

crudecimiento del bandidaie, vagancia y robo, etc.- se combina-

ban para hacer poco menos que insoluble eI problerna. Al socairo

de quejas sobre la inescrupulosidad con que se escogía a los adiu-

tores de la ley y de las semipermanentes denuncias de que tenían tra-
tos y amparaban a bandidos y ladrones, los subdelegados csn üversa
fortuna proseguían designándolos, esperanzados en que actuando

s0 El subdelegado y el cabildo de Colchagua a la Superintendencia, 7

octubre 1786. CC.939, pieza 7. Y oficio del aseso¡ Dr. Rozas a O'Higgins,2l
abril 1789. CC.96l, pieza 13.
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baio su mirada vigilante no desafinarían. Muchas veces conscientes

de sus poco! talentos y de su acidia tenían que hacer la vista gorda

para salvaguardar la concordia y el orden s7. Les rnantenían la cnn-

fianza en tanto en cuanto un comportamiento negligente o desviado

no se hiciese acreedor de correctivo, porque de lo contrario, según la

gravedad de los cargos, sin contemplaoiones procedían a suspenderlos

o a separarlos de funciones e8. Se tenía en claro que un iuez en fin
de cuentas e¡a sólo una pieza que no comprometía a todo el engra-

naje 1'uücial y se sabía que había que hacer frente a esa y muchas

otras cortingencias, "siendo preciso entre ellas navegar; sería peor

dejar la nave de la justicia en medio del gol{o y sin alguna fiia di-
rección, que aunque ent¡e riesgos la conduiese a puerto" e0.

V. JunrsnrccróN cB.ñlrNA! Y sus ¡NcrDEriIcrAs

¿Qué rol iugaron nuestros tenientes en esta mate¡ia y qué efec-

tos práctims se deducian de su intervención? Intentaremos dar res-

puesta a ambas interrogantes sin pretender agotar el tema. Si ha

de considerarse que por la época de que tratamos no hubo prácü-
camente autoridad de parudo que pudiera lisoniearse de ver libre
de insociables y ofensores su demarcación, podrá calcularse cuan

agobiante debió ser para un iuez de ci¡cuito intervenir en terreno

tan enmarañado y resbaladizo como éste de la iurisd:icción en lo
criminal. Ya la empresa de poner proa a la vagancia y al bando-

lerismo en carnpo abierto, fenómenos más o menos crónicos, reque-

ría de por sí bastanies esfuerzos. Pero por la fuerza que tienen las

cosas, los trajines de los iueces en general y de los auxiliares en par-

ticular hubie¡on de intensificarse cada vez, hasta extremos de que

hubo períodos y áLreas en los cuales se consumía la mayor parte del

97 Recurso presentado en 1760 por un hacendedo <lel pago tlc \lalloa.
sob¡e que se destituya al teniente de la doct¡ina porqu. no puedc pairr a su

hacienda sin tene¡ que soportar las provocaciones y vitnPerios del juez. Denun_
cia al corregidor por sosténe¡lo en funciones, a pesar de que en tres oPo¡tuni-
dades lo hi notificado para que lo deponga, RA. 1436, pjeza 5 V.rrius- recur-
ios p.esentados por ha&ndadbs de Cdlini contra el iuPT por ln fal'a ,le ctl"
en sus obligaciones. Abril 1808. CG,52I, pieza 3.

9¡ El iuMelegado de Cu¡icó a DeL Pino sobre la destitución del dipu-
tado de Ranguili y Vichuquén por sus malos procedimientos y abandono que hizt'
del ca¡go. Adjunia ca¡tai suscritas po¡ tres denunciantes y solicita- autorización
paia de-sien¡r'un reemplazante, CC. 406. piez¡ t6. El :'ubdcleg:rdo cle lllape)
comunica-al Cobierno que depuso al juez de Choapa por las 

'nces¡ntes 
quej¿'

oue habia en tu 
"ont,i. 

C,C.- 8I3, pieza 76. Y el subde)egado de Colchagrrn
a sa del arresto del iuez de Chimbarongo por mala conduc:a y alrevimiento'
c.on el cura del circuito. Enero 1808. FV. 129, pieza 15.

ee Info¡me del subdelegado de Coquimbo ¡elativo al parrido. 'l febrero
1789. MS. 331, pág. 359.
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tiempo en perseguir vagos y rastrear cuatreros, no pudiendo pres-

tarse la debida atención al resto de las funciones del oficio. No obs-

tante, cuando se pasa revista a las fuentes manusc¡itas saltan ine-

vitablemente a la vista los reveses y frustraciones de los justicias'

contrastando las diügencias nunca escatinradas para prevención y
punición de los crímenes, delitos y contravenciones con los insigni-

ficantes éxitos que mronaban la acción de los iueces. Se tiene la

impresión de que por mrás que éstos se proügasen, sus desPliegues

representaban poca cosa. E¡a como si de antemano hubieran esta-

do condenados a obtener unos miserables logros, cuando no a des-

vanecerse eü una suerte de expediente sin destino. ¿Estaban dadas

las c,,ondiciones esenciales para que los cometidos de los auxiliares

del corregidor o del subdelegado, uüa vez que practicaban el a¡resto

de un malhecho¡ y entregaban a la justicia ordinaria los anteceden-

tes del caso tuviesen la continuidad requerida, cumpliéndose así con

los obietivos de la ley y de las instituciones c¡eadas para eiecutarla?

La realidad parece empeñarse en indica¡nos que esto era algo más

ilusoúo que real; que las cosas no se presentaban, por decir así, nada

de sencillas en ese dominio. Muy por el contrario' Impedimentos

innumerables, así permanentes como mntingentes, ent¡ababan las con-

secutivas instancias iudiciales y encadenándose unos con otros de-

formaban indelectiblemente el concePto de lusticia y la función iu-
dicial, dando poco menos que al traste con los obietivos de asegurar

a los habitantes la propiedad de los bienes y las coniliciones de vida,

e impedir que prosperase la impunidad' Algunos impeümentos no

era nuevos. El hábito de la población del país de viür en completa

dispersión con{iguraba sin lugar a dudas la primera constante que

a guisa de telón de fondo gravitaba decisivamente en la mater¡a:

"Este modo de vivir de nuestros españoles en Chile [-escribe un

mandatario-] es causa de graves crales, pues en lo civil y politico

se crían los hombres y muieres sin saber leer ni esc¡ibir y sin aquella

cultura y policía que da la compañla y sociabilidad y se em-

baraza la administración de justicia, siendo incapaz de rondarse

el modo de habitaciones distantes, ni de aprehender ni perseguir

a los delincuentes, que cuando ocurre el corregidor o los tenientes

han tenido sobrado tiernpo para la fuga; lo cual da más libertad a

delinquir" roo. Ya desde los inicios del siglo, cuando se adoptaron

las prirneras determinaciones sobre el cr¡mplimiento de las Reales

cédulas e instrucciones que disPonía reducir a poblados a los dise-

100 'Relación que el Dr. Dn, José de Santiago Concha, oidor de la Real

Audiencia de Lima,^hace al Excmo, S¡. Dn. Cab¡iel Cano.. ., .Qantiago, 15 de
diciembre de 1717". MS. 178, Ne 3906.
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minados habitantes del Reino y comenzaron a surgir las primeras
nuevas vitrlas, las expectativas de los sucesivos gobiernos se cifraron
en que en la medida que fuese tomando cuerpo esta política de ir
concentrando las gentes, se irían solventando las deficiencias que
desa¡ticulaban la organización regional, civil y eclesiástica: inca-
pacidad de los agentes reales para gobernar corregimientos vastos

y fragmentados en distritos suceptibles dg transformarse en efec-
tivos cantones, y de la Iglesia para brindar 1a protección y pasto
espiritual que requerla una siempre acrecentada feligresía; incerti-
dumbre y tensiones en el agro, secuelas del régimen de propiedad,
la demanda de tierras, las relaciones de trabaio, la mestlzación, el
vagabundaje, ob¡as de bien común frenadas por la falta de presu-
puestos municipales, etc. Paulatinamente, la población adquiriría
buenos hábitos y la cultura y policía que dimanaban de la conv!
vencia en comunidad, cual los estados bien reglados. Sin embargo,
la práctica fue encargándose de patentizar que con villas o sin ellas
los usos invete¡ados continuaban prirnando; que ur estimable por-
centaie de la población rural se aferraba a subsistir aisladamente,
aleiando así las esperanzas de hace¡ reinar el orden y la equidad
y, en fin de cuentas, haciendo zozohrar esa organización social
concebida y ¡egulada a base de cdterios e instituciones occidenta-
les. Debe también ¡ecanocerse que el sostenido aumento de la po-
blación que se contempla du¡a¡rte el siglo, en unas comarcas más
que en otras, coadyuvaba en buena medida en frustra¡ todo propósito
de actuar eficientemente en lugares ¡ecónditos dependientes de una
jurisdicción. Tanto las autoridades regionales como las municipales
protestaban muchas veces por la abrumadora carga de trabajo que
se sumaba a la no¡malmente ¡ecaíd¿ sobre sus hombros; por los nu-
¡nerosos frentes a rlos cuales dispensar atención y por requerirse por
doquier de esfuerzos y perseverancia su,periores a su limitada capa-
cidad física. Y cumo si ello hubiese sido poco, debían encararse más

encima los problemas originados por la falange de desplazados que

agitaban los ambientes y por los prófugos de la ley que sentaban

sus reales en los distritos como en su casa, provocando revuelo y
desasosiego entre el con{undido campesinado, puesto que sobre él

enderezaban sus impulsos delictógenos, haciendo problemática su

erradicación: "El que sale a las campañas y partidos [-se lee en

un informe-] encuentra a cada paso hombres montados que viajan
en diligencia; los unos dicen que van en seguimiento de los caballos

que les han robado, los otros, de los bueyes, vacas y ganado, o de

los trastos, alhaias y especies que les han salteado o sust¡aído <ie

sus casas. Los mismos ladrones y bandidos vagan con estos pretextos
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en los territorios en que no son cunocidos, ¡torque el motivo es
veroslmil y Jas gentes lo ejecutan con tanta frecuencia que toilos lo
creen y nadie lo €xhaiia" loo e, Con las naturales variantes que in_
troduce el tiempo y el espacio, semejante panorama pur""" ot", 

"tono durante la última centu¡ia colonial con las vivencias de aquí,
de allá y de acullá. Y antes de que ella expirase, esa población
excluida de los ma¡cos sociales habituales que obtenía del pillaie
sus medios de subsistencia, por qué no de supervivencia -los textos
subrayan sus "malas inclinaciones", su propensión al desorden, vi-
cios y violencia, lo cual no parece ser simple apriorismo sin rela-
ción con la realidad-, y que cunde en la pre Frontera y La Fron_
t€ra, áreas criminógenas por excelencia, habrá de configurar uno
de los males endémicos más alarmantes de] Reino, cont¡a el cual
parecían estrellarse los intentos que se hacían por remediarlo, según
decir de los mntemporáneos.

Aunque a sabiendas de que se corre el riesgo de no poder
recrear con alguna precisión lo que realmente acontecía en unos
habitat carentes de medios de expresión acerca de sus propias vi-
vencias -disponemos por lo pronto de testimonios aportados por
otros sectores sociales, exceptuándose aquellos documentos más
fecundos que son los iuicios contra los tenientes y los juicios en
primera irxtancia de los archivos judiciales-, creemos que la per-
sistencia que se advierte en las fuentes de mencionar los antecita_
dos problernas -demasiado ligados entre sí como para poder ais_
larlos-, es reveladora, por su misma repetición, del diario aconte-
cer. En el espacio agrario la vida e¡a rnísera, de perpetua zozobra
e inseguridad: insuficiencia alimentaria,,¡restes, enfermedades,
malas cosechas, ca¡encia en todo orden de cosas, calamidades me-
teorológicas, telúricas, etc. Los cuadros regionales no sin preocu-
pación veían día a día ensancharse el perímetro del bandolerismo
sin poder hacer mayor cosa para ponerle dique. y veían, asimismo,
cómo se degradaba la justicia y la práctica de la ley se desligaba
de los est¿tutos escritos, más los efectos que todo ello acar¡ába.
A la espera de monografías que traten de estos tópicos, delimitán-
dolos en su magnitud y alcances reales que ignoramos, hemos de
contentarnos con algunas ¡efe¡encias que eventualmente nos brin-
dan los manusc¡itos, por ser las que siguen:

"... Pa¡ticula¡mente de la otra banda del Maule [_co_
rregimiento-l no hay de quien poderse fiar para poder

r00a El as€sor de ConcepcióD al pte. Muñoz de Guzmá¡, lg agosto 1g04.
FJIVE 3, p.eza 3?.
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eiecutar cualquier diligencia' mediante que los mrís son

u'briq"dor", dJ hdrone" y otros les dan aviso; pero no obs'

tantE, en el día mismo salgo de esta villa para la Isla mn

gente, a fin de arrest¿¡ los ladrones que V'S' encarga y

i"ustamente los que los aposentan en sus casas "101'

' "Po, doce .ños de residencia en el partido l-subdele-

sación de Cauquenes-] tengo exPeriencia que es imposi-

tl" qr" "l subáelegado pueda cumplir todos los negocios

qu" 
"lli 

a. presentan' menos aú¡ lo tocante a casos crimi-

,i"1"., " ""*a de la gran extensión de territorio; y los te-

nientes de iusticia poi la escasez de facultades y jurisdic-

ción compeiente o tenerla muy lirnitada, no llenan ni su'

plen las 
'necesidailes de las providencias que requiere el

vecinda¡io..."1@,
"La sede ilel subilelegado dista de la doctrina de la

Isla tle Maule de L4 a 2A leguas, y como el subdelegado

l-Cauquenes-] no puede atendella, esto conduce a que

esté áa d. lailrottei, bandidos y facinerosos que aI1á van

a refugiarse como a casa de asilo, los que persiguen en

Talca I otros de la Provincia, con 1o cual queda en la ma-

yor imiuniilatl eI robo, el latrocinio, el abigeato y la ocio-

sidad..."1G.
"El partitlo de Talca l-subdelegación de Maule-]

siempre lia ter¡ido renombre de ser eI lugar de más ladro-

nes del Reino de Chile . . ." lE'

"No se por qué fatal desüno esta Provincia l-Concep-

ción-] ha sido ón tanta frecuencia molestada por eniam-

bre dá bandidos, ladrones, salteadores y homicidas que la

han desolatlo y devastado. Los viajeros más céleb¡es han

notado y divulgado en la Europa la propensión singular de

estas eentes al hurto' y en esa misma capital y Provineia

[-saniiago-] cuando se nombra a un Maulino se le teme

como a un ladrón . . ." 1q'.

101 El co¡¡egidor de Maule a Guill y Conzaga, 8 iunio, 1?64 C^G.39'1'

"i.- 34: A ;;;';; ábundamiento puJá-" '"on'"tt"ñ"' otrá ca*a del correeidor

Éi"*riü lltiliti.- t" fecha 20 novñmbre 1778' reiterando lo expresado en srrs

'.iriiil,"" i"- zii i; mavo v 5 agosto dcl mismo año sobre "el {alal esrado en

i,':';-it"il; la p¡ovintia fior haberse jnfestado de ladrones' cuadrillcros y

lJi"Jor"r de caáino.". Cc. II7, pieza 72'**;;'ii 
tt¡¿Ji"l"¿" ¿. cauqú"""t 

"al alsor de Concepción' I0 dicienbre

I?88. CC. 686, Pieza 7." ""io.""rir áiJioi'á" ión""p"i¿n a o'Higgins. 6 abril 1789 CC 68-6' pieza 7'

iü Bi Jjüáá"üi¿" á;ii;ú ; ctHiñl*,'2 marzo l?er' cc 8r3' pieza ?1'

1¡tl a V€¡ nota 100a.
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'Desde que entré como subdelegado l-Colchagua- |

no ha habido día en que no lleguen denuncias de ¡obo de
ganadq pero nunc¿ se logra ver el fin de sus causas . . ." 105.

"No hay diputación [-Curicó-] que no esté llena de
lad¡ones, sin que Ios iueces diputados, que por otra parte
tienen que atende¡ a sus haciendas y ministerios para man-
tenersg puedan formar tantas sumari¿rs, prender tantos de-
iincuentes, mantener muchísimas prisiones y tomar las pro-
videncias concernientes al caso. El partido por un cómputo
aproxirnado consta de veinte a veinticinco mil almas, en-

tre ambos sexos, chicos y grandes; el núme¡o de los hacen-
dados con el de los chacareros y p€ones honrados que viven
de su trabajo, no pueden pasar por igual cálculo de cuatro
a cinco mil; descontando aquel pdncipal, queda un exceso

número cual se puede ver de personas vagas que dedicadas
al ocio y no teniendo las más de qué subsistrr se han de
dedicar al robo y otros excesos.. ." ro0.

"El orgullo y la insolencia de Ia plebe se hace incon-
tenible en sus desórden€s y rara vü, deia de haber uno o
dos muertos [-subdelegación de Rancagua-], y sin respe-
tar a ücho iuez, muchos se desnudan, roban y cometen
otros escándalos . . ." 107.

"No hay quien se aplique de veras a la labo¡ minera,
atemorizados de los litigim que se mueven, extorsiones y
violencias que se experimentan, mediante la copia de hom-
bres ociosos y vagabundos destinados al robo y disf¡ute de
Ias mejores mhas . . ." ro8.

"La multitud de rateros, ladrones y salteadores que
infestan las poblaciones, campañas y caminos del Reino, ha
consternado siempre a sus habitantes honrados, pero mrís

que nunca desde que varios enmascarados se han atrevido
a asesinar al conductor del correo del Rey. .. , a la salida
de esta capital; y dentro de ella poco después, acometiendo
de noche a un eclesi¡ástico dentro de su propia casa y en

105 El subdelegado de Colchagua a la Audiencia, octubre 1?98. RA.2942,
Di€za I.' loo El subdelegado de Curicó a la Audiencia, 5 diciemb¡e 1802. RA. 2132,
Dieza I.

r07 El subdelegado de Rancagua a O'Higgins, 26 julio 1789. CC. 5,16,
piezR 6,

roe lnfonne del liscal losé Perlecto d.e Salat al Reg sobrc eI Reino.. .,
en DoNoso: Un lelrudo clel siglo,.., I, pág. 11.3.
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medio de su familia, exigiéndole con pistolas a los pechos

el caudal que ténía . ' ." 
¡oo.

En distintos momentos, al rnenos en ciertas comarcas, en que

con especial virulencia se acusaban las violaciones de la ley y el

orden, corregidores y subdelegados, alcaldes y demás iueces se di-

rigían a la Auüencia clamando Porque se les Permitiese adoptar

medidas disclplinarias más drásticas; esto es, facultad para prrnir

localmente delitos y crímenesllo, lo cual habría requerido conce-

derles mayor discrecionalidad en la imposición de sanciones v eje-

cutoria de sentencias, cosa que se oponía abiertamente a los códigos

de la Monarquía y a las leyes de sus iueces. Porque muchos lueces

o¡dinarios abrigaban la convicción de que una de las principales

{allas del sistema judicial estaba en la rutina y lentitud que domi-

naban el procedimiento del iuicio y en el prolongado encarcela-

miento del reo antes de dicta¡se la sentencia; todo lo cual hacía

que se pudriera en Prisión cuando no intentaba la fuga. Acicateados

por los acontecimientos, no confiaban en otra solución que en dis-

cemir el derecho, poniendo énfasis en la preservación del orden

antes que en la iusticia propiamente dicha' Y por modo de aliviar'se

del ingente trabaio que tenían y paliar lo limítado de loa recursos

de qué disponían para Preservar la integridad física_ de los presos

hasta que purgaran las penas, aspiraban a despacharlos a destierro,

obtas públieat o "navíos de la tierra", vaciando de este modo las

estrechas y mal acondicionadas cárceles -el cepo y eI carcelazo eran

las sanciones más comunes-; abreviar los correspondientes términos

del emplazamiento del iuicio: mantener a los autores de deüto menor

a buen recaudo sin tener que instruirles la sumaria; substanciar

únícarnente aquellas causas por delito grave; punü con carcelería,

cspo u otros apercibimientos la reincidencia en delito menor; eie-

Jar sentencia de pena corporal (azotes, trasquila, mutilación, etc'),

en quienes "declaradamente y escudados en que esta Puerta está

loe Muñoz de Guz¡nán a la Audiencia, 27 agosto 1803. RA. 2132, pieza I
110 Auto acordado de la Audiencia, 14 iunio 1757, cit., por JosE I'oRllro

u""^" "i,-col^ ár- ll-colo¡io. santiáeo, i95t, pág. 294. causa-seguida en

ó"íiJ "ii liiá.'tJUre destierro de reos rin autoriiación de la Audiencia RA'

21932. Dieza 5. Visia del fiscal Pérez de Uriondo y Auto de la Auclie¡cra am-

[* iJ rZ enero 1788. nA. 1866, piezd 10. Auto de la. Audjencia'. l9 
-agost 

l
íién- "ri"L. lásÉ Tonisro Mpor¡i en, Cosas de I¿ Colonio '' pág 26l EI

i"üál'li"i¿5-iJ-ó.1;ñ;;;;; i" Audien,ia, ocrubre l7e8 v Respue'ita de Ia

i*'fr;;".i;. ;;;";:; ia'rñ n¡. zg¿2. pieza l. El subdelegado tle curicó al

Cohierno 5 diciembre 1802. RA 2132, pieza l. El asesor de Uoncepdon a

Vit¡"r'á" C"'.*. S julio tA0¡. v {unoz d' Cuzmán.a la..Audiencia' -27

^r".i. I gO¡. n,". 2ti¿.'p;ez.r l. Puede con'ullarse ademá': "lJx¡ediente for-

i't:J" ¿" i"'fiii^ ¿. i.o.'t"mitidot por el Sr. Intendente de la Concepción ¿r

Lima, 1787". RA. 1866, Pieza 10
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cerrada se despechan a cometer públicos excesos, cuya notoriedad
parece bastante proceso" 111.

Indqrendientemente de que se franqueasen o no las facultades
solicitadas a la Audiencia -la cual, por demás estaría decir, siempre

impugnó procedimientos que no se llevasen por los cauces regu-

lares- y de la función intimidatoria que las inforrnaba -iusticia
rápida y ejecución rigurosa de correctivos en los mismos lugares

donde se escandalizaba con el delito-, puede advertirse que se

trataba de defectuosos medios de fuerza que habrían podido supri-

mi¡ los síntomas antes que altera¡ las causas. Nunca la seve¡idad
puesta en aplicar castigos pareció disuadir ni intimidar seria-

mente a los perpekadores de hurtos, salteos mn daño corporal,
homicidios, etc. que fueron los actos crimilosos por antonomasia,

según puede apreciarse en tantas causas obieto de acusación o de

sentencia c'ondenatoria que han sobrevivido el paso del tiempo en

los a¡chivos. Para da¡ guerra al cuat¡edsmo y al vagabundaie no

resultaba siquiera suficiente la Santa Hermandad y el aparato re-
presivo ad hoc de los "iueces de comisión", montado hacia la mitad
del siglo. Las antiguas estructuras no habían conseguido mantener

a respetable distancia Ia crisis que habían engendrado. Ninguna de

las modificaciones que directa o indirectamente las afectaron pesó

lo suficiente corno para trasforma¡las. Permanecían intactas en la
práctica, ocultas tras las instituciones. Po¡ añaüdur4 el mal que

a{ligía al país a través de su vasta geografía había echado ya raíces

tan profundas, que exti¡parlo se hacía a cúrto o largo plazo irreali
zable. En las áreas mineras y fronterizas algunos grupos o facciones

habían llegado a desa¡rollar sus propias soüdaridades, sus propias

norrnas para refleiar Ia realidad social en que se desenvolvían. La
¡udeza de las costumbres y la falta de respeto por la ley y las

fórmulas legales que animaban a sus comPonentes dependían en

buena medida de una ética fundada en la f.uerza, la astucia y las

iniciativas individuales. Una gama amplia de acciones delictuales se

tenían ¡ror hechos perfectamente normales: el robo, la violencia

física y verbal, las uniones libres y otros actos penados por ley, no

se conceptuaban como delitos, y la fuga de una prisión era dentro

de ciertos cí¡culos considerada pecadillo venial, gozando de la mis-

m¿ estima que urr acto de heroicidad.

No había disposíción por pa¡te de la Corona de sufragar el

costo que representaba la puesta en servicio de un cuadro de pro-

fesionales ¡e¡nunerados para asestar golpes definitivos a la crimina-

1r1 Vid., nota 106.
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lidad en sus mismos orígenes; de manera que siempre se andaba a

la zaga en garantizar la convivencia v cooperación entre los com-

ponentes sociales. Tampoco se hacia mayor cosa por aiustar los

códigos y las leyes al cambiante panorama que presentaba una so-

cierlad, mal que mal en evolución y crecimiento, aunque sometida a

duras condiciones materiales de vida y a escasas expectativas socia-

les. Convendría traer aquí a colación, como eiernplo, que el pro-

vecto informado en 1750, por el fiscal Salas, en orden a que un

ministro togado a lo menos cada tres años oficiase en la ciudad de

Concepción (y en defecto un teniente general letrado que simultá-

neanente fuese asesor general y audito¡ de guerra, tal cual existía

coetáneamente en la gobernación de Buenos Aires), para efectos

de expeditm los juicios, no tuvo mayores repercusiones. Hubo que

esperar treinta y seis años el estreno de las intendencias para csn-

tar con un asesor letrado en esa sede; aunque triste es observar que

la meücla llegaba demasiado tarde: como que campeando el ban-

dolo¡ismo y siendo ilusorio disponer de una verdadera falange de

jueces para tenerlo a raya, las autoridades se mostraban frar¡camen-

te escépticas sobre que no ctntinuaría su curso ascendente.

La coordinación de la iustici4 uno de los caros ideales de Ia
monarquía y de Ias leyes, se perseguía o,on ahínco a través de di
versas y siempre reiteradas órdenes, en las cuales se preveía la

cooperación que entre sí debían dispensarse los iueces, para los

efectos de obtener plena eficacia en la captura de los trasgresores

de la ley. La población de un distrito amagado, los "iueces de co-

misión", la milicia, los tenientes y los a)'udantes celadores de estos,

debían estar siempre Prestos a aunar fuerzas, especialmente en

momentos de practicar rastreos y batidas contra individuos o bandas

que tras perpetrar sus fechorías, se apresuraban a poner pie en

polvorosa, refugiándose en lugares inaccesibles desde los cuales era

peligroso y asaz difícil para un solo hombre extraerlos o en las

¡urisdicciones colindantes, desde donde era igualrnente trabajoso

obtenerlos mediante las "cartas de justicia" o requisitorias. En mu-

chas oportunidades, la coordinación de las acciones policiales firn-

cionaba basta¡¡te bien en la práctica, pero no siempre Ias cosas po-

dían desarrollarse según las previsiones. Porque no todos los días lo's

ánimos estaban en disposición de salir a la camPaña en ¡ros de mal-

hechores y tampoco había personal de sobra que se alternase en

las diligencias. De mane¡a que el previsto mancomunado auxilio,

que en buenas cuentas dependía de las circunstancias de cada distri-

to, cada vez fue más vacilante. ¿Qué hechos cnntribuyeron a ello?

En primer término, pensar en que el campesino prestase ayuda
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se hizo problemático, Porque temía por las vindictas de que podía

ser víctima al contn'buir al a¡resto de un lad¡onzuelo o denuncia¡ la

guarida de un sospechoso y sobre todo secundar a sus captores. Los

forajidos habían logrado hacerse temibles por los golpes sorpresivos

que asestaban, l¿ habilidad que demostraban en el maneio del cu-

chillo y la lanza, incluso, portaban armas de fuego, v la saña que

empleaban con sus vícdmas. Además, no todos actuaban solos. Ha-

bía quienes operaban en complicidad con xesidentes de 1as mismas

localiilades de depredación, cuando no andaban en partidas r12. A

su turno, los celadores, cuya asistencia los iueces de campo solían

sufragar de sus propios peculios, llegado el caso mosüaban reticen-

cias, recelando de que los facinerosos los interceptaran e¡I los caminos

o los sorprendieran en sus hogares 113. Y los tenientes --ciertamente

que la calidad de voluntarios no siempre habiaba en favor del celo

profesional-, de antemano sabedo¡es de que concitaban el odio de

los delincuentes, también daban en retacarse, flaqueando en fuerzas

al ver que tendrían que batirse solos en camPo traviesar "Una con-

tinuada experiencia eslabonada de trágicm sucesos l-expone un

auxiliar-], me ha hecho ver que los diputados que V.E' tiene pues-

tos en el Reino, nos hallamos por momentos exPuestos a perder la

vida, sin otra c¿usa que el desempeño de nuestra mmisión y el

ningún auxílio que tenemos para evacuarla. En la villa de San

Felipe el Real sucedió el caso de concu¡rir cinco üputados en la

captura de un homicida y a una voz todos llamar a los Presentes

para que prestasen su auxilio y ninguno quiso concurrir, y Puesto
en defensa el reo vino en resultar que uno de los diputaclos salió

772 Vi¿., ait^ sobre el corregimiento, de- Maule corresPoDd.iente a la trota

101. Se p¡eór¡t¿n situaciones en-que indiüduos, teniendo ius hogare; o fami-

lia¡es en-determinado pa*ido, ha€n de las coma¡cas o circunsc¡ipciones con-

tlguu, "l 
pott"to de su's cor¡eiias y trimenes, viüendo de su no,ubicuidcd El

.r?"i"rr. i. uno de los más ilustrativos al reslrcto y también Jel problema de

É;;;;""i¿r de los iueces curndo se emderezá¡ a rPprimir el delito. -En 1795'
-dona 

Pastoriza Agurio, vecina del partido do Cauquenes. 5e querella crimi-
nalm€nte contra eil juez de su circuito, por abusos de justic-ial concre-tamente

oor formularle los cargos de cómplice en un robo y de reducidora de espe_

l¡es repistrar su viv¡Fnd,r v ¡rre¿rle varios azotazos. Debido c que el-subcle-

ün"'do io oro""¿" contra ei juez, la querellcnte ocurre a la- lntendencia de Con_

;";;r. P;;;-i"t "r..i". iJ u"íulri l" causa, se pide al ex 
'ubdelegado 

de

ó;;;;;;-;," rinda informe. puesto que éi habla designado al encartado'
;;;'-r;--;i; üit¡i ¡ui"iot ,-onden-ato'¡os iontr¡ de la susodicha, el er subJ'
ielaáo manifiesta áue el marido está sindicado como asaltante de- rnminos- v
;i;; ;;;" p;;"Éá..-nt" unot días atrás lo ilivisó como e-scalullía- el bulto
..'i .ir '""ár.i* banda por entre unos malnrrales, después de haberle robado

""". "uli"i oue tenia pára rancho de los que con él pr'cticaban uncs rrcn-
.".* lt"i" ai vaule. Áutos criminalcs conúa el diputado Santiago Andradc'
1795. RA. 2359, Pieza 8.- "-i 

'á--u 
-áip,itido de Chanquiague (Colchagua ) al Gobiemo, 17 febrero

1800. R-{. 1959, Pieza 1.
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malherido. .. En el mineral de Ca[eu, procediendo el diputado a la
captura de un reo y al mismo üempo dando voces para que pres-
tasen auxilio a la justici4 el reo puesto en defer¡sa asesinó a aquel
ministro entremedio de más de cincuenta hombres que lo rodea-
ban...; y queriendo yo echar de mi casa a un hombre que me
iniuriab4 tomando el sable para echarlo, se vino a mí y agarrán-
dome salió conmigo a estiradas hasta afuera y, sin embargo, que
allí dí voces, vine a experimentar lo que en anteriores sucesos. ..- 114.

Ni siquiera las obligatorias rondas de circuito llegaron a hacerse
con la regularidad prevista, debido a las amen¿zas de represalias que
pesaban sobre los iueces.

No es menos co¡roborativo del cariz que iban tomando las cosas,
la floiedad con que a su vez los milicianos facilitaban su ooncu¡so.
A fue¡ de ser dist¡aídos por corregidores, subdelegados y hasta
alcaldes de sus particulares quehaceres, haciendo que les circularan
ordenes por los partidos, rnantuvieran vigilancia permanente en las
villas, custodiaran las cárceles, trasladaran reos de región en región
y hasta Ia capital incluso, terminaban por mirar con hastío estos
otros compromisos, carxados como decían estar de p¿sar incomo-
didades, costearse los viaies y repetir evoluciones rutinarias. Así, las
veces que se los requería en sus domicilios para cumplir encargos
policiales se negaban o se decretaban repentinamente enfe¡mos o
se escondian, y si acudían al llamado de Ia autoridad lo hacían de
tan mal talante "que el iuez se exaspera o precipita o retarda las
ejecuciones o las abandona de despecl¡e" tt;.

En este suma y sigue no ha de soslavarse el hecho de que
du¡ante él setecientos llegaron a existü en los campos chi.lenos juris-
dicciones múltiples, todas ellas interviniendo en la aprensión v al-
gunas en la punición de los que desafiaban la ley: correg.idor v,/o
subdelegado y tenientes y celadores respectivos, "iueces de comi-
sión", tenientes de alcaldes mayores de minas, a veces, tenientes de
alcaldes ordinarios, alcaldes de Santa Hermandad y otroi tantos
comisionados. Llegado el caso, casi todos mantuvie¡on sus disputas
y rivalidades. Sinfines de quejas, ropresentaciones y quirneras con-
tribuían a alborotar los a:nbientes, desahogándose las pasiones v los

r14 El diputado de Tilül a Muñoz de Guzmán, 9 julio 1804. RA.2132,
pieza l. Más anteced€ntes en: Comisión dada al teniente de Rapel, para que
practique averiguación s€creta sobre el homicidio del ex teniente dél mirmo
paraje, pe4)etrado trrc¡ dos individuos, ab¡il, 1800. RA. 769. lieza I.

lrs Info¡me del procurador de La Serena sobre los propios v rrbitrio, J. I
partido. 25 agosto 1788. CG. 982. pieza 14. Similares c€nsu¡as a los milicir¡-
nos en "Relat:ión de gobkno qie'dz¡ó el St. t\larqués tle Aaílés...". c¡t..
págs. 475-6. Y el subdelegado de Cu¡icó ¿ la Audienci¡, 5 diciembre 180!.
RA. 2139, pieza 1
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intereses personales, porque esa superposición de judicaturas ope-
rando al mismo tiem.¡ro y sobre unos mismos tcnitorios, acababa
en que cada una se abrogaba facultades y representación que no
les competían. Habían sido creadas en parte por necesidad, aunque
sin prever los riesgos que tal concurrencia depararía. ya a mitad de
siglo, un vocero oficial se atrevía a poner en tela de juicio la eficacia
que supuestamente dimanaba de tan isimo juez dispensando iusticia,
para concluir que era peor ol remedio que la enfermedad, "porque
cada cnrregidor tiene los tenientes que quiere y éstos ponen ot¡os
sustitutos o comisionarios; y hay varias clases de alcaldes, tenientes de
estos y ayudantes y otros tantos ¡¡rinistriles . . . y todos estos tienen fa-
cultad de desteffar al que conciben delincuente, pero no de funponerle
pena ordinaria" r18. Pe¡o no faltaba quienes peruaban lo con ra¡io. pa-
ra un corregidor del Maule no era óbice a la eficacia de la iustrbia la
veintena de comisionados destacados allí, porque se t¡ataba de uu
cuerpo muy reducido, según é1, para oponerse a la multitud de
ociosos y bandídos que pululaban: "... [-el corregidor-] man-
tiene seis tenientes en todo el partido, y seis alcaldes de Santa Her-
mandad, uno en cada doctrina de 1as seis dichas, y ésto6 electivos
análicamente [-analépticamente?-], por el Cabildo de esta villa
capital [-Talca-], sin más iurisdicción que la que les confje¡e la
Iey. . . ; también mantiene el corregidor en cada una de las dichas
doctrinas uno o dos comisionados, p¿rra que estos sólo entiendan en
aprehender ladrones, ociosos y vagabundos, corriendo Ia campaña
v sean menos las extorsiones de que está infestada, destrul,endo las
haciendas de toda especie de ganado" rrr.

En esto de las jurisdicciones competitivas, caso típico e¡a el de
los 'jueces de comisión", los cuales de continuo estaban dando la
nota alta. No teniendo por costumbre c\ontenerse dent¡o de los lím!
tes de su respectiva esfera, pretendían desc,onocer la existcncia de
las jerarquías superiores y paralelas; moüvo más que suficiente para
que estallaran controversias e injustificadas odiosidades que ento4)e-
cían.la Erlicación de la ley. Hubo corregidores muy poco dispuestos
hacia esta suerte de jueces y no faltó el que abiertamente impugnó
que se los instituyera por lo anárquico de su actuación; -Hay
muchos iueces de comisión en lo criminal por el dicho Supcrior
Gobierno, de que no se puede dar individual razón en la posesión
de que se consideran absolutos. .. y, con esta infinidad resulta la

- _rLo !ñÍonne del ltscal losé Pe{eao dz Saüu al Reg, sob¡e el Relno de
Chíle- 1750, t"i1., por Do\osoi ('n btrodo.... l. oáe. it.
. lI? Informe del cor¡egidor de Maule,22 octub:e 175i, en .lnfomre. 

tl.
los corregidores de Chile". BPR, 2424.

14t
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alterada inversión ilel buen gobiemo, que se considera imposible

cstablecer cl más arreglado" 118.

En el períoilo de intendentes y subdelegados se aprecia que

las relaciones entre estos iueces de comisión, hacendados por lo ge-

leral, v los mrevos funcionarios distaron de ser co¡diales' De con-

tinuo se elevaron reclamaciones sobre que se erigían Poco menos que

en poder omnímodo ile Ios distritos, no pudiendo andarse-a su zaga'

uéndol", u la mano: "Hoy se están viendo algunos jueces de comisión

con títulos del Superior tlobierno que tienen más facultades que los

abolidos corregidores y que hacen poco aPrecio de las- órdenes que

se les mandanfpara que no abracen más facultad que la que. tienen

por la antedichi comisión y que obren arreglados a iusticia" 
rle Por

ia -is-a época suelen detectarse tensiones entre subdelegados y re-

presentantei de los particularismos locales con cargos públicos' de-

iido u qrr" algunos alcaldes ordinarim de Cabildo, simultaneando

a aquéllis, dip'utaban subalternos 'vacíandoles todos los fueros' lo

cual ha tleprimido a mis tenientes, formándose una anarquía que

se arrebatair Ias querellas v demandas. . v me persuado sean ca-

paces de clisputarme ¿ mí las facultades de mi empleo" 120'

Al final, la cooperación que debía reinar entre los jueces era

r¡ás bien incierta ¡' en oportunidades no pasaba mas allá de las

b¡renas intenciones. De este modo, se ofrecía un amplio margen a

que los infractores uegasen sus culpas o escabullesen el bulto escu-

á"do,.n la rnovilidaá que les daba el esta¡ familiarizados con el

medio v el tiemPo que ürdaba en aPortar la justicia,v ponerse de

u"r,"rdó; r,o siendo ra¡o que homicidas encargados por la iusticia

Iograran esquivar a los iueces que los perseguían, para luego pre-

."-rl,u.r. "tt 
ias villas alarileantlo y haciendo mofa y escarnio de ella:

"Porclue no faltarr quienes los provean de armas ils ft'sgo ' v al-

g.,no, unil"r, sueltos eu las canchas, mostrándose en las fiestas pú-

ñt"", y r" sabe que hav uno que les instruye en el manejo de las

a¡mas de fuego" t:r.

1t8 lbídem.
iit iil"ii"gi¿* cle Colchagua a la Presidencia, T octubre fi86 CG 939'

,''-., a t¡*.ti"osneclo de tensiones entre justicias en el- in)hito rrrral' tienerr

l,ilJ."¿J u", i*'i,iii'il' ;i;.ú""i"', E[ conegiáo-r interino dc r:rlca :r Jrúregui'
l')il'i¡.l" r?iá ''üi't^ JFi ii'",t salas. 11 ;rubre mismo año: lnrornre dcl co-

Lüi*'¿. t^tá "ió;bt"*.. 13 .liciembre li;7 cc .406 ri 7 r 23'-v Juit i"
Iiliri",i $"irii -il*' á"'-"'l¡¿" d" crracargue t coLhrgurt t' en l;q3 RA

532 comDleto.""" iió"Éi ."¡¿a.eado de Illapel a Muñoz d€ Guzmán, 25 agosto 1801 cC'
7ll. Dieza 16."' tíiÉl'iiputado de Chan4uiague {Colctragua) -4,Del Pinri, septi:rr)brc

li09 y óecreü de Del Pino. 4 octubre 1799 RA 1959' piezd I



Er, ¡uez or celmo

En esta mmposición de lugar habría asimismo que referirse a

la obligatodedad tlue regía de que los jueces ordinarios y los de
campaña formasen la sumaria a los reos, obligatoriedad que el
Acuerdo de lus icia tuvo que estal infinidad de veces recordándo-
les 1t2; lo cual es prueba evidente de que no siempre se acataba.
No e¡a la costumbre que los reos que de los partidos se remitían
a la capital, para que el tribunal revisase sus s€ntencias, estuviesen
acompañados por los instrumentos probatorios del delito imputado,
'tiguiéndose de este modo de proceder la retardación de las causas,
pues recibida la prueba se han de ratificar los testigos de las su-
marias y admitir las pruebas que en su descargo o{recen los mismos
reos; pasado que se han de ¡emiti¡ a la campaña con largos términos
que hacen cuasi impracticable la justicia" ls. Ciertamente que for-
mar un auto cabeza de proceso no requería que un teniente poseyese
rnayor instrucción y pericia, sino m¡ís bien que dispusiese de tiempo
para efectuar los trámites. Si nos atenemos a las indicaciones que
suministran los testimonios, parece ser que con desusada frecuencia
los jueces rurales y regionales, especialrnente los de los dist¡itos en
que los actos con violencia eran el pat¡ diario, omitían formalizarlas.
La tazón de ello tal vez estribaba en el volumen de autos cabezas
de proceso que habitualmente debían labrarse, los cuales según la
información de que disponemos, habrían requerido de tantos efec-
tivos que oficiasen de actuarios c'omo de cuantos salieran en perse-
cución de los malandrines y se hiciesen del cuerpo del delito; cosa
que estaba {uera de la realidad que se vivía en tantísima diputa-
ción. Que los jueces no co¡rociesen las formalidades del caso o, para
ser más precisos, haber muchos analfabetos entre ellos, no son alter-
nativas desdeñables, aunque siempre cabía al iuez la posibilidad de
asesorarse en esos menesteres 124. De esta manera, tar¡poco se cum-
plía o se cumplía a medias con los principios de facilidad y breve-
dad en que se cimentaba la administración de iusticia, porque era
obvio que tanto escollo de ningún modo favorecía la demanda de ell¿
v la rapidez en el procedimiento de disce¡nirla. En materia c¡iminal
pareciera ser que fue rnoneda corriente que los iueces de campaña li-
¡nitas€n su participación, luego de reducido el reo, a colocar éste a

disposición de los iueces ordinarios, sin otra diligencia que un es-

cueto par,te de la fechoria cometida, sob¡e todo tratándose de delito

lrz Auto de la Audiencia. 4 ¡uljo 1795. R.\. l{23, piez.r 3.
r23 {uto de la Audiencia, 3 agosto 1757, cit., po¡ Do\oso: "U¡ let¡.r-

.lo... , l, pis. ;3,ru In!9nry del fiscal José Perlecto de Salas al Rer1, sobre..., s¡¡., tu,Do\oso: Lr¿ letrado ..., l, págs. 111-2.

l1B
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por la primera vez ls, excusando específicarnente en los casos de deli-

to menor el trámi e de localizar testigos idóneos, hacerlos prestar ju-

ramento y declaraciones ante testigos, concu¡ri¡ al escena¡io de 1os

heohos para praoticar la investigación, suscribi¡ las conespondientes

fe y si procedía trabar embargo de los bienes del preso, buscar per-

sona solvente por depositario.
Sería forzar demasiado los hechos declarar que el volumen de

procesos resueltos en primera o segunda instancia de nuestros

archivos, demuestre que se cumplía estrictamente @n el deber de

lab¡a¡ la sumaria, cuando sabemos por propia confesión de los obli-
gados a materializarla que era imposible acoger las demandas civi-
les v criminales que se presentaban y porque también es sabido que

en toda sociedad está siempre preseute aquella cifra oscura, ese

porcentaie de conducta desviada, conocida a medias o totalmente

desconocida, que no hace parte del registro Público.
La estruc'tura carcelaria imperante en el te¡ritorio bien me-

rece glosa aparte. Todos los percances hasta el momento anotados

aparecen comparativamente menudos ante el panorama que esta

ofrecía. En su grau mayoría las villas carecían de recintos aPropia-

dos para mantener reos en prisión preventiva o en reclusión; care-

eían de instrumentos con que tenerlos ¡educidos para llue no esca-

pasen e, incluso carecían de medios para proporcionarles alimento

mienbas permanecían ence¡rados, Una ap,reciable cantidad de expe-

dientes que reposaü en el Archivo Nacional, relacionados con los

bienes de los municipios y las obras públicas de ciudades y villas'
confi¡ma esa apreciación y revela, además, que lm funcionarios

¡eales se veían en duros apdetos por causa del mal estado y las

mínimas seguridades que brindaban u¡tos miserables cuartos, a los

cuales impropiamente se les daba el nomb¡e de cárcel. Después de

su atenta lectura se concluye que finallza el siglo, llega el año 1810

v de norte a sur, intendentes, gobernadores políticos y ayuntamien-

tos todavía estaban empeñados en la t¿rea de reparación, construc-

ción y reconstrucción de prisiones y presiüos, mediante menguados

fondos municipales y proratas del vecindario, utilizando en Ia ma-

yor parte de los casos la mano de obra de los mismos penados. Los

siguientes ejemplos tomados al azar permitirán al l€cto¡ formarse

una idea de la gravedad que revestía este asuntoi

En 1794 el cabildo de San Ftancism de La Selva proponia al

Gobiemo que se impusieran algunos arbitúos a los habitantes del

partido para poder emprender la eilificación de la cárcel que lo era

¡25 o'Higgins a Alva¡ez de Acevedo, 22 diciembre 1787. RA. 1866, pie-
za I0.
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sólo en el nombre: "unas tapias paradas y están horadad.as sus pa-
redes y en ruinas; los reos han hecho fuga escalándola" 15.

En una presentación de cuentas de "propios" de La Serena,

correspondiente a 1788, el procurador del cabitrdo precisaba que no
había fondos sobrantes con que nutrir los ¡eos ¡ "no entra en estos

gastos la mantención de los presos, que sale de Ia caridad de ios
vecinos; para cuvo fin se pide limosna o envían algunos lo que pue-
den de sus c¿rsas; ni se habla de los gastos extrao¡dinarios en refac-
cionar la pieza que está sirviendo de cárcdl, pues a V.S. le consta
su mal estado ¡, las muchas ocasiones que los presos han hecho
forados para escaparse pnr ellos, llevándose las prisiones mn que
eqtabaD" l!i

En li7'7 el cabildo de Quillota planteaba la necesidad de que
en los asientos de Illapel y Petorca se construy€sen sendas cárceles
"por el estado ruinoso e inservible del sitio donde se custodian los

P¡esos" 
123.

La obra de la nueva cárcel de la villa de Santa Ana de Brivies-
ca (Petorca), emprendida en 1793, todavía no podía concluirse en
1796: "con el producto de la plaza de toros de Petorca se está cons-
truyendo cárcel, casa de cabildo, plaza de abastos y cuartel para
los soldados que auxilian a los iusticias" 

l¿e.

En 1778 el corregidor de Aconcagua se queiaba del pésimo
estado de la cárcel: "me horrorizo [-decía-] por la falta de hu-
manidad de mis antecesores, pues el que ent¡a en ella es peor que
entrara a la oficina más abominable. . . , un cuarto donde habitan
los ¡eos v hacen todas sus funciones a que está suieta nuestra na-
tu¡aleza" lto.

A fínes del siglo, Ia localidad de San José de Maipo aún no
tenía recinto carcelario. A pesar de existir varios asientos mineros en
el .sectol, los ¡eos "van a parar al cepo" r:rt

El subdelegado de Rancagua, informando al gobierno de la
marcha de los asuntos públicos en 1788, advertla que la cárcel de
la cabezalera del partido "no tiene seguro y los vecinos se ocupan

126 Representación del Cabildo de Copiapó a O'Higgins, 20 mayo 179,1.
CC 9Bl, pie.za 15.tr "Expediente sobre propio: y arbitrios de Coquimbo . CC. 98p, pie-
za 14.

128 CG. 961, pieza 16.ls El Cabildo de Petorca al Gobernador, S octubre 1796. CG.993, pie-
z¡ L.

130 El coüegidor Cañas Trujillo a Jaúregui, 13 agosto 1778. CG. 940, pie-
za 4.

131 Autos conha el iuez diputado del úi¡e¡al de San Ped¡o Nolascq 1796.
RA. 3158, pieza 12.
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de custodia¡ los reos" 132. Dos años después, refería que los reos -se

fugaban, "lirnando sus prisiones y haciendo fo¡ados en los muros,

)/ como en ocasiones han incendiado la cárcel para escapar, puse

un carcelero con 36 pesos a cargo de los propios" 133. Tianscur¡ido
el tiempq cabildo y subdelegado proponian como solución del pro-
blema que se vendieran las tierras del ultimo pueblo de indios que

quedaba; proyecto que el fiscal de la Audiencia informó negati-

vamente 133 .,

También sabemos que en 1784, en el circuito de Peumo, doc-

t¡ina bien poblada, no había otro modo de "asegurar a los deudores

y delincuentes, sino en el cepo, por no existir cárcel ni otras segu-

ridades" le.
Un terto de lm últimos años del XVIII, señala que la cárcel de

la villa de,San Fernando no ofrecía garantías y que el subdelegado

de su propio bolsillo pagaba la ali¡nentación de los confinados 135.

Por 1784 la villa de Cu¡icó no solamente carecía de personal

de gendarrnería, sino que su cárcel no servía de lugar de reclusión.

Ya creado el partido del mismo nombre, el cabildo urgía su ed,rfi-

cación y en los primeros años del XIX, su c.ondición había ern-

p€orado,'porque la rern¡sióu de reos.por los jueces de campaña es

que no sufriendo el calabozo ex¡rresado más de 12 ó 14 hombres, que

han de estar algún tiempo para punúlos y mientras se comprueban

sus delitos, mal puede encerrarse allí otros tantos que cada semana

se remiten de las diputaciones, sin que haya arbitrio para su man-

tención, rnediante que los vechos de Ia villa, a excepción de dos o
tres caritativos, los der¡lás muestran tal indiferencia a causa de su

pobreza, que me he visto precisado en obsequio de 1a humanidad
a librar del ramo de propios lo preciso para la mantención de dichos

reos, quienes despues de estafar a los hacendados y demás vecinos

honrados, concluyen absorbiéndose lo que estos mismos contribu-veu

a los diversos fondos públicos" rso.

La construcrión de una prisión nueva en la villa de Talca,

comenzada en 1793, llevó va¡ios años. Debido a errores en los

132 El subdelegado de Rancagua a Alva¡ez de Acevedo, 17 fel¡rero 1788.
CC 658- Dieza 4.

re¡ tü¡cio del suMelegado de Rancagua a O'Higgins, 17 diciemb¡e 1790.
CG. 391, pieza 7.

tsaa EI subdelegado y cabildo de Santa Cruz de Triana, 2 mayo 1798, y
Vjsta Fiscal.4 iunio 1798, C'c.929, pjeza 36.

r3r Juicis criminal seguido al diputado Juan Bauti\ta Ortúz¿r, de Peurrru
( Rancagua ), 1782. RA. ,f43.

r8s El subdelegado a l¿ Audieneia, octubre 1798. RA. 2942, pieza l.
136 Vista del fiscal Máquez de la Plat¡, 1 octubre 1?84. CC. 813, pieza 3

noprese¡tación del cabildo pleno, 6 diciemb¡e 1800. FA. 19, pieza 3. El suMe-
legado a Muñoz de GuzmÁ¡, 5 diciemb¡e 1802. RA. 2132, pieza 1.
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c¿ilculos de resistencia y deficiencia del material empleado, se hizo
necesario reconstruirla antes de que expirase el siglo 13r.

Aunque el calabozo del distrito de Cauquenes no tenía capa-
cidad suficiente para contener demasiados rcos, allí se los apiñaba.
En l77l se produjo un conato de fuga masiva que tuvo a jaque
a los justicias y a la población: "a¡mados con 1os propios grillos y
piedras hicieron todos una sublevación y tuvieron en armas a toda
la gente de esta villa; quebraron los gomes de los cqros v demo-
lieron las paredes, repartiendo pedradas" 138.

Por situación parecida pasaba el recinto penitenciado de Chi-
llán en la ultima década del setecientos, "haciéndose rrgente su
reparación, para retener en custodia el eniambre de lad.rones y
facinerosos que infestan el partido, ya sea reparríndola o costeán-
dola el vecindari¡o a derrama prudencial' 1s.

La escasa capacidad y deplorables i.nstalaciones del ¡rnal de
la ciudad de Concepción hicieron en 178? que el Intendente O'Hig-
gins, luego de pmcticar la visita anual, se ¡efiriera en uua patética
carta a la Audiencia a la espantosa situación de más de 70 dete-
nidos: "un número tarl m¡xiderable de ¡acionales ¡educidos a la
triste necesidad de morir de hambre, de miseria e indigenci4 sin
réditos, capellanías, ni cuota alguna destinada para alimentarlos;
su precaria subsistencia dependía de la corta limosna que la piedad
de un religioso recngía on aquel pueblo pobre y miserable" r4o.

Muchos justicias se preguntaban, €ntonces, de qué servía des-
vivirse por aplicar la iusticia y aleccionar a los subalternos para
que no guardasen ningunas contemplaciones con ladrones y cua-
treros, encargrindoles no dispensarles ni un pollo, valga la expre-
sión, sin que por él dejasen de ser punidos; porque era lo mismo
que remar contra la corriente, ya que ningunas prisiones habrían
bastado para albergar tan solamente a los capturados por hurto.

Otro de los aspectos d€ que dan cuenta las fuentes es el ¡ela-
cionado con la escasez de peritos asesores de los procesos. En nu-
trerosas villas, señaladamente en las del Norte Chico y los curre-
gimientos de la proüncia de Concepción, no existían individuos
m€dianamente calificados que actuasen de defensores o de fiscales;
percance, que sepamos, constituía uno de los agravantes de la atmos-
fera de impunidad y vandalismo que se respiraba en el Reino, según
decir de varios info¡mantes: "Una de las razones para clue en los cu-

137 CC. 961, pieza 14.
138 El corregido¡ de Maule a Jauegui, 11 agosto I77I. CG. 309. pieza g9.
13e El intendente sübfogante de Concepción a O'Higgins, 3 ab;il U89,

RA. 2303, pieza 6.
1a0 O'Higgins a la Auüencia, 22 diciemhe 1787. RA. 1866, pieza 10.
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rregimientos vecinos a dicha ciudad [-Concepción-] .. cuáles son

de Puchacay, Rere, Itata, Chillán y los últimos términos del Maule,

no se diskibuya la justicia de modo que se exterminen los públicos

ladrones, homicidas, salteadores y otros delincuentes de gran per-

iuicio a la causa pública, que teniendo oprimidos a los hacendados

son de gravísirno impedim€nto a que florezca el Reino, es la de

no habe¡ en más de 20Q leguas en contorno hombre profesor de

letras con quien asesorar un Proce'so, y las remisiones de ellos a esta

capital tienen muchos costos y contingencias '.., por este motivo

trrrdida la esperanza de ver el fin de sus causas desrnayan los jueces

de mayor celo y no se atreven a formarles causa, porque siendo

laicos necesitan en cada estación de una consulta, logrando de esta

sue¡te los malhechores la impunidad de su insolencia'141. Estima'

ban también los expertos que tal impedimento era diflcil de superar,

por cuanto la ¡usticidad del medro y la escasa o nula capacidad

económica del habitante no eiercían mayor atractivo en los tnte-

resados, y a quienes se designaba de oficio para tomar una defensa

o para actuar de fiscal solían tomar esta solicitud con displiccncia:
". . . dos o tres que son los únims que han sufrido v sufren esta

carga se hallan tan exasperados que no pudiendo conseguir de mí

ni de los alcaldes la exención, reciben con tedio estos encargos; que

los desempeñan tan mal que es preciso que esté destinado un solo

hombre para reconvenirles a sus tiempos por los autos que no de-

vuelven, traslados que no contestan y demrÁs providencias que sólo

cumplen a reiteradas insinuaciones" 142.

Teniendo en cuenta la precariedad de medios materiales y hu-

manos en que la iusticia se debatía, no ha de extrañar, entonces,

que no pocos iueces, según las covunturas de los distritos, se dedi-

tlt hLlorme del liscol losé Perfecto de Salas aI Reg sobre el Reino ..,
ci¿., por Dó¡oso: tln letrado ¿el siglo XVIII . ,.,l, píg.115. Ver Documento Il
del Anexo.

r42 El subdelegado de Cu¡icó a Nluñoz de Cuzmán, ; diciembre 1802.

RA, 2132, pieza 1.-'- 
So¡tó ia ilicita actuación de individuos que ofician de abogados defen-

so¡es encontramos dos ejemplos. En I78l €l corregidor de, Carrquenes ins-

iiuv" tur¡"rl" de oficio ; le;ónimo Larenas, vecino del parüdo de Rerr" "qu.

"" G"t tii" "''tl"o ni bán.'fi"io que andar de paraje 6¡ paraje noticiándose
de los suietos quá tenian pleitoq ftendientes para tomarlos a si, levantando qui-
;";r;G unix r ottos. de donde resultan varios Irrjuic¡os a la t ar-r'a púhli-

"u 

_u 
a""lto" coo'la capá de abogados de que se cárece en estos luga¡es "

,¡.,itá det 
"".r.eidor 

Fráncisco Pa-tiño, 7 junio l78l y Decreto d' B¡n¿vide''
C-"g"tü izaz,- p-ttibiendo a Larena. ejercer el minislerio crül.y crinriral
;;"a d" dedtiirro. CG. 307, pt,eza 4. EI otro se rclaciona con el partido de
Col"hasua. cuyo subdelegado én 1808 

"*pon" 
ante el Cabildo el problema que

se preúnta ón cuatro individuos conexionados metidos a linterillo\ " que

iron'"" p",tii el subdelegado dar gusto a estos leguleyos, ruina y sanguijuelas de
esta jurisdicción" FV. I29, pieza 19.
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caran a coüetear malhechores hasta sacarlos de su iurisücción, o a

desembarazarse prontamente de los que caían en sus manos y pese a

estar prohibido despacharlos retobados por "la vía del depósito" a

las cárceles de Santiago y Concelrción, y cuando no, a aplicarles la
pena de destierro, sirnplemente. Mediante estos arbitrios se evitaban
sus cnrrerías v latrocinios durante una larga temporada y de paso ali
geraban las mazrorras. Pero en ocasiones también sucedía que los

reos permanecían en plisión preventiva por tiempo indefinido y se

of¡ecía situaciones en que el nú¡nero de reclusos a,la espera de juicio
atestaba las cárceles ordinarias, porque la falta de tiempo o el olvido
hacían que se p¿srise por alto la obligación de ventilar el proceso el
los términos previstos ra3. La simple acumulación de material docu-
mental ¡evela cuán v¿no e ineficaz era que la Audiencia durante todo
el siglo presionase para que los jueces ordinarios respetasen la prohi-
bición que regía de remitir reos a la capital sin acompañar los ante-
cedentes probatorios del delito, vale decir, la causa sentenciada para
resolución del Tribunal, y de conminarlos con que un receptor haría a

su costa los trámites pertinentes, advirtiéndoles que cualquier tipo de
corruptela al respecto sería cargo específico en el iuicio de residencia.

Porque no era raro que una vez puestos los ¡eos en las sedes provincia-
les negaran su participación en los hechos que se les atribuían. Y na-

turalmente se daban casos de conüctos que pasabarr indefinida-
mente en confinamiento sin esperanzas de ver fenecido su eniui-
ciamiento, por no constar autos ni otros antecedentes de su culpa-
bilidad que un breve parte de los motivos que habían dad<¡ mé¡ito
a su detención. La falta de inJormación de que adolecían muchos
jueces hacía el resto, a €xtremos tales de que enviaban reos con-
signados a1 P¡esidente de1 Reino, siendo que éste no era iuez de
apelación raa. Pero más bien todo el problema estribaba en que una
serie de fuerzas opuestas embarazaban eI curso de la iusticia, tor-
ciendo irrernediablementc sus ru¡nbos.

113 Auto de Ia Audiencia, 3 agosto 1757, sobre que los corregidores y jue-
ces de campaña no remitan reos a Santiago si¡ los documentos que jüstifiquen
sus delitos. Cif ., por MEDr\_'a: "Cosas d¿ Ia" . ., , pígs. 294-5. Auto de la Au-
dienLia. l9 noviembre l7?8, sobre que los corregidores retengan en )as cárce-
1es de sus respectivos partidos los ¡eos de sus dishfos. CC. 1I7, pi.eza 72, Di.-
t¿men del fiscal Zerdán.22 diciembre 1778, sobre lo mismo. CC. 406, pieza 23
El In.tenclente O'Higgins a Alva¡ez de Acevedo, 22 diciembre 1787. RA. 1866,
pieza 10. Auto de la Audiencia, 4 iulio 1795, o¡ilenando que los jueces ordina-
riog re abstengan de remitir reo\ a Santiago sin adjuntar las causas s:entenciadrs,
y la Audiencia al Rey, 4 julio 1795, para que se siwa ilictaminar sobre el asun-
to, RA. 1432, pieza 3. El subdelegado de Colchagua a la Audiencia, octub¡e
1798. RA. 2949, pieza 1.

144 O'Higgins al Regente de la Audierrcia, 22 diciembre 1787. RA. 1866,
piez:r I0. El asesor de Concepción a O'Higgins. !l abril 1789. CC.961. piez.,
13. Auto ,l( l.r Audienui,r, 4 jrrlio 1i95. RA. 1432. pieza 3.
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Materia de controversias entre iueces, justicias 1' Audiencia fue,
por otra parte, la imposición de las penas de azotes y destiero sin
mediar la formación de los correspondientes autos, por cuanto se

aplicaban contraviniendo las leyes y providencias que disponían que
ningún juez podía por propia autoridad ejecutar sentencia de pena
co4roral o aflictiva a menos que tuviese la confirmacÍón dada por
la Audiencia 1a5, y como para ello era indefectible que al ¡eo se le
instruyese proce$, s€ optaba por lo más rápido y eficaz: punir sin

enjuiciar. El Real Acuerdo constantemente deploró dichos proce-
dimientos, pero en Ia práctica se seguían practicando v había quie-
nes abusaban a porfía.

Planteadas así las cvsas, huelga decir que las fugas de pruión
se hicieron más y más frecuentes. La lenidad y lentitud con que

daba en aplicarse la justicia, el escaso espíritu de servicio que evi-

denciaban ¡nuchísimos funcionarios, la incorregible costumbre de

uD sector de la población a pasar la vida deambulando, las du¡as

condiciones que los reos soportaban en los encieuos, el ejemplo de

los que sin mayores trabaios se procuraban la libertad eran, entre

otros, factores que independientes o combinados eiercían efectos

estimulantes sobre el individuo, induciéndolo a evadilse. A ello

añrádase que los propios Parientes, los amigos o los secuaces inge-

niaban como rescatarlo, ora abriéndolc forados desde afuera, ora

extrayéndolo a mano armada, ora coludié¡¡dose con los encargados

de su custodia 1a6. Los criminales m¡is envilecidos se procuraban de

antemano las conexiones oporfunas para cuando cayesen en chüona.

Ni siquiera en los presiclios -Osomo desde la última década del

XVIII y Valdivia- se tenia garantía at¡soluta de que la estadía de

un rematado se prolongase hasta cumplir la condena, porque desde

ahí se intentaba e igualmente podía conseguirse huir, con o sin la

145 Auto de la Audiencia, 14 iünio l?57, (if, Por MEDn{^ en Cosas dz Ia
Colantu niLe.294. Dictamen del fiscal PéI€z de Üriondo y Auto de la Au-
diencia-' i2"enero I?88, RA. 1866. pjeza 10. El subdelegado de Varrle 

'r
O'Hiesins, 2 '¡¡'a.zo 1791. CG. 8l3, pieza 71. 

^utos 
contta el iuez dei asienlr)

de San pedro Nolasco ( Melipilla ) por prisión arbiharia de un reo. 1796 R4.
3158, pieza 12. Auto de Ia ¡udlencü, 18 enero 1791. FJIVE 5,- piez¿ 52. Auto
de lá Audiencia, 29 agosto 1796, cii., por Meose cn Cos¿s d¿ ¡o. . P4g:.
28I-2. El srMelegado de Curicó a la Audiencia, 5 dic¡embre 1802 -RA. 

2132,
Dieza l. Muñoz dá Guzmán a la Audiencia, 27 agosto 1803 RA 2132. pieza t
Itut" d" l" Audiencia. 15 octubre 1807. RA. 2132' pieza l.

146 El asesor de Concepción a O'Higgins,2I abril 1789. CQ. 96-1. piez t

13. EI subdelesado de Ranlagua a O'Higgiis, 17 diciembre 1790. CG 39J.
Diez¡. 7. El subáelesado de Colchagua a la Audiencia, octub¡e 1798 RA. 2942'
irieza t El cabildo de Curicó a la .Audienc¡a. 6 diciembre 1800 FV 129, piezrt

b. El ut".o. de Conct¡rión al gobemador de Valdivia. 6 rrrayo 1803 v éstc

al aseso¡, 26 mayo 18O3. RA. 2132, pieza l. Proceso c minál següido 1 los im-
plicados-en la fuga de otrc" .to" áé la córcel de Nancagua (Colchagua), en
1808. FV. 129, pieza 6.
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ayuda exterior rai. Homicidas, vagantes, Iadrones, cuchilleros y cua-

treros parecían volver de presidio peor de lo que se habían ido,

segúu lo que tantas yeces se csmenta en las fuentes, co¡rtaminando
con el eiemplo de su experiencía y Ia impunidad de que profitaban
a cuantos ya se inclinaban al €tercicio de vagos, ladrones o asaltan-

tes de caminos. Prófugos, como no podían mostrarse, propendían a

refugiarse en los montes, haciendo sumamente laboriosa su aprehen-

sión. Como pronto volvían a las andadas, nuevament€ se iniciaba su

persecusión por los rurales. Por fin después de muchos afanes se

les echaba el guante. Sus causas se seguían con no menos tropiezos
v trabaios, porque para ello tal vez era preciso averiguar los delitos
cometidos en las comarcas y pariidos por donde erraban. Sus pro-
cesos se sentenciaban y se los volvía a recluir por un buen nrime¡o de

años. Mas, algunos tenían la fortun4 para desgracia de los iusticias,
de sorprender o de soborna¡ a sus guar.dianes y escapar con la mis-
ma facilidad con que lo habían heoho en otras taritas oportunidades.
De ahí que jueces escépticos preüiesen la persecución creciente-
mente inútil de bandidos y vagabundos y proclamaran que si las

cosas habían de csntinuar así, todas las carnpañas que se empren-

diesen serían como arar en el desie¡to v cómo teniendo "un gobierno
reglado habrernos de vivir m¡is expuestos que en las m¡ís funestas

anarquí4s" 148.

Permítasenos finalmente insistir en que no siendo la imagen
que refleja la institución de los tenientes ciertamente halagiieña, no

ha de hacerse a un lado esa perspectiva rural más o menos habitual
de pobreza e inseguridad, de inercia casi universal de las cosas

v de tensiones entre quienes detentan jurisdicción; con causas

que vendrían a explicar esa ineficacia e inelasticidad de los

poderes y engranaies establecidos por la misma falta de hombres y
de ¡nedios materiales con que llenar los cometidos fundame¡tales.
Y hasta donde la información de que disponemos lo permite, puede
aseverarse que institución como la de marras, funcionando condicio-
nada por tal realidad ambiente y coyunturas sociales e instituciona-
le.s no puede cargar inexorablemente con los yerros que por igno-
rancia o malicia, acción u omisión, cometieron sus efectivos, hombres

ral El gobernador de Valpa¡aiso al oidor Santiago Concha, 3 abril 1799.
RA. 385. Muñoz de Guz¡nrín al gobernador de Valdivia, 17 marzo 1803. RA,
2132, pieza 1. El aseso¡ de Conce¡rción al gobernador de Valdivia. 20 marzo
1803 t ¡espuesta de éste a Vuñoz de Cuzmán, t7 abril 1803. RA. 2132, fie.
za 1. -,1,ü;i

148 El sseso¡ de Conce¡rción al gobernador del presidio de Valdivia, 6
mayo 1803, 1, Juan Clarke al aseso¡ de Concepción, 26 mayo 1803. RA. 2132,
pieza 1.
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al fin nacidos y criados en 1o lugareño y a los orales por el hecho cir-
cunstancial de encarnar un oficio que no impetraban, habría sido como
demasiado exigüles que se sr¡strajesen de la trama social para c[ntener
en niveles razonables la conducta colectiva. Dejando a un lado los pro-
blemas que en uno u ot¡o sentido afectaron el desenvolvimiento de la
judicatura, aún queda un saldo positivo a favor de sus detentadores:
jueces hubo, Ios menos, los de excepción, cuya intemperancia les

hizo adquirir una reputación tanto mfu siniestra qu€ la de los cri
minales a los cuales debian ,perseguir sin flaquezas. También hubo

iueces, creemos que los más, completamente apartados de la crápula,
que no contemporizaban con el mal y cooperaban activamente en
desarraigarlo. Para resumir, la existencia de estos iusticias menores
ha de conceptuarse invaluable en unos habitat en que el manteni-
miento de la ley y ol orden eran de por sí un grave ¡xoblema v de no
haber estado asistidos por este aparato policial, imponiéndose al me-
nos por presencia, se habrían visto librados al albedrío de cada quiel
y a punto de conve¡tirse en efeatiyos reinados del te¡ror.

Estamos conscientes de que nuestro intento adolece de debili-
dades. En ocasiones hemos incurrido en generalizaciones a pesar
nuesüo y en el camino han ido aflorando interrogantes que por el
momento quedarán sin respuesta hasta cütar con una mejor infor-
mación en calidad y cantidad y con conclusiones de otros estudios

que p€rmitan mayores precisiones y especialmente con{rontar los
resultados obtenidos con los de otros territorios del Imperio donde
estas situaciones de estructura y funcionamiento de iurisdicciones
limitadas evolucionaban en conücionamientos disüntos. Pensamtr
que la mayor disponibilidad de datos en la segunda mitad del sete-

cíentos para el estudio de la institución y de los problernas que en

su variedad criminal ella enfre¡tó no deben llamar a engaño: la pe-
nuria de hombres y de recusos financieros, el vagabundaje y el ban-
dolerismo eran pemanentes y deben conside¡arse como fenóme-
nos de larga du¡ación, no resueltos ni paliados por iniciaüvas ni po-
líticas ningunas, siendo tal cual heredados por la República, por más

que se aduzca que una empresa de nuevas fu¡daciones v otra de

obras públicas que ocu,pó mano de obra vaga y delincuente consü-
tuyeron arbitrios meüante los cuales se erradicaba de los partidos a

los elementos vituperables, atenuando así el progresivo deterioro del
orden y el socavamiento dei régimen, por cuaato creemos que aún

no se tiene una medida previa de cuáles serían los reales alcances

de esos designios.



ANEXO

Documento I

'l'ítulo de iuez diputado a faaor de Dn. Raimundo Pratlo, que en

1805 relrencla el lntendente de Corcepción

.Don Luis de Alava [-siguen sus títulos-]: Por cua¡rto la di
latada exterxión de los partidos de esta Provincia impide que sus

r€spectivos subdelegados celen los pecados públicos y administren
justícia como corresponde en los lugares distante de las yillas cabe-
cerais, y en los dernas pueblos y agregaciones de gentes que se ha-
llan repartidas en las campañas de sus distritos; y por lo mismo se

hace preciso nombrar tenientes de suMelegados o jueces diputados
que adornados de la autoridad csmpetente ma¡rtengan en paz v
quietud a sus habitantes y repriman los hurtos, latrocinios v exce-

sos de los malévolos y gentes malentretenidas con que se hallan in-
festados los territorios de esta P¡ovincia, y sobre todo cuiden que
los moradores del distrito que se les señalare, separándose del detes-
table y perjuicial vicio del ocio y abandono a que muchos de ellos

se hallan entregados, se apliquen a la cultura de ias tierras, críais

de ganado v al fomento de los demas ramos del cvmercio e indus-

tria, Por tanto, y porque conüene nombrar uno de dichos tenientes

de subdelegado en el paraie nombrado Melozar y orillas de Lonco-

milla, iurisdicción del partido de Cauquenes, usando de la facultad
que como Gobernado¡ Intendente me corresponde v concurriendc
en Dn. Raimundo Prado las circunstancias que requiere la calidad
y naturaleza de este empleo, en nombre de S.M,, que Dios guarde,

le eliio, nombro y proveo por tal teniente de subdelegado o juez di-
putado de dicho paraie v su territorio en lugar de Dn. Antonio Po-
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veda, le doy poder y facultad para flue csmo tal use )' ejelza este

oficio con vara alta de la Real iusticia, la que administrará por el

té¡mino de dos años o por el más tiempo que yo tuviere a bien pro-

rrogarle, no con iurisdicción mdinaria sino con la que el derecho

llama delegada, para que cele los delitos priblicos y escandalosos

v cuide el buen régimen de los lugares de su cargo ; la seguridad

de las campañas y caminos, persiguiendo con tesón y actividad a

los salteadores, ladrones v receptadores; para que intervenga en la

facción de testamentos en los lugares despoblados donde no hay es-

cribano, otorgue escrituras de venta, instrumentos de compromiso,

t¡ansacciones y otros de esta clase, poderes para testar generales \'
particulares, para pleitos y negocios que convengan a los vecinos

de su territoúo, con la prevanción de que al fin de cada año ha dc

remitir los testamentos, ¡roderes e instrumentos que hubiere otorga-

do de que sólo ha de dar copia a las Partes o interesados, al escti-

ba¡o de la cabecera y donde no hubiere, al subdelegado para que

los ponga en regisho en el archivo, cuidando de sacar el correspon-

diente recibo de la entrega; para que conozca verbalmente de deman-

das y deudas que no exctdan la cantidad de veinte Pesos; Para que
pueda aprehender y poner en captura a los malhecholes y delin-
cuentes y {ormarles las corres¡nudientes sumarias, con la precisa ca-

lidad de dar cuenta con ellas al subdelegado del partido; y Para que

siga la causa, la substancie y determine en derecho y finalmente
para que en los lugares de su jurisdicción en que sea couvenient€
y necesario nombrar jueces celadores que sean de la aprobación del

subdelegado del partido, los cuales le auxilien v avuden en la apre-

hensión y persecución de los delincuentes, con aneglo a lo preve-

nio en la Inst¡ucción formada por el Superior Gobierno de 2 de

mayo de 1788 -v Decla¡aciones de 6 de abril de 1789, de que se le

remitirá testimonio para que se arregle a su contexto en el ejercicio

de este ernpleo, en el cual deberá conservar el debido respeto v
subordin¿ción al subdelegado del partido, evitando comPetencias y
abrogarse mrás iurisdicción de la que en este título y dicha Instruc-
ción se le declara, y en cuya yirtud <.rrdeno y mando al expresado

subdelegado que precedidas las solemnidades acostumbradas lo re-

ciba al uso y ejercicio de este empleo y a los vecinos mo¡:ado¡es v
demás personas de su recinto le obedezcan y respeten ¡. acudan

a sus llamamientos, le den el favor y ayuda necesaria siempre que

les sea pedida, que todos le guarden y hagan guardar las ho¡ras,
gracias y dem¡ás excqrciones que por esta razón le pertenecen y que

anotándose en los libros de cabildo v el su defecto en los que de-

be tene¡ el subdelegado, puesta nota a su continuaciól, se le de-
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vuelva original para su resguardo; que pa¡a su crunplimiento le
mando despachar el presente título firmado de mi mano y refren-
dado del infrascrito mi secretario de Real Hacienda -Concepción,
a nueve días del mes de marzo de mil ochocientos v cinco airos-.
Luis de Alava -Abos v Padilla, escribano-".

(CG. 604, pieza 11).

Doü.m.ento Il

Copia de lnforme de Dn. luan Llartínsz de Rozas, asesor de la In-
tendencia de Concepción, sobre el estad.o pohtioo de lq Prcúnckt
y los mctlios de erünguir ln plaga tle aagos, lodrones, etc., qre la

infestan. Año 1804

"Exmo. Sr.- No sé por qué fatal destino esta P¡ovincia de la
Concepción ha sido con tanto frecuencia molestada por enjarnbres
de bandidos, ladrones, salteadores y homicidas que la han desolado

v devastado. Los viaieros más célebres han notado v divulgado en

la Europa [a propensión singular de estas gentes al hurto y en esa

misma capital y Provincia cuando se nombra a un Ivlaulino.se le
teme como a un ladrón. Mil veces he meditado sobre el origen de
una depravación de costumbres tan general v sobre las causas que
han podido imprimirle un carácter tan deshonroso; v no hallo otras
que la falta cuasi absoluta de la educación pública y privada de la
juventud, la imitación 1. el mal ejemplo de los vicios ,v usos bárba-
ros de los indios arancanos que tratan con frecuencia, la falta de
ocupación y meüos de adquirir la subsútencia para los que roban
por necesidad, que son los menos, v la impunidad v falta de e¡ca¡-
miento con que delinquen, por la criminal negligencia de los subde-
legados y iueces en perseguirlos y procesarlos. No es preciso decir
mucho sobre los homiciüos, püque se sabe lo que vale la vida de
un hombre, lo que le interesa al público es su csnse¡vación v los

males que se causan a la muier desgraciada que pierde el marido,
el hijo inocente, a quien se priva de la lnotección v auxilios del pa-
dre, al pariente, al pupilo, al amigo v a todos los que dependían de

su existencia. V.E. quedará asombrado si yo le remitiera la lista
fatal de todas las muertes que en pendencias o de caso pensado se

han hecho de cinco añm a esta parte y las más de ellas o casi to-
das irnpunernente. En vano la Ley de Indias encarga el castigo de

lm delitos l advierte a los jueces c¡re los delincuentes si no se enca-r--
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mientan se hacen licenciosos v osados para atreve¡se en esta con-

fianza a lo que no harían si se adminístrase iusticia con severidad
v prudencia. Los subdelegados y iuec€s no seguían causas, ni per-
seguían a estos malhechores. De las ciento y veinte mil almas de

que se compone la población de esta Provincia, las catorce mil
viven en ciudades, villas v lugares y las demás repartidas en las

campañas. Se hace una muerte en ellas de caso persado o por el más

ligero motivo v como el diputado no está a la mano o no está a ln
vista el delincuente .se escapa y con trasladarse a otro partido se

pone en plena seguridad. El diputado no forma sumaria o si la si-

gue da cunplimiento con toda la negligencia imaginable, se queda
con ella o la remite al subdelegado. Este la guarda en su al¡chivo
porque el reo hizo fuga v nadie cuida en adelante de buscarlo 1'

perseguirlo con vigor ni de causarlo; ¡nrque miran con distancia r'
fastidio esta ocupación molesta, mucho más si el delincuente no tie-
ne bienes o dine¡o de que se paguen las costas del proceso, Como
no hav espíritu público, si se aprehende al homicida, se le sigue la
causa, cuando se le sigue, con tal descuido y morosidad que las
más veces se eterniza en la cárcel y al fin se le da lugar a que haga
fuga, y de este modo de ci[cuenta matadores apenas se castiga uno
y esta misma impunidad hace que las muertes se repitan con notable
exceso y que la esperanza de la impunidad a los que no modera la
virtud o el amo¡ de su propia reputación. Los ladrones y salteado-
res causan daños más extendidos y universales, Es difícil cree¡ cómo
estos malvados tiene a la Proüncia en un continuo movimiento. El
que sale a las campañas y partidos encuentra a cada paso hombres
montados que viajan en diligencias: los unos dicen que van en se-

guimiento de los caballos que les han robado, los ot¡os de los bue-
ves, vacas y ganados o de los trastos, alhaias y especix que es

han salteado o sustraído de srx casas, Los mismos ladrones v ban-
didos vagan csn estos mismos pret€xtos en los territorios en que no
son conocidos, porque el motivo es verosímil y las gentes lo eiecu-
tan con tanta {¡ecuencia que todos los creen y nadie lo extraña. Los

hacendados pierden su fatiga y üabaios y nada adelantan en sus

haciendas o no adelantan 1o que podían, porque los ladrones les

consumen sus ganados. El cabildo de Cauquenes ha dicho a esta In-
tendencia que los de aquel partido se hallaban en estado de aban-
donar las suyas, porque nada les producían a causa de los extravíos

que les hacían los ladrones; y no es el partido de Cauquenes en el
que más se roba. Loe pobres labradores pierden sus buevas y que-
dan sin tener como labrar la tiera y mantener sus miserables fami-
lias. Los arúe¡os pierden sus mulas, porque los ladrones les han de-
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clarado una cruda guerra y las llevan en partidas a esa capital y
Provincia, a Valdivia v a Osomo y a las üerras de los indios. Las
campañas abundan en trigos v frutos y no hay c\omo cuducirlos al
puerto por falta de mulx; y así es que los estragos de estos bandidos
causan daños i¡calculables a la agricultura, al comercio, a la crian-
za de ganados y demás rubros subaltemos de industria. Cuando aho-
ra cuatro años me regresé de esa capital, cuail¡illas múltiples de sal-
teadores desolaban la Provincia, y csmetían desastres de conmover
y constristar al corazón sensible. No hay en las campañas quien es-

tuviese seguro en el zaguán de sus casas, porque los salteadores se

aparecían algún día o noche, sorprendían v amarraban a los amos
v sirvientes si los resistían, hacían uso de las ar¡nas, entre ellas de
la lanza, espada, sable, hasta que huían y tal vez deiados por muer-
tos los rendían v asegurados entonces saqueaban v robaban hasta
los más ínfimos trastos. Algunas veces violaban las mujeres y hasta
quemaban las casas si no podían forza¡ las puertas ni superar la
resistencia que de adentro se,les hacía. A José Modesto Roias y a José
Seguel los mataron por ¡obarles en el camino ¡eal. A Nicolás Ferrada
le arrancaron los ojos y para acabarlo de mata¡lo lo precipitaron de
una barranca. A F¡ancisco Mella, que tenía fama de acsmodado, lo de-
gollaron en su casa después de haberlo atomentado con muchos
c[rtos piquetes de cuchillo en la cara y manos, tal vez para que
declarara el pretendido oculto tesoro. En el mismo camino real ahor-
caron v robaron a N. Tapia. A Nicolas Delgado le fueron a ¡oba¡
los caballos y en el sitio lo dejaron mue¡to de una lanzada. Catorce
bandidos asaltaron Ia casa de don Juan de Dios Calle y le robaron
cuanto csntenía, le die¡on catorce heridas y a su muier tres mucho
más graves, con las cuales los dejaron tendidos en el suelo sin sen-
tido y por muertos. Otra cuadrilla de banüdos asaltó la casa de
Seveúno Jorquera v lo hirieron gravemente; dos de ellos le viola-
ron Ia muier v les ¡oba¡on cuanto tenían. Ot¡os asaltaron la casa de
Faúndez y la incendiaron, porque no puüeron forzar las puertas.
También iban a incendiar la de don Justo Jara, pero temiendo mo-
rir quemado tuvo que abrirles y en seguida lo estropearon y robaron
v a su mujer Ie hicieron una herida en una piema al corta¡le con
cuchillo r¡n bolsillo de dinero que había ocultado debajo del falde-
llín. En la misma forma saltea¡on a Justo Palma dejando baldado a
un cuñado suyo de resultas de una grave herida que le dieron. A
don Agustín Figueroa le dieron tres he¡idas graves )¡ otras tantas
a su muier, con las cuales los deiaron sin sentido y tendidos en el
suelo, estuvieron por morir, y les robaron toda la casa. A don Juan
San Martín Ie dieron once he¡idas y le robaron cuanto tenía. En el
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acto de robar a Germán Sar¡doval le dieron dos he¡idas a un hijo
suyo, que lo pusieron a los umb¡ales de la muerte, y a su nuier ura
Ianzada en una pierna. Ocho salteadoles asaltaron la casa de doña
Mariana Landaeta, Ia estropearon y robaron sin deiarle cosa alguna.

Otros cinco disfrazados hicieron lo ¡nismo con doña Aur.elia Jimé-
nez. A Rufino Zapa,te- le dieron dos heridas graves, le quebraron un
brazo y 1e saquearon la casa. A Rosauro Mena, su niño Antonio v
su niña los arnarraron: desnuda¡on y colgaron a unas vigas, Ios

azotaron con crueldad para que confesaran del dine¡o y quisieron
violar a esta última y al fin les quitaron y robaron cuanto halla¡on
en la casa. A don Be¡nardo Estrada lo dejaron pol muerto v le ro-
baron, ¡' con poco más o menos atrocidad robaron y saltealon a dorr

José Ormeño, Juan Antonio Reyes, Juan de Dios Fernández, Pedro

Bustos, Feliciano Contreras, Custodio Sepúlveda, Pedro Quesada,

José Campos, Juliriui Sepúlveda, Julián Solis, José Sanzana, Vicente
Llanos, Francisco Utrera, don Rafael Meriño y otros rnuchos eu

número excesivo que yo no individualizo por no molestar más la
atención de V.E. con esta fastidiosa relación. Todos miraban estos

desastres con una insensibilidad espantosa; ni aquí ni en los parti-
doe se seguían causas a los malhechores y si algunas se principiaban
jamas se acababal, como si los iueces y magistrados no {ueran ins-

tituidos para proteger las propiedades v cuidar de la seguridad per-
son¿l de los hombres que viven en sociedad. Lo peor de todo es que
el mal eiemplq la experiencia de la impunidad y la inaudita indife-
¡encia de los jueces por una pública calamidad habían hecho que
el mal se hiciese epidémico, pr¡es ya no sólo robaban con violencia
los salteadores de profesión; los vecinos mismos que pasaban por
honrados, anastrados de aquellos motivos se juntaban en el núme¡o
de ocho a diez honbres, se disfrazaban, atacaban una casa a mano

armada, Ia robaban y se volvían a las suyas a disimular el hecho,

porque es más fácil vivir robando que trabajando cuando a falta
de otros motivos superiores no contiene el temor de las penas. Esta

relación por su bulto y carácter extraordinaria puede parecer a V.E.

exagerada; pero yo pongo por testigos de ella y de lo que diga en

adelante a los mas imparciales, quiero decir a todos los que viajan

a esa capital de los partidos de la P¡ovincia, si V.E. se quiere to-

mar la molestia de interrogarlos. También pongo por testigos a los

seño¡es de la Real Audiencia que están impuestos de glan parte de

la historia lastimosa de estos hechm por medio de las causas que

se han remitido al Tribunal para la confirmación de las sentencias v
si aúl se necesitan otros iustüicativos, los mismos presos darán una

prueba que no admite réplica. Los iueces v magistrados deben ser'
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humalos, csmpasivos v mode¡ados en el castigo de los delitos sil
faltar al precepto de las leyes. No es la gtavedad y acerbidatl de las
penas lo que corrige a los delincuentes. EI que espera o presume no
ser castigado se aroja a todos los excesos aunque la ley lo amena-
ce con la rueda o con la pena de fuego; es si Ia seguridad de que se
han de imponer al transgresor culpado, siendo correspondiente al
carácte¡ del crimen por relación a los periuicios que irroga al públi-
m; pero deben parecer terribles e inexorables cuando por la fre-
cuencia de los delitos y su gravedad exigen estas dernmt¡aciones.
Este era el caso en que se hallaba la Provincia cuando yo me regre-
sé de la Capital; no era en verdad mi oficio perseguir delincuentes
ni castigar delitos cometidos en ajeno territorio, cual es el de los
partidos; pero sabía que lo podía hacer en el caso de la omisión
1' negligencia universal de todos los jueces y esto bastaba para que
yo sacrificase mi salud y descanso a beneficio del público yo co_
nocía perfectamente sus te¡Titorios porque los he visitado; coDocía
tambiél a los más de los jueces y subdelegados, me entendía con
ellos directamente y a frterza de escribir, de instar, sugedr, arbitrar
y de poner en ejecución todos los medios que dictaba la prudencia
y el celo el más activo, se fueron aprehendiendo v se aprehenüeron
sucesivanente todm los salteadores y muchos de los homicidas. Se
les fo¡maron sumarias crecidas en que se averiguaron los excesos
pasados que se pudieron esclarecer y los que de nuevo com€tían, s,o-

bre que fue preciso combatir con la inercia, desidia, negligarcia 
,v

lepugnancia de todos los jueces. Se les siguieron causas abultadas v
m¡merosas con embarazos y contradicciones que me hacían horrot
y que han sabido superar mi paciencia y constancia v se resolvieron
definitivamente. Los facinerosos han marchado a los presidios en
repetidas y considerables. Desde entonces cesa¡on los salteos, ha¡r
desaparecido los salteadores y ya viven con alguna seguridad y quie-
tud las gentes que poco antes tenían el afán de ocultar en los mon-
tes al cerrar la noche sus alhajas de algún valor. Es preciso, decir
a V.E. que en esta obra benéfica me ha auxiliado eficazmente el
alcalde provincial don Luis de la Cru4 que por este seryicio es acree-
dor al ¡econocimiento público. Se han causado igualmente a los la-
drones y cuatreros que eran de más nota y fama, porque no tenían
otro eiercicio; pero no era posible procesarlos a todos porque para
hace¡lo no había tiempq manos ni lugar, v se buscó el medio de
escarmentarlos que permitíau las circunstancias. Se restableció a
mi instancia el trabajo ya abandonado de la desecación de la laguna
de Gavilán en que se podía ocupar cien homb¡es. yo encargué a
los subdelegados y diputados que me remitiesen los lad¡ones con
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razón i¡üvidual de sus robos y rielitos y aquí se les destinaba al tra-

bajo por el tiempo que cada uno merecía, aunque pasase de dos

meses, porque esto era menos malo que permitirles desol¿sen i¡.r-

pun€mente la Provincia, Puesto que no era posible causarlos a to-

áos, ni corseguir que se les formasen sumarias. Por estos medios se

remediaron en gran parte los desórdenes y se evitaron los periuicios

que el público ¡ecibía de Ia mano de estos bandidos; pero aún que-

dl mucho por hacer. Los robos de animales y ganados seguían aun-

que no en la misma fuerza. Es difícil que se crea en otra Parte que a

ü solo hacenclado en menos de cinco años le han ¡obado siete ¡nil ove-

jas. Este es el Dr. don Juan Félir Manzano que lo asegura. Los cla-

mores del público no cesaban y era preciso tomar otras providen-

cias y precaucion€s Para precaver el mal en su origen, En todas

partes hay ladrones y robos, pero éstos no son continuados y frecuen-

tes donde hay buena policía, donde hay iueces vigilantes acüvos y

celosos del bien público y sobre todo donde se persiguen los delin-

cuentes y se castigan los delitos. Ya he dicho a V.E. que los subde-

legados no seguían causas por evit¿r el trabajo v la fatiga v sin ellas

no se puede escarmentar el crirnen con la pena de la ley. Los !ue-

ces diputados hacían mucho menos y en todos había un espíritu de

vértigo que era preciso disipar. No pasaban de cuat¡o o cinco los que

eran buenos y celosos y que se dolían de Ias calamidades del pú-

blico. Estos mantenían sus terdtorios en buen orden, perseguían y

aprehendían a los delincuentes; los demás muy Poco o nada hacíao

y: miraban con ojos serenos todos los desastres que los rodeaban

Lo, or.o" excusaban su inacción diciendo que no perseguían a los

malhechores porque luego salían en libertad y en venganza les ro-

baban y destruían sus haciendas' Algunm eran viciosos o si¡dicados

cle tratar con los mismos ladrones y de aprovecharse de sus robos.

Otros los perseguian v aprehendían y uo les daban lugar a que se

escapasen para quedarse con los miserables despojos del poncho'

caballo, armas y avíos de montar, y en lo general, Ia mayor parte

eran inútiles al públim; por que ocupados en sus propios negocios,

ni rondaban las campañas ni perseguían a los bandidos, ni formaban

sumarix sobre los hechos atroces que se cometían en sus distritos

y tal ve.los callaban para no ser compelidos a que las formasen'

Los üputados se nombra¡on el año 87, en que se establecieron las

Intendencias y han permanecido hasta lo presente, exceptuados aque-

llos que en el actual Gobierno y en el del Mariscal de Carnpo, Don

F¡ancisco de la Mata Linares, se han subrogado en lugar de los

muertos y ausentes o de los que han ¡enunciado Por causas legítimas

o fueron acusados de mala versación. Los nombramientos se ha-
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cían a propuesta de'los usbdelegados sin noticia ni pretensión de
Ios nombrados y se les obligaba a aceptar €l cargo a menos de que
tuviesen motivos muy fundados de excusa. Estos empleados no han
tenido sueldo ni otros gaies o emolumentos que los que provenían
de Ia facción de tal o cual testamento, porque su jurisilicción era
limitada a conocer en demandas verbales que no excedieran de vein-
te pesos y a formar sumarias a los reos. Sus funciones son pesadas
y laboriosas en el dist¡ito de cuatro a cinco o seis leguas que a cada
uno s€ le señala; porque ellas se terminan a cuida¡ del buen orden
y seguridad de las campañas y caminos, a pe¡seguir los delincuen-
tes y procesarlos con lo que tienen bastante en ocuparse si han de
cumplir con su obligación en un,país de costumbres tan corrompi-
das como es éste. Tienen que rondar, velar y hacer diligencias pre-
cipitactras en las noches para el alcance de los delincuentes. Ellos
son pobres en lo general, porque ningún suieto de rqrresentación ni
conveniencia admite estos cargos y siempre halla razones para ex-
cusarlos. Algunos no tienen ni aún caballos en qué mnducirse y si
Im tier¡en los matan y destruyen en estas correrías, cuando las ha-
cen como deben; en ellas se exponen a rnil peligros, porque los mal-
hecho¡es no se ¡inden a menos que no les baste la resistencia oon
annas que hacen las mfu veces y tiene por heroica. ¿Y acaso hay
hombres en la tiera que puedan servir por largo tiempo unos em-
pleos laboriosos que no les dan como vivir y que los separan de las
labores con que mantienen a sus pobres familias? ¿Puede ser que
en €ste caso no abandonen el cuitlado del público para atender a

su propia co¡servación? Que se exceptúen los filósofos y yo quiero
que en esta edad se me muestren estos hombres singulares que vene-
¡ados como a los Régulos coelis, Curcios, Decios, Leonidas y otros
varones ilustres, que en casos más interesantes lo sacrificaron todo
al bien de la Patria y que aquí tiene V.E. una de las causas po¡
qué los jueces diputados hacen muy poco a favor del público, aun-
que tengan buenas disposiciones, y es po¡que se aburren, cansan y
fatigan de una ocupación que les periudica y nada les produce a
menos que la adquienn por malos medios. Yo puedo señalar algu-
nos que eran activos y celosos en sus principios y que en el ilia se

han abandonado enteramentg aunque la causa más general es la
falta de espíritu públim y la inercia cuasi universal que aqul reina
en todas las cos¿s. La Instrucción de diputados formada por esa

Superintendencia Gene¡al remitida a esta Intendencia para su ob-
servancia previene expresamente que estos ernpleos só1o se sirvan
v confieran po¡ uno o dos años a Io mfu y nada interesaba tanto
en las actuales circunstancias que hacer cumplir esta determinación

161



162 M,lní¡. T¡:nss¡ CoBos

superior para acabar de ¡establecer el buen orden de las campañas

y que cesando en su ejercicio los vieios cansados, ineptos o vicio-
sos, se subrogasea en su lugar otros que como un cuerpo de reserva

o de refresco entrasen c$n nuevo vigor a perseguir los muchos la-
drones que aún desolaban los partidos poco menos que impunemente.
Esto era un obieto que nunca olvidaba por su importancia y por
la viva sensación que me hacían los clamores del vecindario y las

lágrimas de los infelices que habían sido la víctima del furor, bar-
barie o codicia de estos malhechores, Cuando el Sr. Intendente se

hallaba con licencia en esa capital previne a los subdelegados que
me informasen res€rvadamente qué diputados eran buenos, celosos,

activos y cuáles eran malos e inútiles por desidiosos, abandonados

o por mala versación, que en lugar de átos me propusieran los su-

ietos más hon¡ados, activos y aparentes para desempeñar las fun-
cionos que les eran peculiares, en el concepto que no tendrían mo-
tivo de excusa que no fuese legal, puesto que sólo debían ser nom-
brados por dos años para que así el honor y faüga de estos empleos

cüculasen con igualdad por todos. Los subdelegados dijeron los que

e¡an inútiles o viciosos y propusieron los vecinos que debían subro-
garlos; se les despacharon los títulos arreglados puntualmente a la
Instrucción referida y se les puso en posesión sin admitirles otra
excr¡sa flue la que era legal. La Inst¡ucción autoriza a los diputados
para que con aprobación del subdelegado nombren celadores en los

lugares convenient€s de su distrito y en los títulos se les conceüó
esta facultad que no tenían; lo primero porque así estaba mandado
por esa Superioridad y lo segundo porque ella es utilísima y nece-

sari4 pues el diputado es una persona sola y aislada que no puede

halla¡se en todas partes en la extensión de veinte y cinco o treinta
leguas cuadradas a que se extiende su iurisücción, y los celadores

son en buenos términos unos alguacilos hon¡ados que de más cerca

cuidan del truen orden de su territorio y aprehender a los delincuen-
tes para llevarlos al diputado que no los aprehendería por la distan-
cia en que se halla. A los üputados que se nombraban en lo pasado

se les exigla por el título seis pesos de derechos que tal vez no los

tenían en sus casas; porque los más son pobres y muchas veces se

les han exigido doce, aunque ellos no pretendiesen ni solicitasen es-

tos oficios que se les confeúan sin su noticia. Esta exacción no era

nueva a la verdad, pues, en el tiempo del Mariscal de Campo Dn.

Francisco de la Mata Linares se les cnbraban seis, tres para el es-

cribano y tres para el secretario. En el actual Gobiemo, el escribano

percibla los tres y los restantes, según me ha dicho el mísmo, se en-

tregan al Sr. Intendente, a que no sé con qué aplicación, pero por
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más antigua que fuese ella no está fundada en Reglamento o aran-

cel que yo conozca y antes bíen éste dice expresamente que los tí-
tulos de esta clase que se expidan sin precedente solicitud de los

interesados se lib¡aren en papel de oficio como se hace, a lo que

es c:onsiguiente que cuando sea de oficio y que a Ia persión de ser-

vir sin sueldo ni emolumento un Pequeño empleo de puntual fatiga,

no se añada la de sacarles el ünero sin que haya mandado por auto-

ridad legal a quien corresponda. Yo trataba ento¡¡ces con mucho ctti-

dado abolir y embarazar las exacciones iniustas que hacían algunos

escribanos de que había constancia en los procesos y de que se que-
jaba el público con mucha razíry y 

^sí 
mandé que mientras cúnsul-

taba a la Audienci4 como lo hice, se suspenüese la cobranza y aún

se espera la resolución del Tribunal. El Sr. Intendente üce que el

asesor en su ausencia de la Provincia no tuvo facultad para nombrar
nuevos diputados en lugar de los cumplidos o ineptos y en carta del

19 del c'orriente ha prevenido al subdelegado de Puchacay que reco-

ja de ellos los títulos que les ex¡redió y me han ücho que la misma

orden ha dado en los dernás partidos Yo no soy el apoderado de los

diputados para pleitear por su causa. Creo por otra parte que queda-

rán muy gustosos en que se les ¡eleve de esta perxión, como queda-

ron sus antecesores; pero yo debo defender la mía aunque sea con

el dolor de molestar la Superior atención de V.E., sobre incidencias

quo siempre procuro evitar porque desagradan en todas partes. El
artículo 12 de la Nueva Ordenanza previene que los asesores suplan

las veces de'los Intende¡rtes en su falta, enfermedad y ausencias; 1o

mismo dice el artículo 15 de la de M&ico. El 6 de las Adicionales,

alterado en la Cédula de 26 de iunio de 99 disponía que faltando uno

y otro supliese interinamente las oecas y funcíonzs del primero el

minist¡o mfu antiguo de la Real Hacienda. La de 2 de agosto de 89

había dado resoluciones más claras y explícitas en la materia' El
a¡tículo 19 previene que en el caso de vacantes de los Virreinatos y
Presidencias por muerte, promoción o ausencia recaiga el mando po-

lítim y militar en las Reales Audiencias con toda la plenitud de au-

toridad y facultades que la haya eiercido el proPietario, y que lo
mismo se observe si se hallase ausente el intenno fuera del distrito

del propio mando. Para el mismo caso de vacante ?or muerte, tras-

lación o ausencia de la Proüncia previene el artículo 2a que en las

ciudades donde hayan gobernadores políticos y militares recaiga

todo el mando en el teniente del Rey y en su falta en el oficial rnili-

tar de mayor graduación; y ya se entiende que con la misma plenitud

de autoridad y facultades que exPresa el anterior, porque esto es lo
que significa la cláusula todo el manda y porque en éste no se pone
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¡estricción o limitación alguna. El articulo 39 dice que en el caso de
que los virreyes, presidentes o gobemadores enfe¡men o se hallen
impeüdos de tal suerte que no puedan totalmente gobemar por sí
mismos, las Audiencias y el teniente del Rey entren a gobernar como
lo eiecu arían en el caso de efectiva vacante. En el caso de vacante
gobiernan con toda la autoridad y facultades del propietario y en
el sentido de esta Cédula también se causa la vacante por la ausen-

cia del iefe fuera de la provincia de su mando. EI artículo 5s drs-
puso que si los gobernadores políticos y militares enferman de ma-
nera que se espere su convalecencia o si se ausentan de las capitales
de sus residencias, manteniéndose dent¡o de la provincia, recaiga
el mando mütar en el teniente del Rey y el gobiemo polítim en el
teniente asesor; y aunque este a¡tículo no explica cuál sea.la exten-
sión de la jurisücción del ultimo, en este caso por consecuencia y
argumento de la disposición del 4e que le precede, se ha entendido
y practicado siempre que el asesor sólo mnozca e intervenga en la
determinación de los negocios d¡arios y u¡gentes que los Intendentes
ausentes no pueden ver por sí mismos. La Cédula de 13 de julio de
96 ha üspuesto últimamente que no habiendo teniente del Rey
propietario en los gobiernos políücos y militares sucedan en el
mando polítics los tenientes let¡ados con absoluta exclusión de los
oficiales de Eiercito, así en el caso de vacantes, en que corno ya se

ha observado se comprenden las que se causan por muerte, trasla-
ción o ausencia que no sea fuera de ella; pero nada se altera ni se

innova sob¡e la extensión y límites de la iurisdicción concedida en
la de 8$ a los que suceden en el mando en cualquiera de los casos

ya expresados. Del contexto literal de estas üs¡rosiciones se debe
conclui¡ sin necesidad de argumentos ni inducciones que ausentán-
dose los intendentes de la ciudad cabecer4 los tenientes letrados
que les subrogan sólo pueden conocer de lo dia¡io y urgente que
aquéllos no pueden despachar por sí mismos; pero que saliendo de

la provincia suceden en todas las funciones del mando político sin
lirnitación alguna; y puesto que el Sr, Intendente puede Dombrar
nuevos diputados en lugar de los cumplidos, ineptos o de mala
versación, yo no puedo adivinar en qué puede fundarse cuando dice

que el asesor no tuvo facultad para nombrarlos hallándose con

licencia en esa capital, y para que en seguida haya mandado que
se recoian los titulos, mucho más habiendo visto que en el mismo
caso el asesor ha propuesto las subdelegaciones vacantes y que V.E.,
en ürtud de sus propuestas, ha proveído y nombrado a estos ernpleos

por estar cumpüdos los poseedores, aunque la función de hacer dichas
propuestas no pertenece segu¡anente al despacho de lo dia¡io v
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urgente. Por consecuencia de todo yo pido a V.E. que se sirva
declarar que el teniente asesor tuvo facultad para nombrar los nue_
vos diputados, estando ausente de la provincia el Sr. Gobernador.
Que _se_ 

mande se les restituyan los títulos que les expiclió y ha
mandado recoger. Que siendo preciso pedirle inforrne se le pre-
venga que lo despache mn toda b¡evedad y a vuelta de correo bi
es posible; pues yo me hallo próximo para hacer viaje a España en
virtud de la licencia que el Rey me ha concedido y me seria sensi_
ble separarme de esta ciudad quedando el público en la duda susci-
tada de si yo hice lo que podía en este particular o lo que era
justo y conveniente al público, aunque no es otra la cuestión de que
se trata y sobre de que vo ¡ne extendería algo más si temiese mo-
lestar a V.E. Que tambien se le prevenga {lue con su informe remita
copia de los tltulos que antiguarnente se les expedían y de loe que
yo les hice expedir arreglados puntualmente a la Instrucción de esa
Superioridad y de las cartas que les pasé a los subdelegados con
sus contestaciones originales que existen en la secretaría, para que
con pleno conocimiento de todos los antecedentes se sirva V.E.
hacer la declaración que le he peüdo y es la que crrresponde en
justicia. Dios guarde a V.E. muchm años. C,oncepción y agosto lg
de 1804. fuan Martínez de Rozas. Excmo. Sr. Dn. Lu.is Vu¡o¿ de
Guzmán".
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